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Presentación
Este estudio es el octavo trabajo de investigación 

aplicada de la Cátedra de Vivienda Digna y Sostenible 

de la UPF Barcelona School of Management (UPF-

BSM), un espacio de reflexión que nace de la 

colaboración con la Fundación Metropolitan House, 

con el objetivo de analizar el sector inmobiliario desde 

una perspectiva social, medioambiental y económica. 

Específicamente, la cátedra se plantea: 

	◾ Generar y desarrollar el conocimiento sobre las 

políticas del hábitat de una visión económica, 

fiscal y financiera, social y de gestión, orientada 

a la mejor calidad de vida de los ciudadanos, 

a preservar el medio ambiente, la eficiencia 

y la sostenibilidad del sector inmobiliario. 

	◾ Desarrollar actividades de transferencia de 

conocimiento y divulgación del conocimiento 

generado, a partir de la organización de jornadas y 

conferencias, publicación de artículos divulgativos, 

elaboración de casos de estudio, entre otros. 

	◾ Desarrollamos actividades relacionadas 

con la formación y capacitación de los 

profesionales del sector inmobiliario, a partir 

de la creación de programas de formación, 

prácticas en empresas inmobiliarias, etc. 

	◾ Estos estudios se comprometen con el objeto de 

realizar investigaciones de impacto para transferir 

el conocimiento a la sociedad. Además, este 

trabajo de investigación se marca en la Agenda 

2030, aprobado el septiembre de 2015 para las 

Naciones Unidas, incidente directo en los siguientes 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS):

SOBRE LA COAUTORÍA: 

Elena Pellicer Pio  

Graduada en Administración y Dirección de 

Empresas por la Universidad de Barcelona (UB), 

Máster Universitario en Dirección Financiera y 

Contable, especialidad en Finanzas Corporativas 

por la UPF-BSM y Posgrado en Comunicación 

Corporativa por la UPF-BSM. Es lectora en la UPF-

BSM y especialista en el ámbito de la consultoría 

estratégica en materia de sostenibilidad.

Ramon Bastida Vialcanet  

Doctor en Administración y Dirección de Empresas. 

Es profesor titular (Associate Professor) del 

departamento de finanzas y control en la UPF 

Barcelona School of Management. Es el director del 

International MBA y de la Cátedra de Vivienda Digna 

y Sostenible de la UPF-BSM. También es profesor 

asociado de la Facultad de Economía y Empresa de 

la Universitat Pompeu Fabra.

Queremos agradecer la colaboración a todas las 

personas que han participado en las entrevistas rea-

lizadas durante el trabajo de campo de este estudio: 

	◾ Hugo Sintes, consultor experto en gestión de 

proyectos de vivienda social en UK y España y 

socio fundador de GENIVS Insulae

	◾ Carme Trilla, Presidenta en Fundació Hàbitat3

	◾ Equipo directivo de Fundació Hàbitat3

	◾ Eduardo Gutiérrez, Codirector General en 

Asociación Provivienda

	◾ Josune Huidobro, Directora de Operaciones en 

Asociación Provivienda

	◾ Esther del Pozo, Directora adjunta en Asociación 

Provivienda 

	◾ Marta Vivaracho, Directora Financiera en 

Asociación Provivienda 

Asimismo, queremos agradecer a Josep Lluís 
Pellicer, secretario del Patronato de la Fundación 

Metropolitan House, por las iniciativas aportadas, 

participación y soporte a los estudios y demás 

actividades de la Cátedra de Vivienda Digna y 

Sostenible de la UPF-BSM.
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Resumen ejecutivo
España afronta en la actualidad un importante desafío 

estructural en materia de acceso a la vivienda. El 

incremento sostenido de la demanda residencial, unido 

a una limitada producción de vivienda asequible durante 

las últimas décadas, ha generado una creciente presión 

sobre el mercado del alquiler y ha dificultado el acceso 

a la vivienda para amplios sectores de la población. En 

este contexto, el parque de vivienda social en España 

continúa siendo significativamente inferior al de otros 

países europeos, situándose en torno al 2% del parque 

residencial, frente a porcentajes que oscilan entre el 6% 

y el 8% en muchos países de la Unión Europea.

Ante esta situación, diversas administraciones públicas 

están impulsando políticas destinadas a ampliar el 

parque de vivienda asequible y reforzar los mecanismos 

de colaboración con operadores especializados en su 

provisión y gestión. En paralelo, se está planteando 

la incorporación en el marco normativo español de la 

figura de los proveedores sociales de vivienda, inspirada 

en modelos consolidados de otros países europeos, 

como las housing associations en el Reino Unido o las 

woningcorporaties en los Países Bajos.

El presente estudio analiza el papel que pueden 

desempeñar este tipo de entidades en el desarrollo 

de un sistema más robusto de provisión y gestión 

de vivienda social en España. Para ello, se examinan 

los principales modelos europeos de organizaciones 

dedicadas a la vivienda social, así como las características 

institucionales, económicas y operativas de las entidades 

que actualmente participan en la provisión y gestión de 

vivienda social en el contexto español.

La provisión de vivienda social en España se articula 

actualmente a través de un ecosistema mixto en 

el que participan empresas públicas de gestión de 

vivienda social, entidades privadas sin ánimo de lucro 

y operadores privados de lucro limitado o regulado. 

Cada una de estas tipologías responde a lógicas de 

funcionamiento diferentes —sociales o de mercado— y 

presenta capacidades diferenciadas en términos de 

gobernanza, financiación, escala e impacto social.

El estudio incluye asimismo el análisis de diversas 

experiencias relevantes de dos entidades que ya 

operan en el ámbito de la vivienda social en España, 

Fundació Hàbitat3 y LUMVRA (Provivienda), que 

ilustran el potencial del tercer sector como actor 

complementario a la acción pública en la provisión y 

gestión de vivienda asequible. A partir de este análisis, 

el estudio propone un modelo de entidad de provisión 

y gestión de vivienda social adaptado al contexto 

español, que se resume a continuación:
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Adicionalmente, el estudio identifica una serie de 

recomendaciones orientadas a favorecer el desarrollo 

progresivo de un ecosistema de proveedores 

sociales de vivienda en España. Entre ellas destacan 

la necesidad de avanzar en el reconocimiento 

institucional de estas entidades, fortalecer sus 

capacidades organizativas, facilitar su acceso a 

instrumentos de financiación y suelo, promover marcos 

estables de colaboración público-social y desarrollar 

mecanismos de acreditación o estándares sectoriales 

que refuercen la confianza institucional.

Finalmente, el estudio incorpora una herramienta 

práctica de autoevaluación dirigida a entidades de 

provisión y gestión de vivienda social, que permite 

analizar su grado de alineación con los principales 

criterios de gobernanza, sostenibilidad financiera 

e impacto social identificados en los modelos 

internacionales de referencia.

MODELO 
ECONÓMICO-FINANCIERO

MODELO  
DE IMPACTO SOCIAL

MODELO 
DE GOBERNANZA

	◾ Ingresos recurrentes por alquiler 
gestionado profesionalmente

	◾ Incremento progresivo del 
patrimonio propio

	◾ Financiación cruzada articulada 
mediante estructuras 
jurídicas diferenciadas

	◾ Diversificación de fuentes de 
financiación bajo criterios de 
prudencia y sostenibilidad

	◾ Vivienda como infraestructura 
social clave para la inclusión

	◾ Estabilidad residencial como eje 
central, con gestión contractual 
y prevención de ruptura

	◾ Acompañamiento social enfocado 
en estabilidad y sostenibilidad 
económica del modelo

	◾ Participación de los residentes 
adaptada al contexto español 
(quejas, encuestas, mediación)

	◾ Medición de impacto mediante 
indicadores y sistemas para rendición 
de cuentas y financiación

	◾ Arquitectura institucional clara, con 
separación efectiva entre supervisión 
estratégica y gestión ejecutiva

	◾ Sistemas formales de gestión 
orientados a la mejora continua y 
la estandarización de procesos

	◾ Fortalecimiento de los sistemas 
de información para una toma de 
decisiones basada en datos

	◾ Integración estructural de la gestión de 
riesgos y del cumplimiento normativo
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1.	 Introducción
En los últimos años se ha puesto de manifiesto la 

necesidad urgente de incrementar el parque de 

vivienda social en España. Este fenómeno responde, 

en gran medida, a un importante incremento de 

la demanda de vivienda asociado al crecimiento 

demográfico, que no ha venido acompañado de un 

aumento equivalente en la construcción de nuevas 

viviendas. Como resultado, los precios de la vivienda 

han experimentado un incremento significativo, 

especialmente en las grandes ciudades, pero 

también en otras áreas urbanas de su entorno. Como 

consecuencia de esta evolución, el acceso a la vivienda 

ha dejado de ser un problema circunscrito a colectivos 

tradicionalmente vulnerables —como personas con 

bajos ingresos, personas mayores o jóvenes— para 

convertirse también en una dificultad creciente para 

hogares de clase media.

Ante esta situación, las administraciones públicas, 

en colaboración con empresas públicas y privadas y 

con entidades del tercer sector vinculadas al ámbito 

de la vivienda, han puesto en marcha diversos planes 

orientados a ampliar la oferta de vivienda asequible. 

Estas iniciativas se centran principalmente en la 

promoción de nuevas viviendas en régimen de alquiler 

o venta a precios protegidos, así como en la concesión 

de ayudas a la financiación de este tipo de proyectos. 

El objetivo es acercar progresivamente el parque de 

vivienda social en España a los niveles medios de la 

Unión Europea, donde este representa entre el 6% y 

el 8% del parque residencial total. En la actualidad, en 

España el parque de vivienda social se sitúa en torno al 

2% del total de viviendas.

En paralelo al esfuerzo por incrementar la oferta de 

vivienda social, las administraciones públicas han 

identificado la necesidad de reforzar la presencia de 

entidades especializadas en la provisión y gestión de 

este tipo de viviendas. En este sentido, actualmente se 

encuentra en tramitación un Proyecto de Real Decreto 

que tiene como finalidad reconocer a las denominadas 

entidades proveedoras sociales de vivienda en 

el ordenamiento jurídico español, definiendo los 

requisitos que deben cumplir y atribuyéndoles 

un papel relevante en la promoción y gestión del 

parque de vivienda social. Este reconocimiento se 

inspira en experiencias consolidadas de otros países 

europeos, como Inglaterra o los Países Bajos, donde 

organizaciones similares —conocidas habitualmente 

como Housing Associations— desempeñan un papel 

fundamental en el funcionamiento y la expansión del 

sistema de vivienda social.

En este contexto, la ampliación del parque de vivienda 

social requiere no solo mayores niveles de inversión 

pública, sino también el desarrollo de un ecosistema 

de operadores especializados, capaces de gestionar 

vivienda asequible de forma profesionalizada mediante 

marcos estables de colaboración público-privada y 

público-social.

Este estudio tiene como objetivo principal plantear 
un posible modelo de entidad de provisión y gestión 
de vivienda social adaptado al mercado español, que 

pueda servir de referencia para las entidades existentes 

y las de nueva creación. Este modelo está compuesto 

por tres pilares: 

1.	 Económico-financiero. En el que se determinan 

los factores clave para que una entidad sea 

viable y sostenible desde un punto de vista 

económico financiero. Incluye información 

sobre las principales fuentes de ingresos, 

fuentes de financiación, gestión de riesgos 

y viabilidad financiera, entre otros.

2.	 Impacto social. Donde se describe el modelo 

de impacto social de las entidades de provisión 

y gestión de vivienda social, y se establecen los 

factores clave para garantizar el cumplimiento de 

los objetivos de impacto social de la entidad. 

3.	 Gobernanza. En el que se establecen los 

aspectos más relevantes que definen el 

modelo de gobernanza, y que aseguran 

que la entidad toma decisiones éticas, 

transparentes y basadas en evidencias.

Además, este estudio incluye un marco de evaluación 
de los factores clave y criterios asociados a los pilares 
anteriores, que permite a las entidades de provisión 
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y gestión de vivienda social contrastar y mejorar sus 

modelos organizativos a partir de la información y los 

elementos identificados en este trabajo.

Para desarrollar esta propuesta, se ha realizado un 

amplio análisis de la literatura existente en el ámbito de 

las entidades de provisión y gestión de vivienda social, 

para caracterizar e identificar los elementos clave 

del modelo de negocio de estas entidades. También 
se ha llevado a cabo un análisis de dos casos de 
estudio de entidades pioneras en España, dedicadas 

principalmente a la gestión del parque de vivienda 

social, como son Fundació Habitat3 y LUMVRA, que 

forma parte de Provivienda: 

A.	 Fundació Hàbitat3 (2014) es la gestora de vivienda 

social del Tercer Sector Social de Cataluña, 

dedicada a garantizar el derecho a una vivienda 

digna para personas en situación de vulnerabilidad 

en colaboración con administraciones públicas y 

entidades sociales. Es una entidad especialmente 

relevante en el sector de la vivienda social 

por su capacidad de articular la colaboración 

entre administraciones públicas y el tercer 

sector, impulsando soluciones innovadoras y 

escalables para ampliar el acceso a vivienda 

asequible y estable para colectivos vulnerables

B.	 LUMVRA es la primera Housing Association 

de ámbito estatal en España, creada en 2023 

por Provivienda (1989) e inspirada en modelos 

europeos de gestión de vivienda social. Su 

objetivo es ampliar el parque de vivienda social 

y asequible y reforzar el derecho a una vivienda 

digna mediante una gestión ética, social y 

colaborativa que conecta a personas propietarias, 

administraciones públicas y entidades sociales. 

Es una iniciativa relevante en el sector porque 

combina gestión profesional, acompañamiento 

social a las personas inquilinas y trabajo en red.

Y, finalmente, se han realizado entrevistas con 

personas expertas, a nivel nacional e internacional, en 

este ámbito, para contrastar los resultados obtenidos 

mediante la revisión de la literatura y los casos de 

estudio analizados. 

En el momento actual, es muy importante que las 

entidades de provisión y gestión de vivienda social 

se puedan consolidar como un actor clave para el 

correcto funcionamiento del parque de vivienda 

social, y además puedan jugar un papel relevante en el 

crecimiento de este tipo de vivienda. 
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2.	 Situación y retos 
de la vivienda 
social en España

2.1.	 Ecosistema de la oferta 
de vivienda social 

El ecosistema de la vivienda social1 en España se 

caracteriza por una estructura mixta y fragmentada en 
la que coexisten diversos actores públicos, sociales y 
privados. Aunque la Administración Pública mantiene 

un papel central en la planificación y gestión del parque 

de vivienda asequible, la colaboración con el tercer 

sector, las cooperativas y las iniciativas privadas se ha 

consolidado como un elemento esencial para ampliar la 

oferta y reforzar la función social de la vivienda. 

a.	 Administración Pública

El Estado ejerce un papel de coordinación y de definición 

del marco normativo general. Entre sus principales 

funciones destacan la aprobación de la Ley por el 

Derecho a la Vivienda (2023), la elaboración del Plan 

Estatal de Vivienda y la financiación de programas a 

través de transferencias a las comunidades autónomas.

Las Comunidades Autónomas (en adelante, CCAA) 

ostentan la competencia principal en materia de vivienda. 

Son responsables de crear y gestionar las Entidades 

Públicas de Gestión de Vivienda Social (en adelante, 

EPGVS), administrar los registros de solicitantes de 

vivienda protegida y coordinar las políticas de promoción, 

rehabilitación y gestión del parque público. 

Los ayuntamientos, por su parte, desarrollan un papel 

clave en la gestión de los parques municipales de 

1   Nota aclaratoria: En este estudio los términos vivienda social 
y vivienda protegida se utilizan de forma indistinta con el objetivo 
de facilitar la lectura, si bien jurídicamente no son equivalentes. La 
vivienda protegida se circunscribe a las tipologías reguladas por 
normativa autonómica o estatal, mientras que la vivienda social 
comprende un espectro más amplio de iniciativas públicas, del tercer 
sector y privadas orientadas al alquiler asequible. Asimismo, el térmi-
no vivienda asequible se emplea en la mayoría de los casos como si-
nónimo de los anteriores, salvo cuando se hace referencia específica 
a políticas de fomento del alquiler a precios moderados promovidas 
por agentes privados o en colaboración público-privada.

vivienda social y en la promoción de programas locales de 

acceso y alquiler asequible. En muchos casos, participan 

en consorcios metropolitanos, como el Consorci de 

l’Habitatge de Barcelona, que permiten coordinar 

esfuerzos entre distintos niveles de la administración.

b.	 Entidades Públicas de Gestión de Vivienda 
Social (EPGVS)

Las EPGVS son organismos públicos o sociedades 

mercantiles de capital íntegra o mayoritariamente 

público creados para promover, adjudicar y gestionar 

vivienda protegida. Sus funciones principales incluyen 

la promoción de vivienda asequible, la gestión 

del parque público existente, la rehabilitación y 

regeneración urbana y la adjudicación con criterios 

sociales. Ejemplos representativos de estas entidades 

son la Empresa Municipal de la Vivienda y Suelo (EMVS) 

de Madrid, la Agència de l’Habitatge de Catalunya 

(AHC) o la empresa Rehabilitació i Gestió, S.A. 

(REGESA) en la provincia de Barcelona.

c.	 Tercer Sector Social

El tercer sector está formado por fundaciones y 

asociaciones sin ánimo de lucro que gestionan 

viviendas sociales o desarrollan programas de 

acompañamiento residencial. Estas entidades suelen 

captar viviendas de origen privado (procedentes 

de bancos, particulares o cesiones administrativas) 

y colaboran estrechamente con las EPGVS y 

ayuntamientos en la atención a colectivos vulnerables. 

Entre las más destacadas a nivel estatal se encuentran 

Provivienda y Hogar Sí (anteriormente denominada 

Fundación RAIS) o Fundació Hàbitat3 en Cataluña.

d.	 Cooperativas y Economía Social

Las cooperativas de vivienda en cesión de uso 

representan un modelo emergente dentro del 

ecosistema habitacional español. Estas iniciativas 

se basan en la autogestión, la propiedad colectiva y 

la sostenibilidad, ofreciendo alternativas de acceso 

asequible a la vivienda. Ejemplos como La Borda en 

Barcelona o Entrepatios en Madrid ilustran un modelo 

cada vez más apoyado por las administraciones 

públicas, que en algunos casos facilitan cesiones de 

suelo público a largo plazo para su desarrollo.
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e.	 Sector privado de lucro limitado o 
regulado

En los últimos años, el ecosistema se ha ampliado 

con la incorporación de entidades privadas de lucro 

limitado o regulado, que operan principalmente 

bajo fórmulas de colaboración público-privada. 

Estas empresas —promotoras, gestoras de alquiler 

o fondos de inversión con mandato social— 

desarrollan proyectos de vivienda asequible mediante 

concesiones administrativas, derechos de superficie o 

acuerdos de gestión sobre suelo o patrimonio público.

Su modelo combina eficiencia operativa y 

escalabilidad con un marco de rentabilidad acotado, 

sujeto a la supervisión pública y a condiciones 

de acceso social. Estas entidades contribuyen a 

movilizar inversión institucional hacia proyectos de 

vivienda asequible y a aumentar la oferta de alquiler 

a precios regulados, complementando la acción 

pública y del tercer sector. 

Ejemplos de este tipo de operadores a nivel estatal 

incluyen Vivenio (SOCIMI), Locare, Aedas Homes (en su 

línea de vivienda asequible), GENIVS Insulae (creada 

recientemente) o Culmia, Sorigué y Cevasa en Cataluña.

f.	 Sector financiero

El sector financiero también desempeña un papel 

relevante. Entidades bancarias y la Sociedad de 

Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 

Bancaria (en adelante, SAREB), convertida en empresa 

de propiedad estatal, han cedido parte de su parque de 

viviendas a programas de alquiler social gestionados 

por administraciones o fundaciones. 

g.	 Propietarios particulares

Algunos propietarios particulares participan mediante 

programas de cesión incentivada, como las bolsas 

de alquiler social gestionadas por ayuntamientos o 

entidades del tercer sector.

Figura 1. Interrelaciones entre los actores del ecosistema de la vivienda social en España

AYUNTAMIENTOS CCAA ESTADO

Administración Pública

Coordinación de 
políticas de vivienda

Cesión de viviendas para alquiler social

Cesión de viviendas a programas sociales

Marco normativo 
y financiación

EPGVS Tercer sector 
social

Cooperativas 
y Economía 

Social

Sector 
privado

Sector 
financiero

Propietarios 
particulares

Convenios 
de gestión y 
programas 

sociales

Creación, 
tutela y 

financiación

Gestión 
del parque 
municipal

Cesión de 
suelo público 
y desarrollo 

de proyectos 
cooperativos

Colaboración 
público-
privada

Movilización 
de vivienda y 
financiación

Bolsas de 
alquiler social

Fuente: Elaboración propia. 
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2.2.	 Comparativa entre el parque y 
la necesidad de vivienda social

El acceso a la vivienda constituye uno de los principales 

retos económicos y sociales actuales en España. El 

desajuste entre la oferta y la demanda de vivienda social 

se ha acentuado en la última década, impulsado por 

diversos factores estructurales como la escasez de suelo 

asequible, la falta de inversión pública sostenida y la 

creciente desigualdad en el acceso al mercado libre de 

alquiler. Este desequilibrio no solo tiene implicaciones en 

términos de exclusión residencial, sino también sobre la 

estabilidad macroeconómica, el dinamismo urbano y la 

cohesión territorial.

a.	 La oferta de vivienda social

Según datos del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana 

(en adelante, MIVAU)2, España cuenta con cerca de 
600.000 viviendas en alquiler social que representan 
una proporción del 3,3% sobre el parque residencial 
total, situándose casi 5 puntos por debajo de la media 
europea, cercana al 8%. Con respecto al parque estatal, 

se calcula que existen en torno a 318.000 viviendas de 

titularidad pública, de las cuales 197.000 pertenecen a 

CCAA y entidades dependientes, y las 121.000 restantes 

a los ayuntamientos y entidades dependientes.

El parque de vivienda social en España se caracteriza 

por una fragmentación institucional y territorial. 
Está gestionado fundamentalmente por tres tipos 

de operadores: EPGVS de ámbito autonómico o 

municipal, entidades del tercer sector y organizaciones 

sin ánimo de lucro, que administran un volumen menor 

y operadores privados de lucro limitado o regulado, 

que participan mediante concesiones administrativas, 

derechos de superficie o proyectos de build-to-rent 

asequible. A nivel territorial, las CCAA que aglutinan el 

mayor número de viviendas sociales son Cataluña y 

Madrid, con 128.542 y 112.061 unidades respectivamente; 

ambas concentran cerca del 40% del parque estatal3.

2   MIVAU, Observatorio de vivienda y suelo. (2024). Boletín especial 
Vivienda Social 2024. https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/co-
modin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialvivien-
dasocial2024_0.pdf.
3   MIVAU https://www.mivau.gob.es/vivienda/vivienda-so-
cial-en-espana.

Según los datos publicados por el Observatorio de 

Vivienda y Suelo del MIVAU sobre la construcción de 

vivienda en España, en 2024 se construyeron 100.980 

viviendas nuevas terminadas, lo que representa un 

incremento del 13,1% con respecto a 2023 y la cifra 

más alta registrada desde el año 2012. Sin embargo, 

este dato se sitúa muy lejos de los registrados en los 

años anteriores a la crisis. El siguiente gráfico muestra 

la evolución en el número de viviendas terminadas, 

incluyendo viviendas de régimen libre y protegidas, 

correspondiente a los últimos veinte años: 

Figura 2. Nº de viviendas terminadas 
(régimen libre y protegidas) en España 
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Fuente: Elaboración propia con datos del Boletín Anual 2024 
del Observatorio de Vivienda y Suelo del MIVAU. Disponible 
en: https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/
observatorio-de-vivienda-y-suelo

Según se observa, en términos generales, tras el 

desplome de la construcción de viviendas a raíz del 

colapso de la burbuja inmobiliaria en 2008, no se ha 

recuperado el nivel de actividad del sector. En el caso 

concreto de la vivienda protegida, la construcción 

cayó drásticamente en 2013; si el promedio anual de 

viviendas protegidas terminadas en el periodo 2004-

2014 se situaba por encima de 50.000, en la última 

década apenas supera las 9.000 viviendas. 

https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/vivienda/vivienda-social-en-espana
https://www.mivau.gob.es/vivienda/vivienda-social-en-espana
https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/observatorio-de-vivienda-y-suelo
https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/observatorio-de-vivienda-y-suelo
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El gráfico a continuación muestra la evolución 

histórica en el número de calificaciones otorgadas a 

viviendas protegidas provisionales (vivienda iniciada) 

y definitivas (vivienda terminada). En este sentido, 

se observa que la construcción de vivienda social en 

España ha experimentado un desplome significativo 

desde el estallido de la burbuja inmobiliaria de 2008, 

cayendo a mínimos históricos, si bien ha repuntado 

en los últimos años, alcanzando su punto más alto 

en una década en 2024. Concretamente, en el último 

año se concedieron 14.371 calificaciones definitivas 

a viviendas protegidas (+62,4% respecto a 2023) y 

23.967 provisionales (+94,8% con respecto al año 

anterior y el mayor dato registrado desde 2011). 

Figura 3. Nº de viviendas protegidas iniciadas y terminadas 
en España
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Fuente: Elaboración propia con datos del Boletín Anual 2024 
del Observatorio de Vivienda y Suelo del MIVAU. Disponible 
en: https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/
observatorio-de-vivienda-y-suelo

A pesar de los avances recientes en la producción de 
vivienda social, el ritmo de creación neta de vivienda 
social sigue siendo insuficiente. Este problema 

además se ha visto agravado por la descalificación 

sistemática de las viviendas protegidas construidas 

en el pasado, según afirma un informe publicado por 

el Consejo Superior de los Colegios de Arquitectos de 

España (CSCAE)4, que estima que «si no se hubieran 

descalificado las viviendas protegidas en España 

tendríamos actualmente un parque de vivienda 

protegida del 38% del parque de vivienda». 

La descalificación de las viviendas de protección 

oficial (VPO) no ha sido responsabilidad de un único 

agente. Propietarios particulares, promotores privados 

y, en numerosos casos, las propias administraciones 

autonómicas —competentes en materia de vivienda— 

han permitido o regulado la retirada de la calificación. 

Los propietarios particulares lo han solicitado para 

poder vender o alquilar sus viviendas a precio de 

mercado, mientras que los promotores lo han hecho 

por motivos de rentabilidad, aprovechando vacíos 

legales o modificaciones normativas que lo facilitaban. 

A esta tendencia se suma un marco legal que, en 

la práctica, ha favorecido el vaciado progresivo 

del parque público: muchas VPO han perdido su 

calificación de manera automática al cumplirse 

los plazos establecidos —generalmente entre 15 y 

30 años— o mediante procesos de descalificación 

voluntaria, una vez devueltas las ayudas o transcurrido 

el tiempo mínimo de ocupación. En otros casos, 

la propia normativa autonómica ha contemplado 

expresamente esta posibilidad, bajo el argumento de 

que la vivienda ya había cumplido su función social.

b.	 La demanda de vivienda social

Durante los últimos años la demanda de vivienda 
social ha crecido de forma exponencial y sostenida, 

impulsada por el aumento de los precios del alquiler, 

la precariedad laboral y el encarecimiento del crédito 

hipotecario, sumado a factores estructurales de 

carácter demográfico y social, como el incremento de 

los flujos migratorios, la concentración de la población 

en áreas urbanas y metropolitanas, y la transformación 

del modelo familiar, con un mayor peso de hogares 

unipersonales y monoparentales, que intensifican 

la presión sobre los segmentos más asequibles del 

mercado residencial.

4   CSCAE. (2025). Diagnóstico y propuestas para resolver el problema 
de la vivienda en España. https://observatorio2030.com/sites/default/
files/2025-10/Diagn%C3%B3stico%20y%20propuestas%20para%20
resolver%20el%20problema%20de%20la%20vivienda%20en%20
Espa%C3%B1a.pdf.

https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/observatorio-de-vivienda-y-suelo
https://www.mivau.gob.es/urbanismo-y-suelo/suelo/observatorio-de-vivienda-y-suelo
https://observatorio2030.com/sites/default/files/2025-10/Diagn%C3%B3stico%20y%20propuestas%20para%20resolver%20el%20problema%20de%20la%20vivienda%20en%20Espa%C3%B1a.pdf
https://observatorio2030.com/sites/default/files/2025-10/Diagn%C3%B3stico%20y%20propuestas%20para%20resolver%20el%20problema%20de%20la%20vivienda%20en%20Espa%C3%B1a.pdf
https://observatorio2030.com/sites/default/files/2025-10/Diagn%C3%B3stico%20y%20propuestas%20para%20resolver%20el%20problema%20de%20la%20vivienda%20en%20Espa%C3%B1a.pdf
https://observatorio2030.com/sites/default/files/2025-10/Diagn%C3%B3stico%20y%20propuestas%20para%20resolver%20el%20problema%20de%20la%20vivienda%20en%20Espa%C3%B1a.pdf
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Actualmente, cerca de 450.000 personas figuran 

en los registros autonómicos de demandantes de 

vivienda protegida, lo que representa cerca del 1% 

de la población española5, y un 7,8% de los hogares 

españoles se encuentra en situación de sobreesfuerzo 

por costes de vivienda, es decir, destina más del 40% 

de sus ingresos disponibles al pago de la vivienda. 

Este porcentaje se incrementa hasta el 28,1% en el 

caso de los hogares españoles en régimen de alquiler 

de mercado6.

Según el avance presentado por Cáritas Española 

sobre los resultados de la IX Encuesta sobre 

Integración y Necesidades Sociales de la Fundación 

FOESSA7, la exclusión residencial ha sido uno de 

los aspectos de la exclusión social que más ha 

empeorado en los últimos años. Los problemas 
relacionados con la vivienda afectan hoy de una 
forma u otra a 1 de cada 4 hogares en España, pero 
esa proporción se dispara a 9 de cada 10 en el caso 
de las personas en situación de exclusión social 
severa. La encuesta revela que más de 4,6 millones 

de hogares sufren dificultades relacionadas con el 

acceso y el mantenimiento de la vivienda. 

En relación con lo anterior, el empeoramiento de 

algunos indicadores de exclusión residencial ilustra 

las estrategias con las que los hogares intentan 

adaptarse al reciente contexto de inflación, aun 

conllevando consecuencias importantes para la 

calidad de vida:

	◾ Aproximadamente 3 millones de personas (6,3%) 

utiliza ya formas precarias de tenencia de la 

vivienda (facilitada gratuitamente por otras 

personas o instituciones, realquilada, ocupada 

ilegalmente o con aviso de desahucio).

	◾ Aproximadamente 3,4 millones de personas 

(7%) sufren condiciones de hacinamiento. 

Estos son los hogares que se ven forzados a 

compartir pisos con más personas, a volver a 

5   MIVAU, Observatorio de vivienda y suelo. (2024). Boletín especial 
Vivienda Social 2024. https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/co-
modin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialvivien-
dasocial2024_0.pdf.
6   Eurostat – EU-SILC 2023. https://ec.europa.eu/eurostat/data-
browser/view/ilc_lvho07c__custom_18447183/default/table.
7   Ver en: https://www.caritas.es/noticias/problemas-vivienda-
afectan-cada-4-hogares-espana.

la casa de padres o familiares y convivir con 

ellos, a recurrir a los llamados “nanopisos” 

o que tienen incapacidad para buscar otra 

vivienda cuando aumenta la familia.

	◾ Desde el año 2018 ha aumentado la 

población expuesta a situaciones de vivienda 

inadecuada, entre las que destaca que 1,6 

millones de personas residen en viviendas 

que carecen de algún equipamiento básico, 

o que 720.000 personas residen en barrios 

marginales con entornos degradados.

	◾ Por último, algo más de 1,5 millones de 

personas no tienen la posibilidad de adecuar la 

vivienda a las necesidades de las personas con 

movilidad reducida, y acceden o se mantienen 

en viviendas con barreras arquitectónicas.

Los colectivos con mayor vulnerabilidad residencial 

incluyen: hogares con ingresos inferiores a 2 veces 

el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 

(IPREM), familias monoparentales y jóvenes menores 

de 35 años, personas mayores con rentas bajas y 

víctimas de violencia de género y personas en riesgo 

de exclusión social.

La brecha territorial es también significativa; 

según se muestra en el gráfico a continuación, 

que representa la población en situación de 

sobreesfuerzo por costes de vivienda, las zonas más 

tensionadas son Barcelona (9,6%), Madrid (9,1%), 

Navarra (9,1%), la Comunidad Valenciana (8,8%), 

Andalucía (8,7%) y Canarias (8,6%). Todas ellas se 

encuentran por encima de la media nacional. 

https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/ilc_lvho07c__custom_18447183/default/table
https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/ilc_lvho07c__custom_18447183/default/table
https://www.caritas.es/noticias/problemas-vivienda-afectan-cada-4-hogares-espana
https://www.caritas.es/noticias/problemas-vivienda-afectan-cada-4-hogares-espana
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Figura 4. Población en situación de sobreesfuerzo por costes de vivienda por CCAA
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Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida. INE (datos 2023) https://www.ine.es/dyngs/ODS/es/indicador.htm?id=4909#_subGraph72_191

c.	 Desajuste estructural entre oferta y demanda

El desajuste entre la oferta y la demanda de vivienda 

social en España es estructural y persistente. Las 

causas de este desequilibrio son múltiples: 

	◾ La insuficiencia histórica de inversión pública;

	◾ La fragmentación institucional y la falta de 

coordinación entre niveles de gobierno; 

	◾ La rigidez en la movilización de suelo público 

y en los procedimientos administrativos; 

	◾ La escasa colaboración público-privada8 

estructurada, a diferencia de los modelos 

europeos, donde las Housing Associations actúan 

como operadores estables y profesionalizados.

8   Nota aclaratoria: En este estudio el término colaboración públi-
co-privada se utiliza de forma amplia para incluir tanto la participa-
ción de entidades privadas sin ánimo de lucro como la de entidades 
con ánimo de lucro o de lucro limitado.

Como consecuencia, el sistema español actúa de 

manera reactiva y asistencial, priorizando la atención 

a colectivos en emergencia habitacional, mientras 

que los modelos europeos combinan este objetivo 
con la provisión estructural y preventiva de vivienda 
asequible. Esta orientación limita la capacidad de 

respuesta ante la creciente demanda y perpetúa un 

modelo residual, que impide consolidar una oferta 

estable y suficiente de vivienda social en el medio y 

largo plazo.

El déficit de vivienda asequible tiene profundas 
consecuencias sociales. La exclusión habitacional 

se ha convertido en uno de los principales factores 

de vulnerabilidad, afectando no solo a los hogares 

con menores ingresos, sino también a amplias 

capas de población con empleos precarios o 

inestables. El incremento del precio de los alquileres 

y la falta de alternativas provocan un aumento del 
esfuerzo financiero de los hogares, reduciendo su 

capacidad para cubrir otras necesidades básicas y 

https://www.ine.es/dyngs/ODS/es/indicador.htm?id=4909#_subGraph72_191
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agravando fenómenos como la pobreza energética 

o el sobreendeudamiento. Además, esta escasez 

refuerza la segregación urbana y la gentrificación, 

desplazando a los residentes de larga duración hacia 

áreas periféricas y debilitando el tejido social.

En conclusión, la brecha entre la oferta y la 
demanda de vivienda social en España constituye 
uno de los grandes desafíos estructurales de la 
política económica y territorial contemporánea. 
La limitada capacidad de producción y gestión 

de vivienda asequible impide absorber la presión 

de la demanda, especialmente en las grandes 

áreas urbanas, donde los precios del suelo y la 

competencia por recursos agravan la escasez. Este 

contexto refuerza la necesidad de avanzar hacia 

un marco de gobernanza estable, con inversiones 

sostenidas y alianzas público-privadas efectivas 

que mejoren la viabilidad económica y la escala 

de las promociones. Solo mediante una estrategia 

coordinada y de largo plazo será posible garantizar 

el acceso universal a una vivienda digna y sostenible, 

fortaleciendo así la cohesión social y la resiliencia 

urbana del país.

2.3.	 La colaboración público-
privada en el ámbito de 
la vivienda social

La persistencia del déficit de vivienda social en 

España exige nuevas fórmulas de actuación que 

trasciendan la intervención pública tradicional. En 

este contexto, la colaboración público-privada se 

configura como un instrumento clave para ampliar 

la oferta de vivienda asequible, movilizar recursos y 

mejorar la eficiencia en la gestión. A continuación, se 

sintetizan los principales fundamentos conceptuales 

y las modalidades de colaboración público-privada 

aplicadas al ámbito de la vivienda, desarrollados 

con mayor profundidad en un estudio presentado 

recientemente en el marco de esta cátedra9.

9   R. Bastida y M. Martín. (2025). Colaboración público-privada 
en materia de vivienda asequible. Análisis de la situación actual, 
experiencias, retos y propuestas. https://www.bsm.upf.edu/docu-
ments/202511-estudio-catedra-vivienda-colaboracion-publicopriva-
da.pdf.

El libro verde de la Unión Europea define la 

colaboración público-privada como:

«Las diferentes formas de cooperación entre las 

autoridades públicas y el mundo empresarial, cuyo 

objetivo es garantizar la financiación, construcción, 

renovación, gestión o mantenimiento de una 

infraestructura o prestación de un servicio».

El Banco Mundial definió la colaboración público-

privada en términos de infraestructuras como:

«Una colaboración entre los sectores público y 

privado, establecida mediante un contrato relación que 

pretende acceder a financiación del sector privado, 

diseño, construcción, comercialización, mantenimiento 

o gestión operativa para la entrega de vivienda 

asequible y, en algunos casos, servicios auxiliares. La 

contribución del sector público puede proporcionarse 

en forma de dinero en efectivo o equivalentes, tales 

como terrenos, derechos de urbanización, ingresos 

(alquileres) generados por suelo, infraestructuras y 

edificación, desgravaciones fiscales y/o participación en 

el patrimonio durante un período determinado.»  

(Banco Mundial, 2020)

La colaboración público-privada en materia de 

vivienda puede adoptar dos formas principales. 

La primera es la colaboración de tipo puramente 
contractual, en la que la relación entre el sector 

público y el privado se articula exclusivamente 

mediante contratos. Este modelo abarca una 

amplia gama de actividades —como la redacción 

de proyectos, la financiación, la construcción o 

la gestión— y se caracteriza por su flexibilidad y 

temporalidad, ya que cada colaboración se define 

según los términos del contrato.

La segunda modalidad es la colaboración de tipo 
institucionalizada, que implica la creación de una 

entidad conjunta en la que participan tanto el sector 

público como el privado. Este tipo de asociación se 

concibe como una relación más estable y duradera, 

en la que se combinan los recursos y capacidades de 

ambas partes. Puede tomar distintas formas jurídicas 

—como sociedades mixtas, mercantiles estatales o 

consorcios— y permite concentrar las aportaciones 

públicas y privadas para ejecutar proyectos comunes. 

En este marco, el sector público suele aportar el suelo, 

las licencias o los incentivos necesarios, mientras 

https://www.bsm.upf.edu/documents/202511-estudio-catedra-vivienda-colaboracion-publicoprivada.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/202511-estudio-catedra-vivienda-colaboracion-publicoprivada.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/202511-estudio-catedra-vivienda-colaboracion-publicoprivada.pdf
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que el privado asume el diseño, la financiación, 

la construcción y, en algunos casos, la gestión y 

mantenimiento del parque de viviendas.

La estructura concreta de cada asociación depende 

del tipo de activo o servicio a desarrollar, los recursos 

aportados por cada parte y el modelo de negocio 

elegido para garantizar su viabilidad financiera. A 

continuación, se exponen los modelos operativos de 
colaboración público-privada más habituales en 

materia de vivienda:

	◾ En algunos, el sector público compra y 

paga en efectivo al sector privado, que 

diseña, construye y financia las viviendas 

antes de entregarlas al Gobierno.

	◾ En otros, el pago por parte del sector público se 

realiza mediante suelo o derechos urbanísticos.

	◾ En el ámbito del alquiler, pueden darse fórmulas 

donde el sector público mantiene la propiedad 

y paga al contratista privado una renta anual 

durante un periodo determinado (10-20 años), 

o bien donde el contratista privado cobra los 

alquileres directamente a los inquilinos, asumiendo 

la gestión durante la vigencia del contrato o 

durante la duración de un derecho de superficie 

o concesión, usualmente entre 60 y 75 años.

	◾ También existen modelos orientados a la venta, 

donde el sector privado diseña, construye y 

financia las viviendas y recupera la inversión 

mediante la venta a los usuarios finales 

seleccionados por la administración, que 

puede facilitar la financiación hipotecaria.

	◾ Finalmente, las empresas público-privadas 

para el alquiler o la venta constituyen entidades 

conjuntas encargadas del desarrollo, financiación 

y gestión de los proyectos, ajustando los 

precios para cubrir costes y beneficios.

En conjunto, estos mecanismos buscan aprovechar 

las fortalezas complementarias de ambos sectores: la 

capacidad del sector público para planificar, regular y 

facilitar recursos, y la eficiencia del sector privado para 

financiar, ejecutar y gestionar proyectos. Según la Ley 

estatal de Vivienda, la colaboración público-privada se 

considera esencial para enfrentar la crisis de vivienda 

asequible, optimizar los recursos disponibles y garantizar 

el derecho a una vivienda digna mediante la promoción 

de proyectos sostenibles y socialmente beneficiosos.

2.4.	 La importancia y los retos 
de la vivienda social en 
los próximos años

La vivienda social constituye un elemento esencial para 

garantizar el derecho a una vivienda digna y responder a 

las crecientes desigualdades en el acceso a la vivienda. 

En un contexto marcado por la escasez de oferta 

asequible, el incremento de los precios y la presión 

sobre el mercado inmobiliario, su fortalecimiento resulta 

determinante para avanzar hacia un modelo urbano 

más equitativo, sostenible y resiliente. Además de su 

función residencial, la vivienda social cumple un papel 

social y económico de primer orden, al contribuir a la 

estabilidad de los hogares, la cohesión comunitaria y la 

regeneración de entornos urbanos sostenibles.

El dossier “El papel de la sociedad civil en la provisión 

de vivienda asequible” elaborado por Provivienda (2022) 

identifica seis ámbitos prioritarios de actuación que 

deben guiar las políticas públicas en los próximos años 

y que en conjunto delinean una estrategia orientada a 

fortalecer el papel del tercer sector y de la economía 

social como actores estratégicos en la provisión y 

gestión de vivienda asequible:

1.	 Financiación pública. España necesita incrementar 

significativamente los niveles de inversión 

pública en vivienda asequible, especialmente 

aquella promovida por entidades sin ánimo 

de lucro. Para ello, se plantea la creación de 

un Pacto por la Vivienda que garantice una 

estrategia de financiación estable y sostenible 

en el tiempo. También sugiere la introducción 

de mecanismos de crédito a bajo interés, 

avalados por el Estado —como sucede en el 

modelo holandés—, y la priorización del acceso 

de las entidades no lucrativas a la financiación 

pública frente a otros operadores privados.

2.	 Financiación privada. Se considera igualmente 

necesario activar canales de inversión privada 

orientados a la provisión de vivienda asequible 

desde el no lucro. Provivienda propone fomentar 
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la participación de entidades de la Economía 

Social y Solidaria o de otros actores vinculados 

a la inversión socialmente responsable. Además, 

sugiere explorar instrumentos innovadores, 

como el crowdlending, para movilizar capital 

privado con impacto social y favorecer la 

implicación de la ciudadanía en el desarrollo 

de soluciones habitacionales asequibles.

3.	 Cláusulas sociales. La introducción de cláusulas 

sociales en los procesos de licitación pública es 

vista como una herramienta clave para impulsar 

proyectos de vivienda social gestionados por 

entidades sin ánimo de lucro. El dossier plantea 

que una parte de las licitaciones se destine 

obligatoriamente a proyectos de carácter social o 

que incluyan la participación de estas entidades 

en los procesos de acompañamiento social, 

reforzando así el modelo de Housing Associations y 

la integración social en la promoción de vivienda.

4.	 Suelo. El estudio destaca el déficit estructural de 

suelo disponible para vivienda asequible como 

uno de los principales obstáculos a superar. 

Para revertir esta situación, se propone ampliar 

la reserva de suelo tanto público como privado, 

destinando parte del nuevo desarrollo urbano 

o de las rehabilitaciones a vivienda con precios 

por debajo del mercado. También se recomienda 

promover la cesión de uso de suelos públicos a 

largo plazo hacia proyectos sin ánimo de lucro, 

lo que permitiría reducir costes y facilitar la 

viabilidad económica del alquiler asequible.

5.	 Normativa. El dossier señala la necesidad de 

reforzar los instrumentos normativos autonómicos 

para dotar de más capacidad de actuación a las 

entidades que colaboran con la Administración 

en la gestión de vivienda asequible. Entre las 

medidas propuestas figuran el desarrollo del 

derecho de tanteo y retracto para favorecer 

la adquisición de viviendas por parte de 

entidades sociales, así como la promoción 

de modelos de cesión de uso o propiedad 

compartida que amplíen las formas de tenencia 

intermedia y consoliden la participación de 

cooperativas de vivienda en este ámbito.

6.	 Fiscalidad. Por último, el estudio subraya la 

importancia de establecer un marco fiscal 

que incentive la labor de las entidades 

sociales proveedoras de vivienda. Eliminar 

las desventajas fiscales que actualmente 

afrontan estas organizaciones es esencial para 

equilibrar las condiciones de competencia y 

facilitar la adquisición o gestión de viviendas 

destinadas a fines sociales. Un tratamiento 

fiscal más favorable permitiría ampliar el parque 

de vivienda asequible y fortalecer su función 

social dentro del mercado del alquiler.

Adicionalmente, desde otro prisma, merece la 

pena considerar las propuestas formuladas por el 

Consejo Superior de los Colegios de Arquitectos 

de España (CSCAE) en su informe “Diagnóstico 

y propuestas para resolver el problema de la 

vivienda en España” publicado en 2025, que amplía 

el enfoque al incorporar la dimensión técnica y 

urbanística, subrayando la necesidad de reformular 

los instrumentos de planeamiento, calificación y 

gestión del parque público. En concreto, las medidas 

propuestas por el CSCAE son las siguientes: 

1.	 Inversión pública. Incrementar la inversión en 

vivienda protegida y mejorar la planificación a 

medio y largo plazo, garantizando estabilidad 

presupuestaria y continuidad en la producción. 

2.	 Precios de la vivienda protegida. Ajustar el 

módulo de venta al valor real de construcción para 

incentivar la promoción de vivienda protegida.

3.	 Descalificación de vivienda protegida. Eliminar 

la posibilidad de descalificación para impedir 

su venta en el mercado libre y mantener el 

carácter social del parque protegido.

4.	 Colaboración público-privada. Impulsar la 

promoción de vivienda protegida en régimen 

de compra o alquiler mediante fórmulas mixtas 

(cesión de uso o de suelo u otras), favoreciendo la 

participación del sector privado y del tercer sector.

5.	 Suelo dotacional. Permitir la utilización de 

suelos dotacionales para la construcción de 

vivienda protegida en régimen de alquiler, 

optimizando los recursos públicos disponibles.
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6.	 Política de alquiler. Vincular el precio del alquiler 

al nivel de ingresos de los inquilinos, ajustable 

a lo largo del tiempo, a fin de garantizar la 

asequibilidad y evitar que se beneficien quienes 

no lo necesitan. Los excedentes derivados de 

los incrementos de la renta se podrían destinar 

a la construcción de nueva vivienda pública.

7.	 Tenencia y control. Establecer un sistema de 

tenencia (por ejemplo, la cesión de uso) que evite 

la compraventa especulativa de vivienda protegida 

y favorezca la transmisión de viviendas a hogares 

necesitados, controlada por la Administración.

8.	 Gestión del parque público. Dimensionar y 

organizar la Administración para garantizar 

una adecuada gestión, mantenimiento 

y supervisión del parque público de 

vivienda y de la convivencia vecinal.

9.	 Planificación urbana. Establecer porcentajes 

adecuados de vivienda protegida en los nuevos 

barrios para evitar guetos y garantizar un 

equilibrio social y económico en el territorio, 

necesario para favorecer el desarrollo del suelo.

10.	Diversidad y calidad arquitectónica. Flexibilizar 

los requisitos de calificación y acceso a la 

vivienda protegida y los tipos de vivienda pública 

para abarcar una mayor diversidad de hogares. 

Asimismo, promover, mediante concursos públicos, 

proyectos arquitectónicos innovadores que 

respondan a las nuevas formas de convivencia.

En conjunto, las aportaciones del tercer sector 

y de los organismos profesionales coinciden en 

señalar la urgencia de consolidar un nuevo marco 
de política habitacional basado en la inversión 
pública sostenida, la colaboración estructurada con 
entidades sociales y privadas, y la profesionalización 
de la gestión del parque asequible. Este enfoque 

integrado permitiría superar el carácter asistencial 

que históricamente ha caracterizado la vivienda 

social en España, avanzando hacia un modelo más 

estable, equitativo y preventivo. En última instancia, 

el fortalecimiento de este sistema resulta esencial 

para que la vivienda social se consolide como un pilar 

estructural de la política urbana, la cohesión territorial y 

el bienestar colectivo.
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3.	 Las entidades de 
provisión y gestión 
de vivienda social 
en España

3.1.	 Introducción a la provisión y 
gestión de vivienda social

Según se menciona en el capítulo anterior, España 

presenta un importante déficit de vivienda social, 

causado por una combinación de factores históricos, 

fragmentación institucional, falta de inversión y 

debilidad estructural de los operadores públicos y 

sociales. En este contexto, la colaboración público-

privada constituye una herramienta clave para avanzar 

en la ampliación del parque de vivienda social a nivel 

estatal. Este modelo permite movilizar inversión con la 

capacidad técnica y experiencia de gestión del sector 

privado, sin renunciar al control público de los objetivos 

sociales y de la accesibilidad económica.

Las experiencias internacionales muestran que 

la implicación de operadores privados —con y sin 

ánimo de lucro— puede multiplicar el alcance de 

las políticas públicas de vivienda cuando existe un 

marco regulatorio estable, transparente y orientado 

al interés general. A título de ejemplo, en el Reino 

Unido, un elemento decisivo para la consolidación 

del sector de la vivienda social fue la transferencia 

masiva de viviendas municipales a HAs a través de los 

denominados Large Scale Voluntary Transfers (LSVTs). 

Muchas HAs iniciaron así su actividad con un stock 

significativo adquirido a un precio razonable, lo que 

les permitió escalar rápidamente su capacidad de 

gestión. Si bien los LSVTs respondieron también a la 

necesidad de aliviar cargas financieras de los councils 

—órganos locales propietarios originales de gran parte 

del parque público—, su diseño priorizó el interés social, 

transfiriendo las viviendas únicamente a entidades 

sin ánimo de lucro y reforzando el papel del Estado 

como regulador, garantizando estándares de calidad, 

supervisión pública y el mantenimiento del carácter 

social del parque transferido.

Para garantizar la eficacia de este modelo, se requieren 

tres condiciones básicas:

1.	 Un marco normativo claro que garantice 

el cumplimiento de la función social de la 

vivienda y evite procesos de especulación;

2.	 Mecanismos de control y rendición de cuentas 

que aseguren la transparencia y la trazabilidad 

del impacto social de los proyectos; 

3.	 La reinversión o retorno de los excedentes 

hacia nuevos programas de vivienda 

asequible, asegurando la sostenibilidad 

del sistema a largo plazo.

En definitiva, la colaboración público-privada no 

sustituye el papel del Estado como garante del derecho 

a la vivienda, pero constituye una palanca esencial 

para ampliar la oferta, optimizar recursos y generar 

un impacto estructural en el mercado de alquiler 

asequible. Su éxito depende de la capacidad de las 

administraciones para diseñar marcos de cooperación 

equilibrados, donde la rentabilidad económica y la 

rentabilidad social avancen de forma coherente.

En España, esta colaboración ofrece la posibilidad 

de aprovechar suelo y patrimonio público, diversificar 

las fuentes de financiación y promover una gestión 

profesionalizada y eficiente del parque de vivienda 

social. En los últimos años, el Gobierno ha impulsado 

una serie de instrumentos estratégicos y operativos 

para reforzar la provisión de vivienda social, con 

especial énfasis en la colaboración entre el sector 

público, los operadores sociales y los agentes privados. 

Entre ellos destaca el Plan de Vivienda en Alquiler 
Asequible (PVAA)10, concebido como una iniciativa 

para acelerar la incorporación de vivienda en alquiler 

social o a precios asequibles mediante la movilización 

de activos inmobiliarios existentes y el desarrollo de 

nuevas promociones, en coordinación con distintos 

niveles de la Administración y con entidades públicas, 

sociales y privadas.

Este enfoque se consolida con la presentación, en 

septiembre de 2025, del Proyecto de Real Decreto 
por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 

10   Ver en: https://www.mivau.gob.es/vivienda/plan-estatal-de-vi-
vienda/plan-vivienda-alquiler-asequible.

https://www.mivau.gob.es/vivienda/plan-estatal-de-vivienda/plan-vivienda-alquiler-asequible
https://www.mivau.gob.es/vivienda/plan-estatal-de-vivienda/plan-vivienda-alquiler-asequible
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2026-2030, que establece el marco estratégico 

de la política estatal de vivienda para el próximo 

periodo. El proyecto prevé un presupuesto global 

de 7.000 millones de euros y destinará el 40% de 

la financiación a la ampliación del parque público 

de vivienda asequible con carácter permanente, 

con el objetivo explícito de aproximar a España a la 

media de los países europeos11. Entre las medidas 

principales se incluyen: la recuperación de las 

ayudas a la construcción de vivienda protegida 

(VPO), incorporando como elemento diferencial el 

blindaje de su calificación para garantizar su función 

social a largo plazo; el refuerzo de la colaboración 

con administraciones públicas, promotores sociales 

y fórmulas de colaboración público-privada; y la 

movilización de vivienda vacía mediante mecanismos 

de compra o cesión para su incorporación al parque 

público.

De manera especialmente relevante para el 

fortalecimiento de la colaboración público-privada, 

el nuevo Plan Estatal prevé incorporar la definición 
del “proveedor social de vivienda”, otorgando 

por primera vez cobertura legal específica a este 

tipo de entidades y habilitándolas para acceder 

a subvenciones directas destinadas a la compra, 

promoción y gestión de vivienda social. Esta 

figura permite reconocer e integrar formalmente a 

operadores sociales y privados de interés general 

que ya venían desempeñando un papel activo en el 

despliegue del PVAA.

La implementación de este marco normativo y 

financiero se ha visto reforzada por la reciente 

creación de la Entidad Pública Estatal de Vivienda 
Casa 4712, concebida como instrumento operativo 

central del sistema estatal de provisión de vivienda 

social. Casa 47, surgida a partir de la transformación 

de la antigua Entidad Pública Empresarial de Suelo 

(Sepes), asume un papel estratégico en la promoción, 

adquisición, gestión y puesta en alquiler de vivienda 

pública. Su función se alinea directamente con los 

objetivos del PVAA y del nuevo Plan Estatal, al actuar 

11   La Moncloa – MIVAU. (2025). https://www.lamoncloa.gob.es/
serviciosdeprensa/notasprensa/vivienda-agenda-urbana/pagi-
nas/2025/plan-estatal-de-vivienda-2026-2030.aspx.
12   MIVAU. (2025). https://www.casa47.es/proceso-de-transforma-
ci%C3%B3n.

como vehículo para la movilización de suelo y vivienda 

de titularidad estatal —incluidos activos procedentes 

de la Sareb— y para la articulación de proyectos en 

colaboración con operadores sociales y privados, 

bajo criterios de asequibilidad, estabilidad y control 

público del destino final de las viviendas.

3.2.	 Definición de las entidades 
de gestión y provisión 
de vivienda social

Aunque no existe una definición cerrada de las 

Housing Associations (en adelante, HAs), pueden 

entenderse como entidades que, desde el ámbito del 
no lucro o el lucro limitado, se dedican a promover, 
construir, rehabilitar y gestionar vivienda asequible 
y social. Estas organizaciones suelen contar con el 

respaldo o la colaboración de las administraciones 

públicas, lo que les permite desarrollar su actividad 

con una orientación social y de largo plazo. Según 

la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE)13, la provisión de vivienda a 

través de las HAs se caracteriza por ofrecer precios 

inferiores a  los del mercado, operar dentro de marcos 

regulatorios específicos que difieren de la lógica 

estrictamente mercantil y promover regímenes de 

tenencia asociados al alquiler social o asequible.

En esta línea, Proyecto de Real Decreto por el 

que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2026-

2030 en su artículo 9. Entidades colaboradoras 

y proveedoras sociales de vivienda, apartado 

3. Entidades proveedoras sociales de vivienda, 

incorpora por primera vez una definición de 

esta figura, marcando un punto de inflexión 

en la configuración del marco estatal:

«Con objeto de potenciar una red de entidades 

colaboradoras de las administraciones públicas 

que promuevan el acceso a la vivienda en 

condiciones sociales y asequibles, se entenderá 

como entidades proveedoras sociales de 

vivienda aquellas que cumplan con los 

siguientes requisitos subjetivos y objetivos: 

13   OECD. (2020). Social housing: A key part of past and future hou-
sing policy. https://doi.org/10.1787/5b54f96b-en.

https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/vivienda-agenda-urbana/paginas/2025/plan-estatal-de-vivienda-2026-2030.aspx
https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/vivienda-agenda-urbana/paginas/2025/plan-estatal-de-vivienda-2026-2030.aspx
https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/vivienda-agenda-urbana/paginas/2025/plan-estatal-de-vivienda-2026-2030.aspx
https://www.casa47.es/proceso-de-transformaci%C3%B3n
https://www.casa47.es/proceso-de-transformaci%C3%B3n
https://doi.org/10.1787/5b54f96b-en
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a) Requisitos subjetivos

Naturaleza jurídica de la entidad:

Sean entidades públicas o privadas sin ánimo 

de lucro o de lucro limitado, siempre que recojan 

estatutariamente los principios asimilados a entidades 

de la economía social conforme al artículo 5 de la 

Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social o a 

la figura de sociedades de beneficio e interés común 

de acuerdo con la disposición adicional décima de 

la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y 

crecimiento de empresas.

b) Requisitos objetivos

La entidad deberá acreditar: 

	◾ Que la provisión y/o gestión de vivienda 

asequible sea su función principal en España. 

	◾ Viabilidad y solvencia económica de la entidad. 

	◾ Disponer de sistemas de gobernanza o 

mecanismos de gestión que involucren a las 

personas beneficiarias en la gestión de la 

vivienda, garantizando altos estándares de 

calidad y protección de los beneficiarios. 

	◾ Estar al corriente de obligaciones 

tributarias y de Seguridad Social. 

	◾ No haber sido condenada en procesos penales 

relacionados con la actividad inmobiliaria ni 

sancionada en materia de discriminación. 

	◾ No haber sido sancionada administrativamente 

en relación con aspectos como la 

discriminación por razón de sexo, raza, 

ideología o religión, entre otros». 

Asimismo, el proyecto normativo estipula que «las 

administraciones y otras entidades públicas podrán 

establecer acuerdos de forma directa con las entidades 

proveedoras sociales de vivienda para la gestión o 

desarrollo de sus programas de vivienda social, incluso 

para la adjudicación o cesión directa de inmuebles o 

derechos sobre los mismos». 

Esta definición representa un avance en la 

configuración de un tercer sector de la vivienda 

en España, al reconocer la labor de las entidades 

que actúan desde el interés social y con criterios 

de solvencia, transparencia y participación de las 

personas beneficiarias. Asimismo, la posibilidad de 

establecer acuerdos directos con las administraciones 

públicas abre la puerta a nuevas fórmulas de 

colaboración público-social, alineadas con los 

modelos europeos más consolidados en materia de 

vivienda asequible.

No obstante, habrá que esperar a los próximos años 

para comprobar si esta definición inicial se traduce en 

el desarrollo de un marco normativo específico que 

regule de forma clara la actividad de estas entidades. 

Solo entonces podrá evaluarse su verdadera 

capacidad para consolidarse como un actor estable 

y reconocido dentro del sistema de provisión de 

vivienda asequible en España.

3.3.	 Tipologías de entidades de 
provisión y gestión de vivienda 
social y características 
de su funcionamiento 

En el análisis de las entidades que intervienen en 

la provisión y gestión de vivienda social conviene 

diferenciar dos grandes lógicas institucionales 

que orientan su actuación: la lógica de mercado y la 

lógica social. La lógica de mercado pone el acento 

en la eficiencia, la competencia, la generación de 

valor económico y la sostenibilidad financiera de los 

proyectos. Por su parte, la lógica social prioriza el valor 

de uso, la atención a colectivos vulnerables, la equidad y 

el impacto colectivo por encima del lucro. Aunque estas 

dos lógicas pueden parecer opuestas, en la práctica 

muchas entidades operan en un espacio intermedio o 

híbrido, donde se combinan elementos de ambas. 

En el contexto actual, la provisión y gestión de vivienda 

social en España se organiza en un ecosistema mixto en 
el que conviven tres tipologías de entidades: las EPGVS, 

las entidades privadas sin ánimo de lucro y las entidades 

privadas de lucro limitado. Cada tipología de entidad 

se asocia con una determinada combinación de estas 

lógicas; en términos generales, las entidades públicas 

se alinean fundamentalmente con la lógica social, las 

entidades sin ánimo de lucro actúan en la frontera de 

ambas, y las entidades privadas de lucro limitado tienden 

hacia la lógica de mercado. 



22

Las entidades de provisión y gestión de vivienda social en España

A continuación, se desarrollan estas lógicas teóricas y 

cómo se manifiestan en cada una. 

Misión, propósito y rol

Las entidades que intervienen en la provisión y 

gestión de vivienda social en España comparten 

un propósito común: incrementar y gestionar un 

parque residencial asequible, estable y orientado al 

interés general, contribuyendo al ejercicio efectivo 

del derecho a la vivienda, a la cohesión social y a la 

sostenibilidad urbana.

	◾ Las EPGVS constituyen el núcleo del sistema 

público de vivienda. Su misión es garantizar 

la función social de la vivienda como servicio 

de interés general, mediante la promoción, 

adjudicación y gestión directa del parque público. 

Su actuación se rige por la normativa de vivienda, 

contratación pública y patrimonio del suelo, y se 

orienta prioritariamente a la atención de colectivos 

vulnerables y al refuerzo estructural del parque 

público. Estas entidades operan bajo elevados 

estándares de transparencia y control institucional 

y, en determinados casos, pueden apoyarse en 

entidades colaboradoras para la ejecución o 

gestión de proyectos técnicamente complejos.

	◾ Las entidades privadas sin ánimo de lucro, 
fundamentalmente asociaciones y fundaciones, 

desempeñan una función complementaria al 

sector público. Su misión se centra en facilitar 

el acceso estable a la vivienda a personas y 

hogares en situación de vulnerabilidad o riesgo 

de exclusión, integrando la provisión habitacional 

con el acompañamiento social y comunitario y 

procesos de inserción. Están obligadas a reinvertir 

sus excedentes en su finalidad social y suelen actuar 

en colaboración con las administraciones públicas 

mediante convenios o programas específicos. 

Aunque su escala es reducida, aportan un elevado 

valor social y capacidad de innovación, si bien 

enfrentan limitaciones estructurales para su 

expansión. Entre sus objetivos figuran la mediación 

en alquiler social, la gestión de viviendas cedidas 

por administraciones o particulares y el impulso de 

modelos innovadores basados en la economía social.

	◾ Las entidades privadas de lucro limitado, incluyendo 

promotoras, gestoras inmobiliarias y vehículos 

patrimoniales con vocación social, aportan capacidad 

inversora, profesionalización y escalabilidad. Su misión 

se orienta a ampliar la oferta de alquiler asequible, 

especialmente para hogares con ingresos bajos y 

medios y para jóvenes. Su actividad se desarrolla 

habitualmente en el marco de contratos, concesiones 

o derechos de superficie otorgados por el sector 

público, con compromisos de mantenimiento 

de precios regulados y estándares de calidad.

En conjunto, los tres tipos de entidad configuran 

un ecosistema mixto e interdependiente, con roles 

diferenciados pero complementarios.

Estructura jurídica y gobernanza 

A nivel estructural, los tres modelos de entidad 

comparten la necesidad de contar con órganos 
de decisión claros, mecanismos de rendición de 
cuentas y modelos de gobernanza que garanticen 
transparencia, solvencia operativa y alineamiento 
con el interés general.

	◾ Las EPGVS se organizan mediante órganos de 

gobierno de designación pública y sujetos a control 

institucional. Este modelo garantiza legitimidad, 

transparencia y coordinación interadministrativa, 

si bien presenta riesgos de burocratización y 

limitaciones en la toma de decisiones ágiles.

	◾ Las entidades privadas sin ánimo de lucro operan 

mediante patronatos o juntas directivas, con 

estructuras organizativas adaptadas al territorio y 

una fuerte capacidad de detección de necesidades 

sociales. Su gobernanza favorece la agilidad 

operativa y el impacto social, pero su escala 

limitada y dependencia de financiación pública 

y filantrópica requieren marcos de cooperación 

estables para garantizar continuidad en el tiempo.

	◾ Las entidades privadas de lucro limitado se rigen 

por modelos empresariales formales orientados 

a la eficiencia, la gestión profesionalizada y el 

cumplimiento normativo. Participan habitualmente 

en proyectos de vivienda asequible a través de 

convenios, concesiones o derechos de superficie. Su 

orientación hacia la rentabilidad exige mecanismos 
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regulatorios y de seguimiento que aseguren la 

compatibilidad con los objetivos de interés general.

En conjunto, las tres formas de gobernanza requieren 

marcos de control adecuados y estructuras que 

permitan equilibrar eficiencia, transparencia y 

alineamiento con el interés general.

Modelo económico y fuentes de financiación 

A pesar de sus diferencias, los tres tipos de entidad 

comparten la necesidad de un modelo económico 
estable, previsible y diversificado, que permita sostener 

la gestión a largo plazo y asegurar la asequibilidad.

	◾ Las EPGVS se financian principalmente mediante 

presupuestos públicos y programas estatales 

y europeos, complementados con los ingresos 

procedentes de alquileres sociales. Este modelo 

garantiza orientación social, pero su dependencia 

de los ciclos presupuestarios limita su capacidad 

de expansión y de planificación plurianual.

	◾ Las entidades privadas sin ánimo de lucro 
configuran un modelo mixto que combina 

financiación pública (subvenciones, convenios, 

contratos de gestión) con aportaciones privadas 

(donaciones, cesiones patrimoniales, inversión 

de impacto) e ingresos procedentes del alquiler 

social, que gestionan habitualmente en equilibrio 

financiero (los ingresos cubren costes operativos 

y de mantenimiento, sin ánimo de lucro). Este 

modelo les otorga flexibilidad y proximidad 

social, pero su dependencia de subvenciones y 

fondos no recurrentes dificulta la consolidación 

de estructuras estables y su escalabilidad.

	◾ Las entidades privadas de lucro limitado recurren 

a capital privado, financiación bancaria e inversión 

institucional, incluyendo fondos especializados y 

vehículos patrimoniales. Sus ingresos provienen 

del alquiler asequible con rentabilidad regulada y 

de plusvalías a medio/largo plazo. La colaboración 

con el sector público puede incorporar incentivos 

fiscales, subvenciones parciales o cesiones de suelo, 

facilitando la viabilidad económica de los proyectos.

En los tres modelos resulta esencial asegurar marcos 
regulatorios estables, instrumentos financieros 

adecuados y fórmulas de colaboración que garanticen 
sostenibilidad y asequibilidad a largo plazo.

Escala y propiedad de las viviendas

Las tres tipologías de entidad participan en la gestión 

de vivienda asequible con escalas diferentes pero 
complementarias, lo que favorece un ecosistema 

diversificado de provisión residencial.

	◾ Las EPGVS gestionan la mayor parte del parque de 

vivienda social existente, con alrededor de 318.000 

viviendas públicas en alquiler social, que representan 

el 1,72% del parque de vivienda total a nivel estatal14. 

Su escala es todavía limitada en comparación con 

otros países europeos y se caracteriza por una 

descentralización, dado que las competencias en 

materia de vivienda recaen fundamentalmente en 

las comunidades autónomas y los entes locales. 

La titularidad del parque que gestionan estas 

entidades es mayoritariamente pública, concentrada 

en administraciones autonómicas y municipales.

	◾ Las entidades privadas sin ánimo de lucro operan 

a escala pequeña o mediana, gestionando viviendas 

cedidas temporalmente por administraciones, 

entidades financieras o particulares, así como 

su propio patrimonio social (inmuebles propios 

adquiridos o rehabilitados en el marco de programas 

de alquiler social). Aunque su tamaño es reducido, 

aportan proximidad territorial y modelos de 

gestión centrados en el acompañamiento.

	◾ Las entidades privadas de lucro limitado pueden 

operar a gran escala gracias a su capacidad 

inversora, integrando activos en fondos, SOCIMIs o 

sociedades de propósito específico. Su titularidad 

es privada, aunque frecuentemente ligada a 

colaboraciones público-privadas mediante 

derechos de superficie o concesiones.

En conjunto, los tres modelos contribuyen a un sistema 

donde la titularidad puede ser pública o privada, 

pero donde la gestión debe orientarse a garantizar 

asequibilidad, estabilidad y calidad residencial.

14   MIVAU, Observatorio de vivienda y suelo. (2024). Boletín especial 
Vivienda Social 2024. https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/co-
modin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialvivien-
dasocial2024_0.pdf.

https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
https://www.mivau.gob.es/recursos_mfom/comodin/recursos/observatoriodeviviendaysueloboletnespecialviviendasocial2024_0.pdf
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Impacto social y en el mercado

Las tres tipologías de entidad generan impacto social 
y contribuyen, en distinta medida, a corregir fallos del 
mercado, mejorar la estabilidad de precios y fortalecer 

la cohesión territorial.

	◾ Las EPGVS ejercen un impacto estructural, 

al garantizar acceso a hogares vulnerables, 

amortiguar las tensiones del mercado de alquiler en 

segmentos de bajos ingresos y estabilizar precios 

al establecer referentes de alquiler asequible. 

No obstante, la dimensión reducida del parque 

público en España, la heterogeneidad territorial 

y la dependencia de los ciclos presupuestarios 

reduce su capacidad de actuación como agente 

contracíclico en el mercado de la vivienda.

	◾ Las entidades privadas sin ánimo de lucro 
generan un impacto social intensivo y de alta 

calidad, focalizado en la atención personalizada 

y la gestión social del alquiler. Aunque su 

contribución cuantitativa al mercado es limitada, 

desempeñan un papel clave en la prevención de 

la exclusión residencial y en la innovación social.

	◾ Las entidades privadas de lucro limitado 
contribuyen a ampliar la oferta y profesionalizar 

la gestión del alquiler asequible, mejorando 

la eficiencia y la calidad del parque. Su 

impacto macroeconómico es significativo 

en términos de expansión de oferta, 

aunque requiere regulación para evitar 

desalineaciones con los objetivos sociales.

En conjunto, todas las entidades aportan valor al 

sistema y su contribución combinada es esencial para 

articular un ecosistema robusto de vivienda asequible, 

donde la colaboración público-privada-social y la 

regulación adecuada resultan determinantes.

Tabla 1. Funciones y modelo de gestión de las entidades de provisión y gestión de vivienda social en España. Comparativa por 
tipología de entidad

DIMENSIÓN
ENTIDADES PÚBLICAS DE GESTIÓN 
DE VIVIENDA SOCIAL (EPGVS)

ENTIDADES PRIVADAS  
SIN ÁNIMO DE LUCRO

ENTIDADES PRIVADAS  
DE LUCRO LIMITADO

Misión, propósito  
y objetivos

Garantizar el derecho a la vivienda 
como servicio público; asegurar 
parque protegido; reducir 
desigualdades territoriales.

Facilitar vivienda a población 
vulnerable; promover 
inclusión residencial y 
acompañamiento social.

Aumentar oferta de alquiler 
asequible mediante inversión; 
garantizar rentabilidad 
moderada y gestión profesional.

Estructura jurídica 
y gobernanza

Organismos públicos y empresas 
municipales; gobernanza 
político-administrativa con 
alta regulación y control.

Fundaciones, asociaciones 
o cooperativas; gobernanza 
participativa y flexible; 
orientación comunitaria.

Empresas, fondos o 
sociedades patrimoniales; 
consejos de administración; 
gobernanza empresarial 
orientada a eficiencia.

Modelo económico 
y financiación

Presupuestos públicos, Plan Estatal 
de Vivienda, fondos europeos, 
ingresos por alquiler social.

Combinación de subvenciones 
públicas, donaciones privadas, 
cesiones, inversión de impacto 
y alquileres sociales.

Capital privado, financiación 
bancaria, fondos institucionales, 
SOCIMIs; ingresos por alquiler 
regulado y plusvalías.

Escala y propiedad 
de las viviendas

Parque público ~318.000 viviendas 
(1,72% del total); titularidad 
principalmente pública.

Escala pequeña-media; 
viviendas mayoritariamente 
cedidas (públicas o privadas) 
y algunas propias.

Escala elevada en proyectos 
build-to-rent o concesiones; 
titularidad privada o mixta 
(suelo público + concesión).

Impacto social y en  
el mercado

Alto impacto social directo; estabiliza 
precios localmente; impacto 
limitado por escasa escala global.

Impacto social muy alto por 
acompañamiento; efecto 
marginal en el mercado, pero 
estratégico en innovación social.

Incremento de oferta asequible; 
profesionalización; riesgo 
de desalineación si no hay 
regulación; fuerte impacto 
en elasticidad de la oferta.

Fuente: Elaboración propia.
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3.4.	 Análisis comparativo a 
nivel internacional

Dada la complejidad que presenta el reto de la vivienda 

social en España, conviene revisar cómo se está 

abordando esta problemática en otros países europeos 

a fin de identificar ejemplos de buenas prácticas que 

han resultado efectivas para evaluar su aplicabilidad en 

nuestro contexto.

En este sentido, cabe destacar específicamente la 

figura de las HAs, también denominadas entidades de 

vivienda social o asociaciones de vivienda sin ánimo de 

lucro o con lucro limitado. De acuerdo con lo indicado 

anteriormente, se trata de organizaciones autónomas, 

generalmente de carácter privado y en ocasiones 

público-privado, cuya misión principal es proporcionar, 

gestionar y mantener la vivienda asequible en beneficio 

del interés general. 

Estas entidades actúan en el ámbito de la economía 

social o del interés público, combinando finalidad 

social, sostenibilidad económica y profesionalización 

en la gestión. 

En relación con lo anterior, las HAs operan 

principalmente en el Reino Unido, donde representan 

más del 50% del parque de vivienda social15. No 

obstante, existen modelos similares que se aplican en 

gran parte de los países europeos con mayores tasas 

de vivienda social (por ejemplo, las Woningcorporaties 

neerlandesas o las Limited-Profit Housing Associations 

austriacas), constituyendo uno de los pilares más 

consolidados del modelo europeo de provisión de 

vivienda social.

15   Department for Levelling Up, Housing & Communities. (2023). 
English Housing Survey 2021 to 2022: social rented sector. https://www.
gov.uk/government/statistics/english-housing-survey-2021-to-2022-
social-rented-sector/english-housing-survey-2021-to-2022-social-
rented-sector.

Tabla 2. Países europeos que operan mediante HAs (o figuras análogas) y tasa de vivienda social

PAÍS
MODELO  
PREDOMINANTE

NATURALEZA JURÍDICA / 
INSTITUCIONAL

% DE VIVIENDA SOCIAL 
SOBRE EL PARQUE TOTAL

RASGOS CLAVE  
DEL MODELO

Países Bajos Woningcorporaties Entidades privadas sin 
ánimo de lucro reguladas 
por ley; reinvierten 
beneficios y operan bajo 
supervisión estatal

≈34% Sistema más consolidado 
de Europa; alta escala, 
autofinanciación y control 
público del alquiler.

Austria Limited-Profit 
Housing Associations 
(GBVs)

Cooperativas o sociedades 
privadas sin ánimo de 
lucro; su rentabilidad está 
legalmente limitada (<3,5 %)

≈24% Fuerte cooperación público-
privada, alta sostenibilidad 
financiera y precios regulados.

Dinamarca Almene boliger Cooperativas no lucrativas 
financiadas con fondos 
públicos y préstamos 
hipotecarios garantizados

≈21% Modelo de autogestión 
y control democrático; 
énfasis en cohesión social 
y mantenimiento de 
comunidades mixtas.

Reino Unido Housing Associations 
+ Local Authorities

Entidades privadas sin 
ánimo de lucro (HAs) 
y departamentos o 
entidades públicas creadas 
por Local Authorities, 
todas ellas registradas y 
reguladas por el Regulator 
of Social Housing

≈16% Elevado volumen de parque 
gestionado; creciente 
papel del capital privado 
bajo límites regulatorios.

https://www.gov.uk/government/statistics/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector
https://www.gov.uk/government/statistics/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector
https://www.gov.uk/government/statistics/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector
https://www.gov.uk/government/statistics/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector/english-housing-survey-2021-to-2022-social-rented-sector
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PAÍS
MODELO  
PREDOMINANTE

NATURALEZA JURÍDICA / 
INSTITUCIONAL

% DE VIVIENDA SOCIAL 
SOBRE EL PARQUE TOTAL

RASGOS CLAVE  
DEL MODELO

Francia Organismes 
d’Habitation à Loyer 
Modéré (HLM)

Organismos públicos o 
privados sin ánimo de 
lucro con control estatal

≈14% Sistema mixto con fuerte apoyo 
público y orientación a hogares 
con rentas bajas y medias.

Irlanda Approved Housing 
Bodies (AHBs)

Entidades privadas 
sin ánimo de lucro 
acreditadas por el Estado; 
gestionan vivienda social 
y de coste regulado

≈13% Funcionan igual que las HAs 
británicas: captan financiación 
pública y privada, gestionan 
alquiler asequible y vivienda 
de inclusión social.

Finlandia ARA-approved 
housing providers

Fundaciones, municipios y 
cooperativas supervisadas 
por la agencia pública ARA

≈11% Modelo descentralizado, 
prioriza la rehabilitación 
y la vivienda asequible 
en zonas urbanas.

Fuente: Elaboración propia mediante datos de la OCDE - OECD Social Renting Housing Stock - Figure PH4.2.1 Relative size of the 
social rental housing stock - Number of social rental dwellings as a share of the total number of dwellings, 2022 or latest year available. 
https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/data/datasets/affordable-housing-database/ph4-2-social-rental-housing-stock.
pdf

A pesar de la diversidad institucional y normativa que 

caracteriza a los distintos países europeos, los modelos 

de gestión de vivienda social —ya sea bajo el régimen 

de HAs o entidades análogas— presentan un conjunto 

de rasgos estructurales comunes que explican su 

eficacia y sostenibilidad a largo plazo.

	◾ En primer lugar, todas estas entidades comparten 

una misión social explícita, orientada a garantizar 
el acceso a una vivienda digna para los hogares con 
ingresos bajos o medios. Este objetivo se combina 

con un enfoque de gestión profesionalizado y 
financieramente sostenible, que las diferencia de 

los modelos públicos puramente asistenciales.

	◾ En segundo lugar, su estructura jurídica y de 
gobernanza tiende a adoptar formas híbridas: 
entidades privadas con fines sociales, fundaciones 

o sociedades sin ánimo de lucro, pero sujetas a 

una regulación pública estricta. En todos los casos, 

los poderes públicos mantienen mecanismos 

de supervisión o control que garantizan la 

asignación adecuada de recursos y la coherencia 

con las políticas nacionales de vivienda.

	◾ Un tercer rasgo común es la diversificación de 
sus fuentes de financiación. Estas organizaciones 

combinan subvenciones o préstamos públicos 

con financiación privada —principalmente créditos 

bancarios y, en el caso de las HAs de mayor tamaño, 

emisiones de bonos en mercados de capitales—, 

lo que les permite mantener un ritmo sostenido 

de producción y rehabilitación de vivienda social 

sin depender exclusivamente del presupuesto 

público. El acceso a esta financiación privada 

suele apoyarse en la existencia de un parque 

de viviendas ya consolidado y en los ingresos 

recurrentes derivados de los alquileres, que actúan 

como garantía para los prestamistas, lo que 

exige una gestión prudente del endeudamiento 

y del riesgo asociado a nuevas promociones.

	◾ Asimismo, la escala operativa y la capacidad 
de gestión patrimonial constituyen un factor 

clave de su éxito. Tanto las HAs británicas como 

las Woningcorporaties neerlandesas gestionan 

parques de vivienda de gran tamaño (en muchos 

casos superiores a las 10.000 unidades), lo que 

les permite aprovechar las economías de escala, 

profesionalizar los servicios de mantenimiento y 

reinvertir los excedentes en nuevos desarrollos.

	◾ Adicionalmente, la rendición de cuentas se 

ha consolidado como elemento central de su 

funcionamiento. Estas entidades están sujetas a 

auditorías externas, controles públicos y estándares 

de transparencia que garantizan la eficiencia 

económica y la orientación social de su actividad. 

https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/data/datasets/affordable-housing-database/ph4-2-social-rental-housing-stock.pdf
https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/data/datasets/affordable-housing-database/ph4-2-social-rental-housing-stock.pdf
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	◾ Finalmente, la medición del impacto social 
está ganando importancia en los últimos años, 

de tal manera que muchas de estas entidades 

incorporan métricas de impacto social —como 

estabilidad residencial, integración comunitaria 

o ahorro público derivado de la reducción 

de la exclusión habitacional—, alineándose 

así con los principios de la inversión de 

impacto y de la economía social europea.

En el contexto español, todavía no existe una figura 

plenamente equiparable a las HAs europeas, aunque 

sí diversas entidades que cumplen funciones 

parcialmente análogas. En este sentido, según 

lo mencionado anteriormente, en la actualidad 

el ecosistema nacional está compuesto por una 

combinación de EPGVS, organizaciones del tercer 

sector sin ánimo de lucro y, más recientemente, 

iniciativas privadas de lucro limitado o regulado, 

entre ellas fondos de inversión social o promotoras 

que operan bajo fórmulas de colaboración público-

privada (build to rent y multipartner to rent asequible, 

concesiones de suelo o derechos de superficie). 

Estas entidades contribuyen a ampliar el parque de 

vivienda asequible y a profesionalizar su gestión, 

aunque lo hacen dentro de un marco institucional 

todavía fragmentado y sin un régimen jurídico estable 

que reconozca su especificidad como operadores de 

vivienda social.

En contraste, los modelos consolidados en países 

como el Reino Unido, los Países Bajos o los países 

nórdicos presentan mayor madurez institucional y 
estabilidad regulatoria. En ellos, las HAs se configuran 

como entidades privadas de finalidad social, sujetas 

a supervisión pública, pero con autonomía financiera 

y capacidad de reinversión de los excedentes en 

nuevos proyectos. Este equilibrio entre misión social 

y sostenibilidad económica —reforzado por marcos 

fiscales estables, acceso preferente a crédito público y 

un sistema de evaluación de impacto transparente— ha 

permitido consolidar un parque de vivienda social más 

amplio, diversificado y resiliente.

España, por lo tanto, se encuentra en una fase de 

transición hacia un modelo mixto, en el que la 
colaboración público-privada y la participación 
del tercer sector resultan esenciales para aumentar 

la oferta de vivienda asequible. En este sentido, la 

Estrategia Nacional “España 2050” apuntaba ya en 

2021 que «para favorecer la salud y sostenibilidad 

urbana, habrá que [...] facilitar el acceso a la vivienda 

mediante una apuesta decidida por la vivienda 

assequible» y mencionaba la figura de las HAs como 

elemento clave para esta transformación. No obstante, 

alcanzar un nivel de eficacia similar al de los referentes 

europeos exigirá dotar de seguridad jurídica, escala 

operativa y mecanismos de financiación estables 

a las entidades que hoy operan en el ámbito de la 

vivienda social, permitiendo así su consolidación como 

verdaderas HAs españolas.
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4.	 Elementos clave del 
modelo operativo 
de las HAs 

De acuerdo con la información aportada en el capítulo 

anterior, las HAs son entidades híbridas porque 

combinan una misión social orientada al bienestar 

de los residentes y la creación de valor comunitario 

con mecanismos de gestión, financiación y control 

propios del mercado. Esta hibridación permite que el 

modelo sea sostenible, expansivo y eficaz, integrando 

disciplina financiera y ambición social.

A continuación, analizaremos en detalle el modelo de 
negocio de las HAs, que describe qué hace la entidad 

y cómo crea valor social —desde la adquisición de 

suelo y la promoción de vivienda hasta la prestación 

de servicios a los residentes—, así como los tres 

pilares que estructuran el funcionamiento de las 

HAs: el modelo económico-financiero, el modelo de 
impacto social y el modelo de gobernanza, que en 

conjunto permiten asegurar la solvencia, la calidad del 

servicio y la contribución social de la organización a 

largo plazo. 

Para llevar a cabo este análisis tomaremos como 

referencia el modelo de las HAs inglesas y los 

estándares económicos y de consumo del Regulator 

of Social Housing (en adelante, RSH)16 que constituyen 

uno de los marcos más avanzados y consolidados de 

provisión y gestión de vivienda social en Europa. Este 

marco, reforzado por el Social Housing Regulation Act 

2023, ofrece una base sólida para identificar prácticas, 

estructuras y aprendizajes relevantes para el contexto 

español.

Posteriormente, definiremos cuales son los 

factores clave que componen cada una de las tres 

dimensiones mencionadas anteriormente (modelo 

económico-financiero, modelo de impacto social y 

modelo de gobernanza). Para ello, nos basaremos 

en el modelo de inspección del RSH de aplicación 

16   Disponibles en: https://www.gov.uk/government/collections/
regulatory-standards-for-landlords.

en el Reino Unido17 y en los parámetros utilizados en 

el Certificado de Buena Gestión de Vivienda Social 

(en adelante, CVS) de aplicación en España18, cuyo 

propósito es evaluar y acreditar la calidad y eficiencia 

en la gestión del parque de vivienda social y la 

atención a los beneficiarios19. 

4.1.	 Análisis del modelo de negocio

El modelo de negocio de las HAs describe cómo estas 

entidades crean y aportan valor social a través de la 

provisión, construcción y gestión de vivienda asequible. 

Este modelo integra las actividades centrales que 

permiten que la vivienda social funcione como un 

servicio de interés público: desde la promoción de 

nuevos desarrollos y la gestión del parque existente 

hasta la atención a los residentes, la intervención 

comunitaria y la prevención de riesgos. La lógica del 

modelo de negocio es operativa y está orientada a 

la experiencia del inquilino, la calidad del servicio y 

la estabilidad residencial, combinando la gestión del 

activo inmobiliario con acciones que fortalecen la 

cohesión y el bienestar comunitario.

En relación con lo anterior, el modelo de negocio de 

una HA consiste en adquirir suelo, promover, construir 
y gestionar viviendas asequibles destinadas a 

hogares que no pueden acceder al mercado privado, 

ofreciendo servicios de apoyo y una gestión centrada 

en la experiencia del inquilino. Este modelo combina 

operaciones de desarrollo (promoción y construcción), 

operaciones de alquiler, gestión del parque residencial, 

17   El modelo de inspección del RSH aplica tanto a las HAs como a las 
Local Authorities, que son principalmente ayuntamientos. Más informa-
ción en: https://hqnetwork.co.uk/wp-content/uploads/2024/03/240312-
The-new-framework-for-housing-inspection-Roger-Jarman.pdf.  
En el Anexo 1 se incluye el esquema del modelo de inspección del RSH.
18   La certificación CVS va dirigida a entidades de naturaleza pú-
blica, mixta o privada que, con o sin ánimo de lucro, e indepen-
dientemente de su forma jurídica y dimensión, gestionen viviendas 
consideradas como sociales. Más información en: 
https://housing.urv.cat/es/cvs/.
19   Este estudio no propone un sistema propio de indicadores clave 
de desempeño. No obstante, cabe mencionar el marco voluntario 
de reporting en sostenibilidad para el sector de la vivienda social del 
Reino Unido, conocido como Sustainability Reporting Standard (SRS), 
que establece criterios y métricas sobre gobernanza, impacto social 
y desempeño ambiental. Más información: 
https://sustainabilityforhousing.org.uk/.

https://www.gov.uk/government/collections/regulatory-standards-for-landlords
https://www.gov.uk/government/collections/regulatory-standards-for-landlords
https://hqnetwork.co.uk/wp-content/uploads/2024/03/240312-The-new-framework-for-housing-inspection-Roger-Jarman.pdf
https://hqnetwork.co.uk/wp-content/uploads/2024/03/240312-The-new-framework-for-housing-inspection-Roger-Jarman.pdf
https://housing.urv.cat/es/cvs/
https://sustainabilityforhousing.org.uk/
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servicios destinados a los residentes y colaboración 

comunitaria, estructurados para generar estabilidad 

residencial y fortalecer comunidades, mientras se asegura 

la eficiencia operativa y el cumplimiento regulatorio.

Tabla 3. Principales características del modelo de negocio de las HAs

ACTIVIDADES CLAVE PROPUESTA DE VALOR SEGMENTOS DE USUARIOS

	◾ Promoción y construcción de vivienda 
social y asequible (adquisición de suelo, 
desarrollo, obras, regeneración urbana)

	◾ Adjudicación de viviendas 
y gestión de contratos

	◾ Mantenimiento y rehabilitación 
del parque residencial

	◾ Atención al inquilino y 
servicios de apoyo

	◾ Gestión comunitaria y mediación

	◾ Prevención de riesgos (morosidad, 
deterioro de las viviendas, 
conflictos vecinales)

	◾ Vivienda segura, asequible y estable

	◾ Apoyo social y comunitario

	◾ Expansión del parque residencial 
mediante promoción para responder 
a la necesidad creciente de vivienda

	◾ Hogares con ingresos bajos/medios

	◾ Grupos vulnerables

	◾ Familias en riesgo

	◾ Personas mayores

	◾ Jóvenes

	◾ Colectivos con necesidades 
específicas (p. ej. personas 
con discapacidad)

RECURSOS CLAVE IMPACTO BUSCADO CANALES DE RELACIÓN CON INQUILINOS

	◾ Parque de viviendas existente 
y en desarrollo

	◾ Equipos de gestión y de 
trabajo comunitario

	◾ Plataformas digitales de servicio

	◾ Alianzas con autoridades 
locales y servicios sociales

	◾ Capacidad de desarrollo y financiación 
para nuevas promociones

	◾ Estabilidad residencial

	◾ Inclusión

	◾ Bienestar

	◾ Cohesión comunitaria

	◾ Ampliación del parque de 
vivienda asequible para responder 
a la demanda social

Atención multicanal: modelo híbrido que 
combina atención personal (presencial 
o telefónica), autoservicio digital (para 
gestiones rutinarias) y presencia territorial 
(equipos que trabajan en el barrio, 
desarrollando una relación continua, 
preventiva y basada en el conocimiento 
del territorio) para ofrecer un servicio 
cercano, preventivo y adaptado a las 
necesidades de cada comunidad.

Fuente: Elaboración propia. 

Si bien el modelo de negocio explica qué hace una 

HA y cómo articula sus actividades para generar valor 

social, comprender su funcionamiento completo 

requiere un análisis detallado de tres dimensiones: 

el modelo económico-financiero, que determina 

los mecanismos de financiación, inversión y gestión 

de riesgos; el modelo de impacto social, que 

define los resultados esperados sobre las personas 

y comunidades; y el modelo de gobernanza, que 

regula la toma de decisiones, la transparencia y el 

cumplimiento normativo. La combinación de estas 

tres dimensiones permite que el modelo de negocio 

sea viable, escalable y coherente con la misión social 

de la entidad.
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4.2.	 Análisis del modelo 
económico-financiero

4.2.1.	 Caracterización del modelo 
económico-financiero de 
las entidades de provisión y 
gestión de vivienda social

En el Reino Unido, el modelo económico-financiero 

de una HA se basa en la reinversión de los ingresos 

generados por los alquileres sociales y asequibles, 

complementados por financiación pública y 

por financiación externa en forma de deuda, 

principalmente préstamos bancarios y, en las 

entidades de mayor tamaño, emisión de bonos en los 

mercados de capitales. 

Su lógica es la de un modelo sin ánimo de lucro 
orientado a la estabilidad financiera, en el que los 

excedentes no se distribuyen, sino que se reinvierten 

íntegramente en el parque, los servicios y el desarrollo 

de nueva vivienda social y asequible. El objetivo 

económico no es maximizar beneficio, sino garantizar 
sostenibilidad, solvencia y capacidad de expansión 
del parque de vivienda social a lo largo del tiempo.

a.	 Modelo económico

Principales fuentes de ingresos

	◾ Alquileres de vivienda social (generalmente por 

debajo del 50% de la renta del mercado local) y 

vivienda asequible (hasta un máximo del 80% de 

la renta del mercado local) – suponen el 70-80% 

de los ingresos totales en la mayoría de las HAs). 

	◾ Ingresos por propiedad compartida (shared 

ownership): Combina ingresos por venta parcial de 

la vivienda con rentas sobre la parte no adquirida, 

generando un flujo mixto que proporciona liquidez y 

estabilidad. El comprador tiene la opción de adquirir 

de forma progresiva porcentajes adicionales de la 

vivienda; este proceso se conoce como staircasing.

	◾ Ingresos por servicios de vivienda con apoyo 
(supported housing / care services): Algunas HAs 

son contratadas por las autoridades locales 

para la provisión de servicios especializados 

para colectivos vulnerables, como personas 

con discapacidades físicas o de aprendizaje, 

problemas de salud mental, personas sin hogar 

o jóvenes que salen del sistema de cuidado.

Otros ingresos complementarios

	◾ Alquiler comercial accesorio: Algunas HAs 

obtienen ingresos complementarios mediante 

alquileres de locales comerciales, aparcamientos 

o viviendas en mercado libre, generalmente a 

escala limitada. Aunque su peso económico 

suele ser reducido, contribuyen a diversificar 

ingresos y pueden servir como mecanismo 

adicional de financiación cruzada.

	◾ Ventas en mercado abierto: Las HAs con una 

actividad promotora más desarrollada comercializan 

parte de su producción en el mercado libre, 

generando beneficios que se reinvierten en vivienda 

social. Sin embargo, esta fuente está sujeta a mayor 

volatilidad y riesgo cíclico, por lo que su uso es 

cuidadosamente supervisado por el regulador.

Destino de los fondos

	◾ Mantenimiento y renovación del parque existente.

	◾ Servicios de gestión, intervención 

comunitaria y acompañamiento.

	◾ Nuevas promociones de vivienda social y asequible. 

b.	 Modelo financiero

Financiación propia

	◾ Reinversión de beneficios: Las HAs operan 

bajo un modelo de reinversión sin ánimo de 

lucro (not-for-profit reinvestment model). Por 

lo tanto, no distribuyen beneficios, sino que 

reinvierten íntegramente sus excedentes en 

activos y servicios vinculados a la vivienda 

social. Este principio refuerza su solvencia 

financiera, su reputación crediticia y su 

capacidad de endeudamiento, asegurando la 

sostenibilidad del modelo en el largo plazo. 

	◾ Mecanismo de financiación cruzada (cross-
subsidy): Muchas HAs utilizan ingresos generados 

por actividades parcialmente comerciales 

—como ventas en mercado abierto, alquiler 
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comercial o determinados productos de shared 

ownership— para financiar nueva vivienda 

social. Este mecanismo complementa las 

subvenciones públicas y se ha convertido en 

una pieza central para sostener la oferta de 

vivienda asequible en un contexto de necesidades 

crecientes y recursos públicos limitados. 

A diferencia del contexto español, el marco 

regulatorio inglés permite a las HAs combinar de 

forma más amplia actividades de alquiler social, 

alquiler asequible y actividades comerciales 

orientadas al mercado, utilizando estos últimos 

ingresos como mecanismo de diversificación y 

financiación cruzada. En España, esta combinación 

suele articularse mediante la separación jurídica 

de actividades. Un ejemplo de ello es el grupo 

inmobiliario Salas, que canaliza la promoción 

de vivienda protegida a través de la Fundació 

Salas, mientras que la promoción y gestión 

de alquiler a precios de mercado se desarrolla 

desde la sociedad mercantil del grupo.

	◾ Donaciones privadas: Aunque no constituyen 

una fuente central de financiación del parque 

de vivienda, algunas HAs reciben donaciones 

de fundaciones filantrópicas, trusts o entidades 

privadas, generalmente destinadas a programas 

sociales, proyectos comunitarios, innovación 

o apoyo a colectivos específicos. Estas 

aportaciones tienen un carácter complementario 

y no recurrente, y contribuyen a reforzar el 

impacto social de la actividad sin alterar la lógica 

principal de sostenibilidad financiera basada 

en alquileres y financiación estructurada.

Financiación externa

	◾ Préstamos bancarios y emisión de bonos (deuda 
corporativa): Las HAs acceden a financiación a 

largo plazo gracias a la estabilidad de sus ingresos 

y a la regulación del RSH, que aporta confianza a 

inversores y entidades financieras. En el contexto 

español, las entidades privadas sin ánimo de lucro 

dedicadas a la vivienda social no acceden, en la 

práctica, a la emisión de bonos en los mercados 

de capitales. Su financiación externa se articula 

principalmente mediante préstamos bancarios, 

financiación pública o mecanismos de financiación 

de carácter cuasi-público, como líneas de crédito 

canalizadas por entidades públicas, avales, 

subvenciones de capital o cesiones de suelo. 

Según lo comentado anteriormente, la emisión 

de deuda corporativa en mercados de capitales 

está asociada fundamentalmente a sociedades 

mercantiles con capacidad suficiente de escala, 

estructura financiera y calificación crediticia. 

Esta capacidad para emitir deuda —avalada 

por la regulación del RSH y por calificaciones 

crediticias elevadas— permite a las HAs 

inglesas de mayor envergadura financiar la 

construcción de nuevas viviendas, acometer 

grandes programas de mantenimiento y 

sostener ciclos de inversión a largo plazo.

	◾ Subvenciones de capital procedentes del 

Estado, gobiernos locales o programas como el 

Affordable Homes Programme: Constituyen un 

componente relevante del modelo de financiación 

de muchas HAs inglesas, especialmente en el 

desarrollo de nuevas promociones de vivienda 

social o asequible. Estas ayudas públicas reducen 

la necesidad de endeudamiento y permiten 

viabilizar promociones que no serían financiables 

exclusivamente con ingresos por alquiler. 

En el caso del Affordable Homes Programme 

las subvenciones pueden alcanzar importes 

significativos, en algunos casos superiores a 

50.000 – 60.000 £ por vivienda, dependiendo 

del tipo de vivienda y de la localización.

Estas subvenciones se conceden bajo 

condiciones estrictas: las viviendas financiadas 

deben destinarse a alquiler social o asequible 

durante largos periodos y, en caso de venta 

o cambio de uso, la entidad debe reintegrar 

total o parcialmente la ayuda recibida. De este 

modo, las subvenciones de capital actúan como 

instrumento de política pública para asegurar la 

asequibilidad a largo plazo del parque financiado.

	◾ Inversores de impacto: En los últimos años, 

algunas HAs han incorporado financiación 

procedente de inversores de impacto y entidades 

financieras con mandato social o ESG. Esta 

financiación se articula principalmente a través 

de instrumentos de deuda alineados con 



32

Elementos clave del modelo operativo de las HAs 

objetivos sociales —como préstamos vinculados 

a indicadores de impacto o bonos sociales— y 

permite atraer capital privado comprometido con 

la expansión de la vivienda asequible, manteniendo 

el modelo sin ánimo de lucro y la reinversión de 

excedentes. Su desarrollo ha sido favorecido por 

la solidez regulatoria del sector y por la creciente 

demanda de activos con impacto social medible.

Gestión del riesgo y viabilidad financiera 
(requerimientos del RSH)

El modelo de las HAs incorpora una disciplina rigurosa 

de gestión del riesgo supervisada por el RSH. Las HAs 

deben realizar pruebas de estrés severas, demostrar 

resiliencia ante escenarios económicos adversos, 

mantener niveles adecuados de liquidez y capacidad 

de endeudamiento, y proteger sus activos sociales 

mediante registros detallados de activos y pasivos. 

Esta gobernanza financiera robusta es esencial 

para sostener el acceso a la deuda y garantizar la 

estabilidad del modelo a largo plazo.

4.2.2.	 Factores clave del modelo 
económico-financiero 

Tanto el marco del RSH como el de la CVS coinciden en 

que la solidez económica de una entidad de vivienda 

social depende de su capacidad para generar ingresos 

estables, gestionar de manera prudente sus costes y 

asegurar una estructura financiera sostenible a largo 

plazo. Ambos modelos destacan la importancia de la 

solvencia, la liquidez y la diversificación de fuentes de 

financiación, así como la necesidad de garantizar que 

los flujos de caja cubren los costes operativos y las 

obligaciones de deuda. Asimismo, comparten un énfasis 

claro en la transparencia financiera, el seguimiento 

riguroso del rendimiento económico y la existencia de 

mecanismos que permiten anticipar riesgos y adaptar 

la estrategia a cambios en el entorno. La convergencia 

entre ambos marcos revela una visión común: la 
sostenibilidad del modelo depende de una gestión 
económica profesionalizada y prudente, capaz de 
asegurar estabilidad financiera y de sostener, a largo 
plazo, la inversión necesaria para cumplir la misión 
social de la entidad.

Tabla 4. Factores clave del modelo económico-financiero de las entidades de provisión y gestión de vivienda social 

FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

MODELO ECONÓMICO

Gestión de  
costes y eficiencia 
económica

La entidad debe tener capacidad de 
controlar adecuadamente sus costes 
y de optimizar sus recursos.

	◾ Coste por vivienda gestionada

	◾ Existencia de políticas de eficiencia

	◾ Ahorros obtenidos o reducción de costes evitables

Ingresos operativos El ingreso por alquileres de vivienda es 
la base del modelo económico. Debe 
ser estable y cubrir gastos operativos, 
intereses y gastos de mantenimiento.

	◾ Porcentaje de ingresos procedentes 
de alquileres sociales/asequibles

	◾ Estabilidad de ingresos frente a 
morosidad y vacantes 

	◾ Diversificación de la cartera de servicios

	◾ Capacidad para cubrir gastos 
operativos y financieros

Capacidad de ampliación 
y consolidación 
del parque

La entidad debe contar con capacidad 
para ampliar y consolidar su parque de 
vivienda. Esta capacidad requiere solidez 
financiera y organizativa, así como la 
integración del crecimiento en el modelo 
social y de gestión de la entidad.

	◾ Estrategia explícita de crecimiento 
o consolidación del parque

	◾ Capacidad de captación de nuevas viviendas 
(cesiones, compra, convenios, promociones)

	◾ Alianzas con administraciones públicas

	◾ Capacidad financiera y organizativa 
para asumir nuevas viviendas

	◾ Integración del crecimiento con el 
modelo social y de gestión
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FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

MODELO FINANCIERO

Solvencia y  
fortaleza financiera

La entidad debe contar con 
capacidad financiera suficiente 
y estabilidad a largo plazo.

	◾ Ratio de liquidez

	◾ Nivel de endeudamiento

	◾ Existencia de capital propio y reservas suficientes

	◾ Capacidad de generar superávit 
operativo recurrente

Gestión de  
deuda y liquidez

La entidad debe tener capacidad de 
acceder a financiación externa y de 
gestionarla de forma sostenible.

	◾ Diversificación de fuentes de financiación

	◾ Cumplimiento de covenants 

	◾ Acceso a liquidez inmediata y potencial

	◾ Evaluación de riesgos asociados 
a la estructura de deuda

Planificación financiera La planificación financiera rigurosa 
es imprescindible para sostener 
el parque de vivienda social.

	◾ Existencia de un plan financiero plurianual

	◾ Pruebas de estrés y escenarios adversos

	◾ Alineación entre estrategia y planificación financiera

	◾ Evaluación del impacto financiero 
de inversiones y riesgos

Gestión de morosidad y 
prevención  
de impagos 
 

La entidad debe gestionar y reducir 
los impagos mediante sistemas de 
seguimiento y actuación temprana.

	◾ Tasa de morosidad (30/60/90 días)

	◾ Sistemas de alerta temprana y 
segmentación del riesgo de impago

	◾ Porcentaje de deuda recuperada y 
provisiones por incobrables

	◾ Protocolos de intervención escalonada 
(económica y social)

	◾ Coordinación con servicios sociales 
en casos de vulnerabilidad

	◾ Porcentaje de casos resueltos sin desahucio

Fuente: Elaboración propia.

resultados en bienestar, inclusión social, seguridad y 

desarrollo de comunidades sostenibles.

Para el análisis del modelo de impacto social de las 

HAs, tomaremos como referencia la teoría del cambio, 

un marco conceptual que describe cómo y por qué 

una intervención produce un conjunto de resultados 

intermedios y finales, definiendo la relación entre: 

las actividades o acciones que realiza la entidad que 

producen efectos directos sobre las personas, hogares 

o comunidades, los recursos (inputs) necesarios para 

llevaras a cabo, los impactos (outcomes) o cambios que 

se generan, así como los mecanismos que explican el 

proceso causal entre las actividades desarrolladas y los 

impactos generados.

4.3.	 Análisis del modelo 
de impacto social

4.3.1.	 Caracterización del modelo de 
impacto social de las entidades de 
provisión y gestión de vivienda social

El modelo de impacto social de una HA se centra en 

generar estabilidad residencial, mejorar la calidad 
de vida de los inquilinos, fortalecer la cohesión 
comunitaria y prevenir situaciones de vulnerabilidad. 

Este modelo combina provisión de vivienda asequible, 

servicios de apoyo personalizados, gestión comunitaria 

y colaboración interinstitucional para producir 
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Recursos (inputs)

	◾ Parque de vivienda disponible

	◾ Equipos profesionales (sociales, de 

gestión, de mantenimiento, etc.)

	◾ Alianzas con servicios sociales y administraciones

	◾ Financiación pública y privada

	◾ Herramientas de gestión territorial y digital

Actividades 

	◾ Facilitar el acceso a vivienda asequible y 
estable mediante procesos de adjudicación 

y acompañamiento inicial.

	◾ Acompañamiento social continuado para abordar 

situaciones de vulnerabilidad, fortalecer la autonomía 

y conectar con recursos sociales y laborales.

	◾ Atención al inquilino para resolver incidencias, 

ofrecer apoyo en la gestión del hogar y prevenir 

situaciones de riesgo (pérdida de la vivienda).

	◾ Gestión comunitaria y mediación para 

favorecer la convivencia, el vínculo 

vecinal y la cohesión comunitaria.

	◾ Gestión preventiva de riesgos (impago, deterioro de 

la vivienda, conflictos vecinales), actuando de manera 

temprana y coordinada con servicios sociales.

	◾ Mantenimiento y mejora de la habitabilidad 

para asegurar condiciones de vida dignas y 

adecuadas a las necesidades de los hogares.

Mecanismos

	◾ Gestión basada en el territorio (place-based 
management): La presencia territorial estable —

equipos locales de gestión, agentes comunitarios, 

oficinas de barrio— permite a las HAs conocer de 

primera mano las dinámicas del entorno, intervenir de 

manera cercana y construir relaciones de confianza.

	◾ Segmentación de perfiles de inquilinos: Las 

HAs adaptan sus servicios según las necesidades 

de distintos grupos (jóvenes, mayores, familias 

monoparentales, personas vulnerables), lo que 

mejora la eficacia y la orientación de los recursos.

	◾ Intervención temprana: Detectar problemas en 

fases iniciales (impagos incipientes, conflictos 

emergentes, riesgo psicosocial) permite actuar 

con rapidez, evitando que se generen crisis que 

pongan en riesgo la vivienda o la convivencia.

	◾ Integración de datos para toma de decisiones: 

El uso sistemático de información —sobre 

mantenimiento, morosidad, reclamaciones, 

riesgos o bienestar comunitario— permite diseñar 

intervenciones más precisas, priorizar recursos 

y evaluar el impacto de manera continua.

Impactos (outcomes)

	◾ Estabilidad residencial y reducción de la 
inseguridad habitacional: Contar con una vivienda 

segura y asequible permite a los hogares evitar 

situaciones de rotación forzada, alojamiento 

inadecuado o riesgo de sinhogarismo, generando 

continuidad vital y estabilidad comunitaria.

	◾ Mejora del bienestar físico, emocional y social: 
La vivienda de calidad, junto con servicios de 

apoyo y acompañamiento, contribuye a mejorar 

la salud general, la sensación de seguridad 

y la integración social de los residentes.

	◾ Reducción de la morosidad y de los desahucios: 

Las HAs actúan preventivamente mediante apoyo 

financiero, intervención temprana y conexión con 

ayudas públicas, protegiendo tanto a los residentes 

como la viabilidad financiera del arrendador. 

	◾ Aumento de la convivencia positiva y cohesión 
vecinal: El trabajo comunitario, la mediación 

y la presencia territorial favorecen relaciones 

vecinales más constructivas, reducen conflictos 

y fortalecen el sentido de pertenencia.

	◾ Mayor autonomía económica y laboral: Los 

programas de empleo, orientación financiera y 

apoyo psicosocial permiten a las personas mejorar 

su situación económica, reducir su dependencia 

y avanzar hacia una mayor autonomía.

	◾ Cohesión social: Las personas que ven cubiertas 

sus necesidades de acceso a la vivienda tienen 

un mayor sentimiento de pertenencia, confianza 

e inclusión, que refuerza la cohesión social. 
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4.3.2.	 Factores clave del modelo 
de impacto social 

Los marcos del RSH y de la CVS coinciden en 

entender el impacto social como un objetivo central 

y constitutivo de las entidades de provisión y gestión 

de vivienda social. En ambos casos, la provisión de 

vivienda segura y asequible se vincula a la consecución 

de resultados tangibles en bienestar, estabilidad 

residencial, convivencia y cohesión comunitaria. 

El impacto social se articula a través de la calidad 

del parque, la asignación justa de las viviendas, el 

acompañamiento social, la mediación y la colaboración 

con agentes comunitarios, todo ello orientado a 

prevenir la vulnerabilidad y mejorar la calidad de vida 

de los residentes. 

Ambos marcos subrayan la necesidad de integrar 

mecanismos de participación, escucha activa y trato 

equitativo a los inquilinos, así como de utilizar datos y 

evidencias para mejorar los servicios. Esta coincidencia 

refleja una visión compartida: la vivienda social no 
se limita a ofrecer un hogar, sino que constituye 
un instrumento esencial para generar bienestar, 
autonomía y oportunidades.

Tabla 5. Factores clave del modelo de impacto social de las entidades de provisión y gestión de vivienda social 

FACTOR CLAVE  CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Calidad y seguridad  
del parque

La vivienda debe ser segura, decente 
y mantenida adecuadamente para 
proteger bienestar y estabilidad.

	◾ Porcentaje de viviendas que cumplen 
estándares de calidad y seguridad

	◾ Tiempos de respuesta y resolución de reparaciones

	◾ Satisfacción de los residentes residente 
respecto a reparaciones/mantenimiento

	◾ Prevención y tratamiento de riesgos para la 
salud y la seguridad en la vivienda

Asignación justa, 
transparente y 
orientada a la 
necesidad

Los procesos de adjudicación 
deben garantizar equidad, 
transparencia y acceso real para 
quienes más lo necesitan.

	◾ Criterios de adjudicación públicos y auditables

	◾ Tiempo medio de adjudicación

	◾ Porcentaje de viviendas asignadas a colectivos vulnerables

	◾ Revisión periódica de criterios de acceso y mantenimiento

Apoyo social y 
prevención de 
vulnerabilidades

La entidad debe prevenir 
vulnerabilidades y ofrecer apoyo 
integral a las personas y familias.

	◾ Número de residentes acompañados 
por servicios sociales internos

	◾ Resultados del acompañamiento (reducción de morosidad 
vinculada a vulnerabilidad, mejora del bienestar)

	◾ Protocolos de intervención temprana activados

	◾ Coordinación con servicios sociales y entidades del territorio

Cohesión 
comunitaria  
y gestión de la 
convivencia

La vivienda social requiere 
intervención activa sobre convivencia, 
seguridad y cohesión comunitaria.

	◾ Conflictos comunitarios registrados y resueltos

	◾ Actividades comunitarias realizadas y nivel de participación

	◾ Indicadores de convivencia positiva

	◾ Tiempo de reacción ante incidentes antisociales
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FACTOR CLAVE  CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Transparencia, 
participación y  
rendición de 
cuentas a los 
residentes 

La relación de la entidad con 
los residentes debe basarse 
en transparencia, escucha y 
mecanismos claros de seguimiento.

	◾ Acceso a información clara sobre derechos, 
procesos y rendimiento

	◾ Participación de los residentes en paneles, foros, 
comités o encuestas de satisfacción

	◾ Consideración del feedback de los residentes 
en la toma de decisiones 

	◾ Nivel de confianza de los residentes en la entidad

Estabilidad 
residencial  
y gestión del 
contrato

La entidad debe priorizar la 
estabilidad residencial y utilizar el 
desahucio solo como último recurso, 
dentro de un marco preventivo.

	◾ Tasa de desahucios (solo como último recurso)

	◾ Porcentaje de renovaciones de contrato sin incidencias

	◾ Medidas preventivas activadas antes de sanciones

	◾ Seguimiento de planes de trabajo/contratos sociales

	◾ Tasa de morosidad y eficacia de los mecanismos 
preventivos para evitar impagos

Fuente: Elaboración propia.

4.4.	 Análisis del modelo 
de gobernanza

4.4.1.	 Caracterización del modelo de 
gobernanza de las entidades de 
provisión y gestión de vivienda social

El modelo de gobernanza de una HA consiste en el 

conjunto de estructuras, normas, procesos y relaciones 

que aseguran que la entidad toma decisiones éticas, 

transparentes y basadas en evidencias; supervisa 

eficazmente sus riesgos financieros, operativos y 

sociales; y garantiza que la prestación del servicio 

de vivienda social se lleva a cabo de forma segura, 

equitativa y centrada en las personas residentes.

Este modelo combina la supervisión estratégica 

del consejo, la gestión profesionalizada del riesgo, 

la participación significativa de los inquilinos, la 

coordinación territorial, el cumplimiento regulatorio 

del RSH y la alineación entre misión social, estrategia 

y capacidad operativa. Su objetivo es asegurar 
estabilidad institucional, calidad del servicio y 
resultados sociales sostenibles a largo plazo.

Dirección estratégica y misión social

La gobernanza de una HA requiere una alineación clara 

entre su misión —proporcionar vivienda social segura, 

asequible y de calidad— y la estrategia organizativa 

que orienta su actividad a largo plazo. Esta alineación 

garantiza decisiones coherentes con el propósito 

social, la protección del parque y la creación de valor 

comunitario, reforzando el carácter de servicio público 

de la entidad.

Órgano de gobierno fuerte y responsable

El consejo debe estar compuesto por perfiles 

cualificados e independientes con conocimientos 

en vivienda, finanzas, riesgo y trabajo comunitario, 

asegurando una supervisión informada y rigurosa. 

Según el Governance & Financial Viability Standard del 

RSH, el consejo es responsable último de la seguridad, 

la calidad del servicio y la viabilidad financiera, y debe 

actuar con diligencia y transparencia. 

Gestión del riesgo integral 
(financiero, operativo y social)

La gobernanza exige identificar, evaluar y controlar los 

riesgos que afectan a la viabilidad y al servicio, integrando 

herramientas profesionales de gestión del riesgo en toda 

la organización. El RSH exige pruebas de estrés, umbrales 

de tolerancia claros y planes de mitigación sólidos. En 

muchas HAs esta función se articula además a través de 

un comité de auditoría y riesgos dependiente del órgano 

de gobierno, integrado por miembros del propio Board y, 

en ocasiones, por expertos independientes, que supervisa 

de forma especializada los sistemas de control interno, 

auditoría y gestión del riesgo.
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Transparencia, rendición de cuentas y reporting

La organización debe proporcionar información 

clara, accesible y verificable sobre su desempeño 

económico, operativo y social, garantizando que 

residentes, reguladores y comunidades entienden 

cómo se toman las decisiones. Este principio, central 

en la regulación del RSH, refuerza la confianza 

institucional y permite una transparencia efectiva.

Participación significativa de los residentes

El modelo de gobernanza incorpora mecanismos 

formales y continuos para integrar la voz de los 

inquilinos en la toma de decisiones, en línea con 

el Tenant Involvement and Empowerment Standard. 

Esta participación no es solo consultiva: se basa 

en relaciones de confianza, escucha activa y 

corresponsabilidad, y garantiza que el servicio 

responda realmente a las necesidades de las personas.

Gobernanza comunitaria y territorial

La presencia territorial, característica del place-based 

management, permite que las decisiones se adapten a 

las particularidades de cada barrio y se coordinen con 

servicios sociales y autoridades locales. Este enfoque 

asegura que la HA actúa como un agente comunitario 

que impulsa la cohesión, prevención y resiliencia 

local, tal como destacan los marcos de community 

investment del sector.

Cultura organizativa y liderazgo

El liderazgo debe promover una cultura basada en la 

ética, la transparencia, la prevención de riesgos y la 

responsabilidad hacia la comunidad. La coherencia 

entre valores institucionales y prácticas cotidianas es 

esencial para sostener la confianza pública y es un 

elemento recurrente en todos los marcos sectoriales.

Cumplimiento normativo y protección de activos

El cumplimiento estricto de los estándares del RSH20 

asegura que la entidad funciona de forma legal, 

segura y orientada al interés público. La gobernanza 

debe garantizar, además, la protección de los activos 

20   Disponibles en: https://www.gov.uk/government/collections/
regulatory-standards-for-landlords.

de vivienda social a largo plazo, actuando con una 

responsabilidad fiduciaria centrada en preservar un 

bien social irreemplazable.

4.4.2.	 Factores clave del modelo 
de gobernanza 

El RSH y la CVS comparten una concepción amplia 

y rigurosa de la gobernanza, basada en estructuras 

claras, responsabilidades definidas y procesos 

orientados a garantizar transparencia, rendición 

de cuentas y supervisión efectiva. Ambos marcos 

subrayan el papel central del órgano de gobierno 

en la dirección estratégica, la gestión del riesgo y el 

control del desempeño, así como la necesidad de 

contar con información fiable, sistemas accesibles 

de reclamaciones y mecanismos de participación 

significativa de los residentes. Además, coinciden 

en la importancia de la colaboración institucional, la 

integridad organizativa, el liderazgo ético y la orientación 

a largo plazo, situando la misión social y la protección 

del parque de vivienda como principios estratégicos 

de la entidad. Esta alineación muestra que, aunque 

proceden de contextos distintos, ambos marcos 

comparten una misma lógica de buen gobierno aplicada 

al sector: control profesionalizado, transparencia 
efectiva y responsabilidad frente a la comunidad.

https://www.gov.uk/government/collections/regulatory-standards-for-landlords
https://www.gov.uk/government/collections/regulatory-standards-for-landlords
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Tabla 6. Factores clave del modelo de gobernanza de las entidades de provisión y gestión de vivienda social 

FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Transparencia  
y rendición 
de cuentas 
institucional

La transparencia constituye 
un aspecto fundamental para 
generar confianza institucional 
y actúa como catalizador 
de la calidad del servicio.

	◾ Publicación de información económica, operativa y social

	◾ Informes corporativos accesibles para reguladores y stakeholders

	◾ Transparencia en decisiones estratégicas del consejo/patronato

	◾ Sistema de quejas robusto y auditado

Supervisión y 
control interno

La entidad debe contar con 
mecanismos robustos para llevar 
un seguimiento adecuado del 
desempeño y de los riesgos.

	◾ Auditorías internas y externas regulares

	◾ Calidad del marco de controles internos

	◾ Funcionamiento efectivo de comités de riesgo y auditoría

	◾ Calidad del reporting al consejo/patronato

Participación e 
implicación de  
los residentes

La entidad debe incorporar 
la voz de los residentes en 
las decisiones relevantes.

	◾ Mecanismos formales de participación de 
los residentes en la gobernanza

	◾ Evidencia de la influencia real de los residentes 
en decisiones estratégicas

	◾ Integración de la voz de los residentes en evaluaciones

Estructura de 
gobierno clara  
y profesional

La entidad debe contar con 
estructuras claras, roles definidos 
y profesionalización dentro del 
máximo órgano responsable de la 
toma de decisiones en la entidad.

	◾ Roles definidos para el consejo/patronato y comités

	◾ Competencias acreditadas en áreas clave

	◾ Planificación de sucesión

	◾ Alineación del liderazgo con misión y estrategia

Gestión de riesgos 
y cumplimiento 
normativo

La entidad debe identificar, 
evaluar y controlar riesgos 
de forma sistemática.

	◾ Marco integral de riesgos actualizado periódicamente

	◾ Pruebas de estrés y planes de mitigación

	◾ Cumplimiento normativo

	◾ Evaluación de riesgos financieros, operativos y sociales

Relación con 
actores externos 

y colaboración 
institucional

La gobernanza debe entenderse 
como una función relacional, en 
interacción con el ecosistema 
institucional del territorio.

	◾ Acuerdos formalizados con administraciones y servicios sociales

	◾ Participación en redes y mesas territoriales

	◾ Resultados medibles derivados de la colaboración institucional

	◾ Alineación con políticas públicas de vivienda

Gestión de 
reclamaciones y 
mecanismos de 
mejora continua

La entidad debe disponer de 
sistemas accesibles, eficaces 
y orientados a la mejora.

	◾ Tiempos de respuesta y resolución de quejas

	◾ Encuestas de satisfacción

	◾ Autoevaluaciones periódicas y análisis de tendencias 

	◾ Implantación de acciones correctoras

	◾ Evidencia de aprendizaje organizativo

Orientación a 
las personas y a 
la comunidad

La gobernanza de la entidad 
debe integrar bienestar, 
atención y acompañamiento.

	◾ Integración del bienestar en la estrategia y las prácticas

	◾ Coherencia entre misión, procedimientos y cultura institucional

	◾ Evaluación del impacto de las decisiones 
en residentes y comunidades

	◾ Enfoque relacional y preventivo

Digitalización y 
accesibilidad de  
la información

La entidad debe contar con 
sistemas de información 
modernos y accesibles.

	◾ Disponibilidad de plataformas digitales accesibles

	◾ Nivel de uso y satisfacción de los residentes con los canales digitales

	◾ Accesibilidad universal y usabilidad

	◾ Integración de datos para decisiones basadas en evidencias

Fuente: Elaboración propia.
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Con el objetivo de facilitar la aplicación práctica 

de este marco analítico, el Anexo 2 de este estudio 

incluye una tabla de síntesis que recoge los principales 

factores que configuran el modelo económico-

financiero, de impacto social y de gobernanza de las 

entidades de provisión y gestión de vivienda social. 

Para cada uno de estos factores se proponen criterios 

de evaluación orientativos que permiten analizar el 

grado de desarrollo institucional de cada organización. 

Esta herramienta pretende servir como marco de 

referencia para que las entidades del sector puedan 

realizar ejercicios de autoevaluación, identificar áreas 

de mejora y orientar procesos de fortalecimiento 

organizativo en línea con los estándares observados en 

las HAs europeas. Asimismo, este marco proporciona 

una base estructurada para el diseño de sistemas de 

seguimiento y cuadros de mando integrales, facilitando 

la toma de decisiones y el alineamiento entre objetivos 

estratégicos, desempeño operativo e impacto social.
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5.	 Análisis de casos de 
estudio: Fundació 
Hàbitat3 y LUMVRA 
(Provivienda)

En este capítulo se presentan dos casos de estudio 

que permiten analizar cómo distintas entidades 

dedicadas a la provisión y gestión de vivienda social 

aplican en la práctica los principios del modelo 

económico-financiero, del modelo de impacto social y 

del modelo de gobernanza desarrollados en el capítulo 

anterior. Los casos seleccionados —Fundació Hàbitat3 
y LUMVRA (Provivienda)— representan dos modelos 

de referencia dentro del ámbito de la vivienda social y 

asequible en España por su capacidad para innovar en 

la gestión del tercer sector a través del modelo de HA, 

logrando movilizar parque de vivienda privado y público 

mediante fórmulas de colaboración público-social 

que garantizan tanto la viabilidad económica como el 

acompañamiento social integral de los inquilinos.

Existe, no obstante, una diferencia relevante en el 

origen y la lógica fundacional de ambas entidades. 

Fundació Hàbitat3 nace como herramienta del Tercer 

Sector Social de Catalunya para dotar de vivienda a 

entidades sociales que acompañan a personas en 

situación de vulnerabilidad, situándose inicialmente 

como operador al servicio de organizaciones sociales. 

LUMVRA, por su parte, surge como instrumento 

orientado directamente a la provisión de vivienda a 

los hogares finales, articulando el acceso residencial 

de manera directa, aunque también colabora con 

programas gestionados por entidades del tercer sector. 

Ambas entidades forman parte de la Alianza por la 

Vivienda Asequible y Social (ALIVAS), la primera alianza 

estatal en España que agrupa a entidades sin ánimo 

de lucro dedicadas a la provisión y gestión de vivienda 

social y asequible. Esta red sectorial, constituida 

por organizaciones con décadas de experiencia en 

vivienda social, busca fortalecer y articular al tercer 

sector no lucrativo para ampliar el parque de vivienda 

social en España y transformar el modelo de provisión 

hacia uno ético, social y sostenible, en consonancia 

con las prácticas de las HAs europeas. ALIVAS actúa 

como interlocutor con el Gobierno y las comunidades 

autónomas para impulsar políticas públicas favorables, 

captar fondos, sensibilizar a la sociedad y consolidar 

una red estatal que contribuye al reconocimiento y 

profesionalización de la gestión social de la vivienda. 

El análisis comparado de estas dos experiencias ofrece 

una visión más amplia y matizada de los enfoques de 

gestión que adoptan organizaciones que operan en 

contextos similares, pero que presentan trayectorias, 

estructuras y estrategias significativamente 

diferenciadas. Esta perspectiva permite observar 

cómo cada entidad interpreta y adapta los distintos 

componentes del marco analítico según su realidad 

organizativa y su misión social.

Esta aproximación nos permitirá identificar tanto 

patrones comunes como divergencias relevantes 

en la forma en que cada organización integra los 

tres elementos del modelo organizativo. Asimismo, 

nos ayudará a comprender cómo la interacción 

entre los factores internos y externos influye en su 

funcionamiento, su capacidad para responder a las 

necesidades sociales y su aportación al ecosistema de 

vivienda social.

5.1.	 Fundació Hàbitat3

Fundació Hàbitat3 es la gestora de vivienda social 
del Tercer Sector Social de Catalunya, constituida 

en 2014, cuya misión es proveer vivienda social con 

el objetivo de que todas las personas y en especial 

las que están en situación de exclusión dispongan de 

una vivienda digna. Su visión es ser un referente en 

la gestión de vivienda social, guiándose por valores 

como el empoderamiento de las personas, el respeto 

a su dignidad, la transparencia, el fomento de la 

participación y una voluntad transformadora. 

La mirada de Hàbitat3 se articula en torno a varios 

ejes: la vivienda como condición para el ejercicio 

de otros derechos; una atención centrada en la 

persona, la importancia de la empleabilidad para 

sostener la estabilidad residencial; la apuesta por 

la desinstitucionalización y el trabajo en red; y la 

mixtura social como elemento clave para la inclusión 

comunitaria. Este modelo combina la gestión 

profesional del parque, el acompañamiento social y la 

promoción de comunidades diversas y cohesionadas. 
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A lo largo de su trayectoria, la entidad ha firmado más 
de 22 convenios con ayuntamientos y 56 convenios 
con entidades sociales. Asimismo, ha recibido un 

total de 12 premios y reconocimientos que avalan su 

contribución al desarrollo de soluciones innovadoras 

y sostenibles en el ámbito de la vivienda social; entre 

otros, la Certificación CVS por la Cátedra UNESCO de 

Vivienda de la URV, en 2023, y el Premio de Oro de los 

World Habitat Awards 2019.

5.1.1.	 Introducción a la entidad

Modelo de intervención y mirada social

El modelo de Hàbitat3 combina una gestión 

inmobiliaria integral con un acompañamiento 

socioeducativo centrado en la persona, orientado a 

reforzar los procesos de autonomía, la convivencia y 

la inserción laboral. Su enfoque parte de entender la 

vivienda como un derecho habilitante, desde el cual 

se hacen efectivos otros derechos fundamentales 

(empadronamiento, sanidad, educación, empleo, 

etc.). Esta mirada, que une el derecho a la vivienda 

con el derecho a los apoyos necesarios para poder 

realizar una vida plena, combinada con el trabajo en 

red y la promoción activa de la empleabilidad, permite 

consolidar un modelo que articula gestión eficiente, 
apoyo social y ampliación del parque de vivienda 
asequible, posicionándose como un actor clave en el 

panorama de la vivienda social en Cataluña.

Captación, rehabilitación y 
promoción de vivienda social

La entidad obtiene viviendas procedentes de 

administraciones públicas, propietarios particulares, 

sociedades e inversores privados, mediante cesión o 

compra; transforma edificios en desuso y desarrolla 

nuevas promociones. A ello suma la rehabilitación de 

viviendas en colaboración con empresas de inserción 

laboral, integrando los procesos de apoyo residencial y 

de empleo.

En los últimos años, la entidad ha ampliado su 

intervención incorporando la promoción de obra 

nueva y la rehabilitación integral de edificios. Desde 

2023 impulsa proyectos diseñados para cubrir un 

abanico diverso de necesidades: viviendas de inclusión 

para personas atendidas por entidades sociales, 

alojamientos de emergencia, viviendas para jóvenes 

en proceso de emancipación, hogares para nuevas 

familias con dificultades de acceso al mercado privado 

o viviendas para personas que requieren apoyos 

específicos. También contempla la provisión de 

viviendas protegidas para personas que, tras superar 

situaciones de emergencia, pasan a soluciones más 

estables con rentas ajustadas a sus ingresos.

Actualmente, la entidad trabaja en la construcción de 

135 viviendas de alquiler social en el Prat de Llobregat, 

que estarán disponibles este mismo año 2026 gracias 

a un convenio con el ayuntamiento que ha cedido 

el derecho de superficie de un solar público en el 

ámbito ARE Eixample Sud. Esta promoción se está 

desarrollando en colaboración con Fundació Família 

i Benestar Social. Paralelamente, mediante una UTE 

con Fundació Salas, ha rehabilitado integralmente un 

edificio en el barrio de la Barceloneta de Barcelona 

propiedad del ayuntamiento, que lo ha cedido también 

en derecho de superficie y que se ha transformado en 

17 nuevas viviendas de alquiler social. Ambos proyectos 

prevén una reserva de viviendas para personas 

atendidas por entidades sociales, que convivirán 

con solicitantes inscritos en los registros oficiales de 

vivienda protegida, favoreciendo así la mixtura social y 

la cohesión comunitaria.

Gestión de vivienda social y perfil de los residentes

Fundació Hàbitat3 cerró el año 2025 con 1.325 
viviendas gestionadas, con un total de 3.664 
personas residentes. Este volumen sitúa a la entidad 

entre los principales operadores sociales de vivienda 

en Cataluña. Según lo mencionado anteriormente, las 

viviendas gestionadas proceden de fuentes diversas –

cesiones de administraciones públicas, de particulares, 

de inversores privados o de promociones propias– lo 

cual refleja la capacidad de la entidad para articular 

alianzas que permiten ampliar su parque residencial de 

forma significativa.

Una de las apuestas estratégicas de la entidad ha sido 

reforzar progresivamente su patrimonio propio. En 

este contexto, la compra de viviendas ha adquirido 
un peso creciente, alcanzando en 2025 un total de 
572 unidades. Con ello, la entidad ha reforzado su 

estabilidad, autonomía y proyección a medio y largo 
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plazo, al garantizar que un porcentaje cada vez mayor 

de las viviendas gestionadas sean de titularidad propia. 

La entidad no interviene directamente en los procesos 

de adjudicación de las viviendas que gestiona. Esta 

función corresponde a los ayuntamientos o a las 

entidades sociales responsables de la derivación de las 

personas beneficiarias hacia los programas de vivienda. 

Hay que tener en cuenta que las personas residentes 

en las viviendas gestionadas por Hàbitat3 suelen 
proceder de situaciones de especial vulnerabilidad 
que comprenden todas las categorías ETHOS de 
exclusión residencial: personas sin hogar , en situación 

de vivienda insegura por amenaza de desahucios o 

pérdida , vivienda inadecuada / infravivienda, además 

de personas con especial necesidad de apoyo 

(problemas de salud mental, discapacidad, infancia 

en riesgo, etc.); por todo ello, las adjudicaciones de 

las viviendas requieren un conocimiento específico 

de las diversas situaciones y unos criterios de máxima 

transparencia y rigor.

Programas de vivienda y colaboración comunitaria

Junto con la gestión inmobiliaria integral —contratos, 

rentas, suministros y comunidades—, la entidad 

sitúa a la persona en el centro de la intervención a 

través del acompañamiento social, orientado tanto 

al buen uso de la vivienda como a la mejora de las 

habilidades personales y sociales, la convivencia y la 

inserción laboral en aquellos casos en que la mejora 

laboral es viable. 

Fundació Hàbitat3 impulsa diversos programas de 

vivienda basados en la colaboración interinstitucional: 

con las administraciones públicas, trabaja 

especialmente a nivel local para la captación de 

viviendas, la rehabilitación y el acompañamiento 

socioeducativo; con las entidades del tercer sector, 

actúa aportando viviendas a precios asequibles 

para desarrollar proyectos de atención y apoyo a las 

personas. Además, dispone de programas propios 

destinados a garantizar la continuidad en el hogar de 

personas en situación de vulnerabilidad y riesgo de 

pérdida de vivienda.

5.1.2.	 Modelo económico-financiero

Eficiencia operativa y control económico

Fundació Hàbitat3 articula la eficiencia operativa a 

través de un modelo de gestión inmobiliaria integral 

que centraliza la administración de contratos, rentas, 

suministros, comunidades y mantenimiento. Esta 

estructura permite un control operativo continuo 

sobre el parque gestionado y facilita la coordinación 

entre gestión económica y acompañamiento social. 

La entidad combina la supervisión administrativa 

con intervención social directa cuando se detectan 

incidencias económicas, especialmente en situaciones 

de vulnerabilidad que puedan derivar en impagos.

La gestión de la morosidad se aborda desde un enfoque 

preventivo y escalonado. El seguimiento económico 

se integra en el acompañamiento social y en la 

coordinación con entidades sociales y servicios públicos 

que canalizan el acceso de personas vulnerables a la 

vivienda, priorizando la regularización de situaciones 

antes que la activación de medidas coercitivas. La 

rescisión contractual se concibe como último recurso, 

en coherencia con la misión social de la entidad.

Ingresos operativos y sostenibilidad del modelo

El modelo de ingresos de la entidad se sustenta 

en una combinación de rentas de alquiler social y 

financiación pública vinculada a la canalización de 

ayudas al alquiler, a la gestión y al acompañamiento 

de vivienda social. Las subvenciones oficiales a la 
actividad constituyen un componente estructural 
del presupuesto, reflejando una fuerte integración con 

políticas públicas de vivienda y programas sociales. 

Esta tipología de ingresos representa cerca del 70% del 

total y corresponde, en su mayoría (56%), a ayudas para 

cubrir el diferencial de precio entre la renta que pagan 

las personas arrendatarias y la renta que perciben los 

propietarios de las viviendas. 

La diversificación de fuentes de ingresos se articula, 

por un lado, mediante convenios con ayuntamientos 

y acuerdos con entidades sociales y, por otro, con 

programas que generan retorno económico, lo 

que permite estabilidad operativa y continuidad 

de la actividad. En efecto, el crecimiento del 
patrimonio propio durante los últimos años, 
mediante adquisición de viviendas, rehabilitación 
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integral y promoción de obra nueva (VPO), refuerza 

progresivamente la base de ingresos recurrentes 

por alquiler y reduce la dependencia exclusiva de 

subvenciones y ayudas públicas.

Crecimiento y consolidación del parque

Fundació Hàbitat3 ha desarrollado una estrategia 

explícita de ampliación progresiva del parque mediante 

múltiples vías: acuerdos con propietarios particulares e 

inversores institucionales para la gestión de viviendas 

cedidas a corto o largo plazo, adquisición directa de 

inmuebles, promoción de obra nueva y rehabilitación 

integral de edificios en régimen de derecho de 

superficie y viviendas cedidas por las administraciones 

públicas. La entidad cuenta con capacidad técnica 
para gestionar proyectos de desarrollo complejos en 

colaboración institucional.

El crecimiento se integra de forma coherente con el 

modelo social de la entidad, reservando viviendas 

para personas derivadas por entidades sociales y 

combinándolas con solicitantes de registros oficiales, 

fomentando mixtura social y cohesión comunitaria. 

Según lo mencionado anteriormente, la estrategia de 

consolidación patrimonial iniciada en 2020 mediante 

compra directa se ha ampliado, desde 2023, con 

promoción de obra nueva y rehabilitación integral, 

integrando así mecanismos propios de desarrollo 

inmobiliario estructural que fortalecen la estabilidad, 

la autonomía financiera y la capacidad de expansión 

del parque.

Solidez y planificación financiera

La solidez financiera de la entidad se apoya en 

una estructura fundacional sin ánimo de lucro, en 

la reinversión de excedentes y en la consolidación 

progresiva de patrimonio propio. La entidad opera bajo 

marcos presupuestarios plurianuales y planificación 

vinculada a proyectos y convenios públicos, lo que 

garantiza trazabilidad y control del gasto.

La financiación externa se articula principalmente 

mediante subvenciones, convenios y acuerdos 

institucionales. En este sentido, cabe destacar como 

instrumento específico el Acord Marc con el Institut 
Català de Finances (ICF) para la financiación de 
la adquisición de viviendas destinadas a alquiler 

social. Asimismo, la entidad accede a programas de 

ayudas de ámbito estatal y europeo para la promoción 

y rehabilitación de vivienda, que complementan la 

financiación obtenida a través de este instrumento.

De forma complementaria, Fundació Hàbitat3 explora 

fórmulas de financiación de impacto y colaboración 

con inversores institucionales, así como su 

participación en la European Impact Housing Network, 

como espacio de aprendizaje y de impulso de nuevos 

modelos de financiación para vivienda social. 

Asimismo, la entidad ha comenzado a desarrollar 

una estrategia de diversificación de recursos 

basada en acuerdos con empresas e instituciones, 

la concurrencia a convocatorias de ayudas privadas 

y el impulso progresivo de donaciones particulares 

y legados, con el objetivo de complementar los 

ingresos de origen público y ampliar las fuentes de 

financiación a medio plazo.

La entidad realiza análisis de escenarios y evaluación 

de riesgos financieros en la fase de estructuración de 

proyectos, incorporando medidas de mitigación. 

5.1.3.	 Modelo de impacto social

Calidad, seguridad y estabilidad residencial

Desde la perspectiva de impacto social, la gestión 

del parque residencial por parte de Fundació 

Hàbitat3 no se limita a funciones administrativas, 

sino que incorpora supervisión técnica del estado 
de las viviendas, coordinación con comunidades de 
propietarios y seguimiento preventivo de incidencias 

que puedan afectar a la habitabilidad. La incorporación 

de rehabilitación integral y promoción de obra nueva 

desde 2023 refuerza la capacidad de la entidad para 

garantizar estándares técnicos adecuados, eficiencia 

energética y adecuación funcional de los inmuebles 

destinados a colectivos vulnerables.

En términos de estabilidad residencial, la entidad 

opera bajo un enfoque claramente preventivo. No 

participa en la adjudicación —que corresponde a 

ayuntamientos y entidades sociales colaboradoras—, 

pero una vez formalizado el contrato despliega un 

acompañamiento orientado a apoyar a las personas 

y familias en el mantenimiento de la estabilidad en 

la vivienda. Este modelo se concreta de manera 
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diferenciada según el tipo de gestión. En las 

viviendas que Hàbitat3 gestiona directamente o 

en colaboración con administraciones públicas, 

la entidad asume tanto la gestión patrimonial 
como el acompañamiento socioeducativo, 

priorizando la estabilidad residencial sin perjuicio de 

favorecer, cuando la situación lo permite, procesos 

de autonomía que puedan conducir a soluciones 

residenciales fuera del modelo de inclusión. 

En cambio, en las viviendas gestionadas en 

colaboración con entidades sociales, el modelo adopta 

configuraciones diferenciadas. En programas como 

Primer la Llar, el acompañamiento socioeducativo se 

desarrolla de manera compartida: Hàbitat3 se centra en 

el acompañamiento vinculado a la tenencia de la vivienda 

—cumplimiento de las obligaciones contractuales, 

buen uso y mantenimiento del inmueble y gestión de 

la convivencia vecinal—, mientras que las entidades 

sociales asumen el acompañamiento orientado a los 

procesos de inclusión social de las personas residentes. 

En otros casos, como Sant Eloi, Casa Bloc o el futuro 

Les Maresmes, la colaboración se articula a través de 
modelos de gobernanza compartida que permiten a las 

entidades prestar el acompañamiento social, mientras 

Hàbitat3 garantiza la gestión patrimonial y el encaje 

jurídico y operativo del conjunto.

El contrato de alquiler se gestiona como instrumento 
de inclusión y no únicamente como relación 
jurídica. La combinación entre gestión técnica y 

acompañamiento socioeducativo reduce el riesgo de 

ruptura residencial y permite sostener trayectorias de 

estabilidad en contextos de alta vulnerabilidad.

Asignación y acompañamiento social

Según lo comentado anteriormente, el sistema 

de adjudicación de las viviendas gestionadas 

por Fundació Hàbitat3 se articula a través de 

ayuntamientos y entidades sociales, lo que garantiza 

alineación con criterios públicos de vulnerabilidad 
y prioridad social. La entidad actúa como operador 

técnico y gestor residencial, integrándose en un circuito 

institucional donde la selección responde a registros 

oficiales y derivaciones de servicios sociales.

Una vez incorporadas las personas residentes, el 
acompañamiento social constituye el eje central 

del modelo. La entidad desarrolla una intervención 

individualizada centrada en autonomía, empleabilidad, 

convivencia y fortalecimiento de redes. Este 

acompañamiento no es accesorio, sino estructural, 

y se integra en la gestión cotidiana del alquiler. La 

coordinación con entidades sociales especializadas 

permite atender perfiles diversos (procesos de pérdida 

de vivienda y personas en riesgo de exclusión). 

La vivienda actúa como plataforma de estabilización 

desde la cual se activan itinerarios de mejora social. 

La intervención se orienta tanto a prevención de 

impagos como a mejora del bienestar y la salud física 

y psíquica de las personas, así como el fortalecimiento 

comunitario, reduciendo factores de riesgo estructural.

Convivencia, participación y 
transparencia hacia los residentes

Fundació Hàbitat3 interviene activamente en 
la gestión de la convivencia, especialmente en 

promociones donde conviven perfiles diversos. La 

mixtura social se concibe como elemento estratégico 

para la inclusión, y la entidad desarrolla mediación 

comunitaria, intervención ante conflictos y acciones 

de acompañamiento colectivo cuando se detectan 

tensiones o dinámicas de deterioro convivencial.

La transparencia hacia los residentes se articula 

mediante comunicación directa, seguimiento 

individualizado, reuniones de personas residentes en 

los bloques gestionados íntegramente y encuestas que 

la entidad circula anualmente entre las entidades del 

tercer sector con las que colabora y los residentes de 

dichos programas para conocer cuál es su percepción 

con respecto al impacto de la vivienda en la mejora 

de su autonomía, situación de salud y emocional y 

proyecto vital. Estos mecanismos permiten recoger 

percepción residencial y ajustar la intervención 

operativa. 

La relación con los residentes es próxima y relacional, 

con canales abiertos para consulta y resolución de 

incidencias. En 2025, la entidad elaboró su primera 
encuesta de satisfacción, que circulará en 2026 entre 

todos los residentes para recoger información relativa a 

su percepción de mejora desde el momento de acceso 

a la vivienda, sus necesidades y su valoración sobre la 

intervención que realiza Fundació Hàbitat3.
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No obstante, la participación de los residentes se 

canaliza principalmente en el plano operativo y 

comunitario. No existen estructuras formales de 
representación permanente (paneles de residentes o 

comités institucionalizados), aunque la escucha activa 

se integra en la práctica profesional cotidiana.

5.1.4.	 Modelo de gobernanza

Estructura de gobierno, gestión de 
riesgos y cumplimiento normativo

La estructura de gobierno de la entidad se articula 

en torno a un Patronato con funciones claramente 

diferenciadas de la dirección ejecutiva. La separación 
entre función estratégica y función operativa está 
definida, y el liderazgo se encuentra alineado con la 

misión de provisión de vivienda social y acompañamiento.

En materia de riesgos, la entidad integra análisis 

económico-financiero en la evaluación de proyectos 

de adquisición, promoción o rehabilitación, incluyendo 

análisis de escenarios y factores de mitigación. La 

evaluación de riesgos se produce principalmente 

en el marco de toma de decisiones estratégicas 

(crecimiento, inversiones, nuevos programas), aunque 

no dispone de un mapa de riesgos corporativo integral 

formalmente sistematizado.

El cumplimiento normativo se articula a través 

de supervisión jurídica en contratos, convenios y 

promociones, así como adaptación a normativa de 

vivienda, urbanística y de contratación aplicable a 

su actividad. La entidad dispone de un protocolo 
interno de prevención y gestión de riesgos penales, 
supervisado por un comité que se reúne trimestralmente 

para asegurar su cumplimiento. Asimismo, ha aprobado 

un Código de Conducta y ha implantado un canal 

ético para la comunicación y gestión de posibles 

incumplimientos. En materia de igualdad y protección 

de las personas trabajadoras, dispone también de un 
Plan de Igualdad y de un Protocolo de Prevención y 
Actuación frente al Acoso Sexual y Moral.

Transparencia institucional y control interno

Fundació Hàbitat3 estructura su transparencia 

institucional mediante la publicación de memorias 

anuales, información económica agregada, 

actividad operativa y resultados sociales, que se 

actualizan de manera periódica en su página web. 

La entidad mantiene una rendición de cuentas ante 

administraciones colaboradoras y financiadores 

públicos, lo que implica reporting periódico sobre 
gestión del parque, ejecución de programas y uso de 
recursos.

En materia de control interno, dispone de auditorías 

externas anuales y de mecanismos de supervisión 

económica que permiten seguimiento presupuestario, 

control de desviaciones y validación contable. El 

Patronato ejerce funciones de supervisión estratégica 

y financiera, recibiendo información periódica 

sobre desempeño, evolución del parque y situación 

económica.

Participación e implicación de los residentes

Fundació Hàbitat3 incorpora la participación de los 

residentes principalmente a través de mecanismos 

de escucha activa y seguimiento individualizado en 

el marco del acompañamiento social. La entidad 

cuenta con espacios de mediación comunitaria y 

procesos de intervención personalizados que permiten 

recoger la experiencia residencial de las personas 

alojadas. La gestión de la convivencia y el trabajo 

comunitario constituyen espacios donde se canaliza la 

voz de los residentes, especialmente en contextos de 

conflictividad o mejora de dinámicas colectivas.

No obstante, la participación no se articula mediante 
órganos formales de representación (comités de 

residentes, paneles permanentes o estructuras 

consultivas estables), ni existen mecanismos 

estructurados que integren sistemáticamente 

a residentes en decisiones estratégicas o en la 

definición de políticas organizativas. La influencia se 

produce principalmente a nivel operativo y relacional, 

no en el plano institucional. Este hecho se explica en 

parte por el propio modelo de gestión de la entidad, 

basado mayoritariamente en vivienda dispersa y no 

en grandes edificios o complejos residenciales, lo que 

dificulta la articulación de estructuras formales de 

participación colectiva.

No obstante, de forma puntual se han promovido 

espacios participativos ad hoc, como grupos focales 

con personas inquilinas para recoger aportaciones 

en procesos concretos, por ejemplo, durante la 
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elaboración de los dos últimos planes estratégicos. 

Asimismo, en proyectos ubicados en un mismo 

edificio, como Sant Eloi o Casa Bloc, se han impulsado 

actividades y dinámicas de participación con las 

personas residentes. En el proyecto de rehabilitación 

del edificio de Mont-Ral, el proceso se está 

desarrollando contando con la participación directa 

de los residentes o a través de representantes. De 

cara a los nuevos proyectos de edificios de viviendas, 

la entidad está explorando distintas fórmulas para 

incorporar la participación de las personas residentes 

en la gobernanza de los edificios.

Relaciones institucionales y orientación comunitaria

La entidad opera en estrecha colaboración con 

ayuntamientos y departamentos del gobierno 

autonómico de las áreas de vivienda y servicios 

sociales, actuando como instrumento técnico de 

ejecución de políticas públicas. Los convenios 
formalizados con administraciones constituyen la 
base de su actividad y su modelo depende de esta 

integración institucional.

La orientación a las personas y a la comunidad se integra 

en la misión fundacional y en la práctica operativa: la 
vivienda se concibe como herramienta de inclusión, 

y la gestión se articula en coordinación con entidades 

sociales del territorio. La intervención comunitaria, 

especialmente en promociones con diversidad de 

perfiles, refuerza esta dimensión relacional.

Sistemas de mejora continua y digitalización

Fundació Hàbitat3 dispone de diversos canales 

de atención a incidencias y seguimiento de 

reclamaciones integrados en la gestión operativa. La 

mejora continua se produce principalmente mediante 

revisión interna de procesos, análisis de satisfacción y 

ajuste de intervención social y técnica.

En el ámbito de digitalización, la entidad trabaja con 

un software de gestión de viviendas que constituye la 

base de su operativa, y cuenta con otras herramientas 

de gestión interna para la gestión financiera y de 

recursos humanos. No obstante, no dispone de 

plataformas digitales avanzadas de autoservicio 

para residentes comparables a los portales digitales 

extendidos en el modelo de HA.

Asimismo, Fundació Hàbitat3 ha desarrollado 

un sistema interno de indicadores clave (KPIs) 
estructurados por áreas —financiera, evolución 

del parque de viviendas, seguimiento social, 

compras y gestión operativa— que se reportan 

trimestralmente al Patronato. Este sistema permite 

realizar seguimiento periódico del desempeño y 

apoyar la toma de decisiones estratégicas basada en 

datos. Actualmente, la entidad está trabajando en la 

revisión y mejora metodológica de estos indicadores 

con el objetivo de reforzar la calidad del reporting 

y consolidar un modelo de gestión cada vez más 

orientado a la evidencia.

5.2.	 LUMVRA - Provivienda

LUMVRA es la primera HA de ámbito estatal en 
España, inspirada en los modelos europeos de 

gestión de vivienda social. Fue creada en 2023 por 

Provivienda21 con el objetivo de ampliar el parque de 

vivienda social y asequible y reforzar el derecho a la 

vivienda digna mediante una gestión social, ética y 

colaborativa. 

La propuesta de Provivienda a través de LUMVRA 

une a personas propietarias, administraciones 

públicas y entidades sociales para facilitar el acceso 

a vivienda asequible, con un enfoque en la vivienda 
como palanca para el cambio social y el bienestar 
residencial. Se trata de un modelo pionero que no 

solo busca gestionar vivienda, sino facilitar el acceso 

a la misma y hacerlo con ética, transparencia y 

trabajo en red, desafiando dinámicas especulativas y 

fortaleciendo la cooperación con administraciones y 

organizaciones sociales.

Su carácter estatal, su red de profesionales, y su 

estrategia de colaboración público-privada y social, 

así como su compromiso con la inserción social y el 

acompañamiento de las personas inquilinas, sitúan 

a Provivienda como un operador de referencia y a 

21   Provivienda es una asociación sin ánimo de lucro fundada en 
1989 en España cuya misión es garantizar el derecho a una vivienda 
adecuada en igualdad de condiciones, especialmente para personas 
y colectivos en situación de vulnerabilidad social. La entidad forma 
parte de diversas redes europeas de vivienda social, como Housing 
Europe, lo que refuerza su compromiso con modelos de provisión 
asequibles y sostenibles compartidos en distintos países europeos. 
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su marca LUMVRA como un actor emergente en la 

vivienda social en España.

5.2.1.	 Introducción a la entidad

Misión, visión y modelo de intervención

La propuesta de LUMVRA parte de una concepción 
integral de la vivienda como infraestructura 
social básica, entendida no solo como un recurso 

residencial sino como un elemento habilitador de 

inclusión, estabilidad vital y ejercicio efectivo de 

derechos. Desde esta perspectiva, la vivienda se 

concibe como una palanca estructural para la mejora 

del bienestar, la autonomía personal y la cohesión 

social, siempre que se gestione bajo principios éticos, 

sociales y no especulativos.

La misión de LUMVRA es ampliar y consolidar el 

parque de vivienda social y asequible en España 

mediante un modelo de gestión profesional del 

alquiler que combine sostenibilidad económica, 

impacto social y corresponsabilidad institucional. Su 

visión se orienta a transformar de manera estructural 

las condiciones de acceso a la vivienda, superando 

respuestas coyunturales o asistenciales y promoviendo 

soluciones estables que permitan a las personas 

desarrollar proyectos de vida autónomos en entornos 

residenciales seguros y dignos.

El modelo de intervención de LUMVRA se articula a 

partir de una lógica causal clara entre la movilización 
de vivienda, la gestión social del alquiler y la 
generación de resultados sociales sostenidos. La 

captación y activación de vivienda —tanto pública 

como privada—, combinada con una gestión integral 

del alquiler con enfoque social y con la coordinación 

con administraciones y entidades del tercer sector, 

favorece la estabilidad residencial de los hogares. 

Esta estabilidad actúa, a su vez, como condición 

habilitante para procesos más amplios de inclusión 

social, reducción de la vulnerabilidad y mejora del 

bienestar. En este sentido, la vivienda no constituye un 
fin en sí mismo, sino el eje sobre el que se articulan 
trayectorias de mejora social más amplias.

LUMVRA dirige su actuación a personas y hogares en 

situación de vulnerabilidad residencial —familias con 

bajos ingresos, mujeres en situación de vulnerabilidad, 

personas migrantes o refugiadas, jóvenes en 

proceso de emancipación, personas procedentes 

de situaciones de sinhogarismo o de pérdida de 

vivienda— priorizando soluciones residenciales 

estables, asequibles y ajustadas a las necesidades y 

posibilidades específicas de cada colectivo.

Dimensión, cobertura y estructura organizativa

LUMVRA se apoya estructuralmente en la trayectoria, 

capacidades técnicas y despliegue territorial de 

Provivienda, organización con más de 35 años 

de experiencia en el ámbito de la vivienda social. 

Aunque LUMVRA no cuenta por el momento con 

personalidad jurídica propia, opera como marca y 

modelo especializado dentro de Provivienda, orientado 

específicamente a la gestión social del alquiler bajo 

estándares comparables a los de las HAs europeas.

Provivienda cuenta con una red estatal de más 
de 500 profesionales, lo que le permite operar en 

múltiples CCAA y adaptar su intervención a contextos 

territoriales diversos. Durante su trayectoria, la entidad 

ha gestionado más de 72.000 viviendas y alojado 
a más de 172.000 personas, lo que evidencia una 

capacidad operativa consolidada en el ámbito de la 

vivienda social.

En la actualidad, la organización gestiona un parque 

de más de 3.000 viviendas en alquiler, de las cuales 
115 son de su propiedad y están destinadas a alquiler 

asequible para colectivos vulnerables. Esta apuesta 
por la generación progresiva de patrimonio propio 

refleja la voluntad de avanzar hacia un modelo 

alternativo, ético, social y no lucrativo, orientado a 

garantizar la asequibilidad y el derecho a la vivienda en 

el medio y largo plazo.

Esta escala operativa resulta clave para el modelo de 

LUMVRA, ya que la capacidad de generar impacto 

social significativo se vincula directamente al volumen 

de vivienda movilizada, a la estabilidad de los contratos 

y a la profesionalización de la gestión. La dimensión 
estatal permite, además, replicar aprendizajes, 
homogeneizar criterios de actuación y generar 
economías de escala en la gestión residencial.

Por último, cabe señalar que Provivienda cuenta con 
la certificación UNE-EN ISO 9001:2015, estándar 

internacional que avala la calidad de sus sistemas 

de gestión. El alcance de la certificación se aplica a 
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la prestación de servicios de mediación residencial, 

garantizando que los procesos cumplen con los 

requisitos legales y estatutarios en la atención a 

personas vulnerables. Asimismo, el sistema de gestión 

de calidad asegura un control riguroso sobre la gestión 

de alquileres, ofreciendo garantías a propietarios —

como la seguridad en el cobro— y acompañamiento 

integral a las personas inquilinas. Adicionalmente, en 

2026 la entidad ha avanzado en la certificación del 
Esquema Nacional de Seguridad (ENS), reforzando 

su marco de cumplimiento y consolidando su perfil 

como organización del tercer sector altamente 

profesionalizada.

Estrategia de provisión de vivienda 
y colaboración institucional

El modelo de provisión de LUMVRA se basa en la 

movilización del parque residencial existente y en la 

ampliación del parque social a través de múltiples 

vías —incluyendo adquisición, rehabilitación y 

participación en promociones de obra nueva 

de vivienda social y asequible—, evitando una 

dependencia exclusiva de la promoción pública como 

único mecanismo de crecimiento. 

La entidad articula acuerdos de cesión, adquisición, 

rehabilitación y gestión con administraciones 

públicas, propietarios particulares, inversores de 

impacto y entidades sociales, integrando recursos 

de distinto origen bajo una lógica común de alquiler 

asequible y estable.

Esta estrategia responde a la necesidad de intervenir 

sobre algunas de las principales barreras estructurales 

del sistema residencial, como la infrautilización del 

parque existente o la desconexión entre la oferta 

privada y las necesidades sociales. Al ofrecer garantías 
a la propiedad —cobro asegurado, mantenimiento del 
inmueble, cobertura de riesgos— y, al mismo tiempo, 

condiciones justas y estables a las personas inquilinas, 

LUMVRA reduce los incentivos a la exclusión del 

mercado social y amplía de forma efectiva la base de 

vivienda disponible para alquiler asequible.

Un ejemplo significativo es el convenio suscrito en 

2024 con el Gobierno de Canarias para la adquisición 

de 76 viviendas en el marco del Plan Estatal de Acceso 

a la Vivienda 2022–2025, orientado a reforzar el parque 

público y social en un territorio con elevada presión 

residencial. Esta operación demuestra el valor de la 

colaboración entre distintos niveles institucionales y 

entidades del tercer sector, que ha permitido poner 

a disposición de las personas viviendas con una 

superficie media de 68 m² a un precio mensual de 340 

euros. Este tipo de actuaciones ilustran la capacidad 

de LUMVRA para actuar como instrumento técnico al 

servicio de las políticas públicas de vivienda, alineando 

su intervención con estrategias institucionales de 

alcance territorial.

Enfoque ético, social y orientación al impacto

El modelo de LUMVRA incorpora de forma transversal 

una dimensión ética, basada en el rechazo de la 
especulación inmobiliaria y en la primacía del 
derecho a la vivienda sobre la maximización del 
beneficio económico. Este posicionamiento se traduce 

en criterios de asequibilidad, estabilidad contractual y 

trato equitativo a las personas inquilinas, así como en 

una gestión responsable y socialmente orientada de 

los activos residenciales.

Los efectos perseguidos por el modelo trascienden 

la mera provisión de una vivienda, e incluyen 

resultados intermedios como la reducción de la 

inseguridad residencial, la mejora de la convivencia, 

el fortalecimiento de redes comunitarias y el acceso 

más efectivo a otros derechos y servicios. Estos 

resultados constituyen elementos clave para avanzar 

hacia impactos de largo plazo en inclusión social y 

cohesión territorial.

Ámbito de actuación y proyectos

Desde su creación en 2023, LUMVRA ha extendido 

su actuación a múltiples territorios del Estado, 

apoyándose en la implantación territorial de 

Provivienda y en alianzas con entidades sociales 

especializadas. Colabora con organizaciones que 

trabajan con colectivos específicos —personas 

refugiadas, víctimas de violencia de género, jóvenes 

extutelados, hogares en situación de exclusión— 

facilitando viviendas adaptadas a sus necesidades 
y coordinando la intervención residencial con otros 
apoyos sociales.
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Este enfoque refuerza la coherencia interna 

del modelo, al situar la vivienda dentro de un 

ecosistema de intervención más amplio, relacional 

e interinstitucional, en el que la coordinación entre 
actores públicos, sociales y privados resulta 
condición necesaria para generar resultados 
sostenibles en el tiempo.

5.2.2.	 Modelo económico-financiero

Eficiencia operativa y control económico

LUMVRA opera apoyándose en la estructura 

organizativa y técnica de Provivienda, que dispone, 

según lo mencionado anteriormente, de una red 

estatal de más de 500 profesionales y sistemas de 

gestión estandarizados. La gestión del alquiler incluye 

seguimiento administrativo, control de contratos, 

gestión de incidencias y coordinación con programas 

sociales, lo que permite una supervisión sistemática 

del desempeño operativo.

La prevención de impagos se integra dentro de 

un modelo de intervención social que combina 

seguimiento económico y apoyo a las personas 

inquilinas en situación de vulnerabilidad. La entidad 

dispone de procedimientos de actuación ante 

incidencias y articula la resolución priorizando 

estabilidad residencial.

Provivienda opera con procedimientos estandarizados y 

sistemas formales de gestión que garantizan trazabilidad 

de procesos, homogeneidad territorial e implantación de 

medidas de mejora continua en la operativa.

Ingresos operativos y sostenibilidad del modelo

El modelo de ingresos de LUMVRA se basa en la 

gestión profesional del alquiler social y asequible, 

articulando a través de Provivienda acuerdos con 

administraciones públicas, propietarios privados, 

prestamistas particulares, inversores institucionales, 

fondos de impacto, así como subvenciones y/o 

licitaciones. La movilización de vivienda existente 

permite generar ingresos recurrentes por gestión 

y arrendamiento, bajo una lógica de sostenibilidad 

económica y no especulación.

La diversificación territorial y la escala estatal 
reducen riesgos de concentración geográfica. 

La captación de vivienda a través de convenios 

institucionales —como el acuerdo con el Gobierno 

de Canarias para la adquisición de 76 viviendas— 

evidencia capacidad para generar ingresos asociados a 

expansión del parque.

Crecimiento y consolidación del parque

LUMVRA desarrolla una estrategia activa de 

movilización de vivienda pública y privada mediante 

cesiones y adquisiciones. Asimismo, Provivienda 

moviliza vivienda pública mediante licitaciones o 

acuerdos institucionales. La entidad articula alianzas 

con administraciones públicas, entidades sociales y 

propietarios particulares para ampliar el parque.

Asimismo, Provivienda ha firmado recientemente 

un acuerdo con el Fondo de Impacto Social (FIS), 
instrumento público adscrito al Ministerio de 

Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, dotado 

con 400 millones de euros, que permitirá canalizar 

financiación específica para la adquisición de vivienda 

destinada a alquiler asequible con acompañamiento 

social. Concretamente, el préstamo concedido 

a Provivienda asciende a 5,65 millones de euros, 

que se destinarán a la adquisición de 53 viviendas. 

Este acuerdo introduce una vía adicional de capital 

orientado a impacto, reforzando la capacidad de 
expansión del parque y diversificando las fuentes 
de financiación más allá de los convenios públicos 

tradicionales y los prestamistas particulares.

La integración en la estructura de Provivienda 

aporta capacidad organizativa y técnica para asumir 

crecimiento a escala estatal. La expansión territorial y 
la homogeneización de criterios operativos permiten 
replicabilidad del modelo.

Solidez y planificación financiera

La solidez financiera de LUMVRA se sustenta en 

la estructura consolidada de Provivienda, entidad 

con más de 35 años de trayectoria. La existencia 

de un sistema de gestión formalizado y auditado 

implica planificación operativa formalizada, control 

documental y seguimiento periódico de procesos.

La financiación de Provivienda se articula mediante 

convenios públicos, acuerdos institucionales y gestión 

de alquiler. En cuanto a la financiación bancaria, 
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Provivienda trabaja con Fiare Banca Ética. La 
escala estatal de Provivienda favorece estabilidad 
operativa y capacidad de absorber riesgos 
territoriales diversificados.

5.2.3.	 Modelo de impacto social

Calidad, seguridad y estabilidad residencial

LUMVRA opera bajo estándares procedimentales 

definidos por Provivienda, incluyendo protocolos 

de gestión del alquiler, seguimiento de incidencias 

y mantenimiento. La entidad ofrece garantías a 
propietarios —mantenimiento, cobertura de riesgos 
y gestión profesional— lo que implica una supervisión 

técnica continua del estado de los inmuebles.

La estabilidad contractual constituye un eje central 
del modelo. La vivienda se concibe como base de 

inclusión, por lo que la gestión de contratos prioriza 

continuidad y prevención de ruptura residencial. 

Existen sistemas de seguimiento de impagos y 

activación de intervención temprana coordinada con el 

área social.

La existencia de protocolos formales de gestión de 

incidencias y seguimiento permite estructurar la mejora 

continua en la gestión de procesos vinculados a 

atención a residentes y gestión de alquiler.

Asignación y acompañamiento social

LUMVRA articula la asignación de las viviendas en 

coordinación con administraciones públicas y programas 

sociales, priorizando perfiles vulnerables definidos por 

políticas públicas. El modelo moviliza vivienda bajo 

criterios de acceso orientados a necesidad.

El acompañamiento social se integra dentro del 

ecosistema Provivienda, con equipos especializados 

que desarrollan seguimiento individual, apoyo en 

gestión económica, mediación y coordinación con 

servicios sociales. La vivienda se entiende como 

elemento estructural para reducir vulnerabilidad, no 

como prestación aislada.

La actuación de la entidad combina estabilidad 
contractual, intervención social y coordinación 
institucional. Este enfoque reduce el riesgo de 

exclusión residencial recurrente y favorece procesos de 

autonomía progresiva.

Convivencia, participación y 
transparencia hacia los residentes

LUMVRA, a través de Provivienda, dispone de un 

sistema formal de quejas y sugerencias accesible 
públicamente, así como encuestas anuales de 
satisfacción en programas de alquiler social. Estos 

instrumentos permiten recoger sistemáticamente la 

experiencia de residentes e introducir mejoras en los 

procesos.

El sistema interno de gestión incorpora procedimientos 

documentados para gestión de incidencias, 

tratamiento de reclamaciones y revisión periódica de 

procesos. Esto introduce una dimensión estructurada 

de mejora continua basada en evidencias.

En términos de convivencia, la entidad interviene 
mediante mediación y acompañamiento cuando 
surgen conflictos, integrando la dimensión 

comunitaria en el seguimiento social. La participación 

se articula fundamentalmente mediante encuestas 

y mecanismos de feedback, si bien la entidad no 

cuenta por el momento con órganos permanentes de 

representación de los residentes.

5.2.4.	 Modelo de gobernanza

Estructura de gobierno, gestión de 
riesgos y cumplimiento normativo

La estructura de gobierno de Provivienda distingue 

claramente entre órganos de dirección estratégica y 

equipo ejecutivo. La entidad opera como asociación 
sin ánimo de lucro y articula su gobernanza a través de 

la Asamblea General como máximo órgano de decisión 

y de una Junta Directiva responsable de la definición 

estratégica y de la supervisión institucional. La gestión 
operativa recae en el equipo ejecutivo, encabezado 
por la Codirección General, que desarrolla la actividad 

diaria conforme a las líneas estratégicas aprobadas por 

los órganos de gobierno. Esta diferenciación funcional 

refuerza la separación entre supervisión y ejecución. 

En materia de gestión de riesgos, la entidad incorpora 

evaluación económica y análisis de escenarios en el 

diseño de programas y en la estructuración de acuerdos 

de movilización de vivienda. Asimismo, aplica controles 

sobre el riesgo operativo asociado a la gestión del 
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alquiler y acompañamiento social, con revisión periódica 

de los riesgos vinculados a procesos críticos.

El cumplimiento normativo se integra en los 

procedimientos internos y en la relación contractual 

con administraciones públicas, asegurando la 

adecuación a la normativa de vivienda, protección de 

datos y régimen asociativo. Adicionalmente, la entidad 

ha avanzado recientemente en la certificación del 
Esquema Nacional de Seguridad (ENS), incorporando 

estándares reforzados de protección de la información, 

control de accesos y gestión de riesgos digitales. Este 

elemento resulta especialmente relevante en una 

organización que gestiona datos sensibles vinculados a 

situaciones de vulnerabilidad residencial.

En conjunto, la combinación entre estructura asociativa 

formal (Asamblea General y Junta Directiva), sistema de 

gestión auditado por un externo y marcos de seguridad 

tecnológica configura un modelo de gobernanza 
profesionalizado, alineado con estándares avanzados 
de control interno en el tercer sector.

Transparencia institucional y control interno

Provivienda publica información corporativa, memorias 

de actividad y datos agregados sobre programas 

y resultados. Además de las auditorías externas 

financieras, Provivienda dispone de un sistema de 
gestión auditado externamente que implica revisión 

periódica de procesos, control documental y verificación 

independiente del cumplimiento de procedimientos en 

áreas críticas como la atención a usuarios y la gestión 

del alquiler. Este marco refuerza la trazabilidad interna y 

la rendición de cuentas institucional.

Participación e implicación de los residentes

LUMVRA incorpora mecanismos formales de recogida 

de la voz de residentes mediante encuestas anuales 
de satisfacción en programas de alquiler social y 

sistema público de quejas y sugerencias accesible 

desde la web corporativa. Estos instrumentos 

permiten monitorizar percepción, tiempos de 

respuesta y calidad del servicio.

La participación de los residentes se integra 

principalmente a través de estos canales estructurados 

de feedback y mediante intervención social 

individualizada. No obstante, la entidad no cuenta 

con órganos permanentes de representación de 
residentes en la gobernanza institucional.

Relaciones institucionales y orientación comunitaria

LUMVRA opera mediante acuerdos formales con 

administraciones públicas, entidades del tercer sector, 

así como coordinación con servicios sociales, actuando 

como instrumento operativo para movilización de 

vivienda asequible. La colaboración institucional es 
estructural al modelo.

La orientación a las personas se refleja en la 

integración del acompañamiento social dentro del 

modelo de gestión del alquiler, priorizando estabilidad 

y prevención de vulnerabilidad. La intervención 

comunitaria se activa cuando existen dinámicas de 

conflicto o necesidad de cohesión. Asimismo, desde 

Provivienda se realizan programas específicos de 

intervención comunitaria y acciones preventivas. 

Sistemas de mejora continua y digitalización

El sistema de gestión formalizado estructura la 

mejora continua mediante revisión de procesos, 

auditorías periódicas y análisis de incidencias. El 

sistema de quejas y sugerencias permite seguimiento 

documentado de reclamaciones y adopción de 

acciones correctoras.

En términos de digitalización, la entidad dispone de 

sistemas internos de gestión de expedientes, contratos 
y seguimiento social. La accesibilidad de información 

corporativa y la disponibilidad de canales digitales 

públicos refuerzan la transparencia y trazabilidad. 

Asimismo, Provivienda está desarrollando 
actualmente un portal del inquilino, al que podrán 
acceder tanto los residentes como los propietarios 
de las viviendas arrendadas por la entidad, que 

recogerá la información básica de cada vivienda y 

la documentación asociada y constituirá una vía de 

contacto directa con el personal técnico de la entidad 

que realiza el acompañamiento de la vivienda. 
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5.3.	 Comparación con el 
modelo de las HAs

Tal y como se ha mencionado anteriormente, las HAs 

europeas se han consolidado históricamente como 

actores híbridos situados entre el sector público, el 

tercer sector y el mercado, desempeñando un papel 

estructural en la provisión, gestión y ampliación 

del parque de vivienda social y asequible. Su 

fortaleza institucional radica en la combinación 

de misión social explícita, capacidad operativa 
profesionalizada, gobernanza autónoma y marcos 
robustos de rendición de cuentas, normalmente 

en estrecha interacción con las administraciones 

públicas y bajo sistemas regulatorios específicos. 

Este modelo híbrido ha permitido, en distintos países 

europeos, desarrollar organizaciones de gran escala, 

financieramente sofisticadas y orientadas a resultados 

sociales de largo plazo.

En este contexto, el análisis de Fundació Hàbitat3 

y LUMVRA permite explorar hasta qué punto están 

emergiendo en España entidades comparables 

funcionalmente a las HAs europeas, aun operando 

en un entorno institucional, regulatorio y financiero 

sensiblemente distinto y menos estructurado.

Desde la perspectiva del modelo económico-
financiero, ambas organizaciones muestran rasgos 

característicos de las HAs: gestión profesionalizada del 

alquiler, reinversión de excedentes, estrategia activa de 

crecimiento del parque y articulación estable con políticas 

públicas. Fundació Hàbitat3 ha evolucionado desde 

un modelo basado principalmente en cesiones hacia 

una estrategia combinada que incorpora adquisición 

directa, rehabilitación integral y promoción de obra nueva, 

reforzando progresivamente su autonomía patrimonial. 

LUMVRA, por su parte, se apoya en la escala y estructura 

de Provivienda para movilizar vivienda pública y privada 

a nivel estatal, integrando sostenibilidad económica 

y misión social bajo procedimientos estandarizados y 

certificación de calidad. 

En el caso británico, las HAs operan con una 

diversificación de ingresos significativamente 

mayor, participando en programas de promoción 

que combinan distintas formas de tenencia —

alquiler social, alquiler asequible, shared ownership 

e incluso venta parcial de vivienda— que permiten 

articular mecanismos de financiación cruzada entre 

proyectos. En estas promociones, la inversión suele 

financiarse mediante una combinación de ingresos 

comerciales, deuda bancaria y subvenciones públicas 

a la promoción. Las HAs de mayor tamaño acceden 

además a financiación mediante emisiones de deuda 

en mercados de capitales. En cambio, las entidades 

españolas no operan bajo un régimen específico que 

facilite este tipo de instrumentos ni cuentan con un 

regulador sectorial que articule supervisión financiera 

especializada. 

Por lo tanto, una diferencia relevante respecto al 

modelo inglés reside en el acceso a instrumentos 

de financiación más diversificados y estructurados, 

mientras que las entidades españolas analizadas 

operan en un entorno financiero más limitado 

y su crecimiento depende en mayor medida de 

subvenciones, convenios y acuerdos institucionales. 

Esto limita su capacidad de apalancamiento, pero 

reduce, al mismo tiempo, su exposición a riesgos 

financieros complejos. 

En relación con el modelo de impacto social, la 

convergencia es significativa. Ambas entidades 

sitúan la estabilidad residencial como eje central 

de intervención y articulan la vivienda como 

infraestructura habilitante para procesos de inclusión 

social, autonomía personal y cohesión comunitaria. La 

gestión del contrato como instrumento de inclusión, la 

intervención preventiva ante impagos, la coordinación 

con servicios sociales y la orientación a colectivos 

vulnerables reflejan una lógica plenamente alineada 

con la tradición europea de vivienda social concebida 

como instrumento de interés público. Las diferencias 

no se encuentran en la intencionalidad ni en la lógica 

de intervención, sino en la escala y en el grado de 

formalización de determinados mecanismos de 

participación estructurada de residentes.

En cuanto al modelo de gobernanza, ambas entidades 

muestran estructuras profesionalizadas, separación 

clara entre función estratégica y ejecutiva, auditorías 

externas y mecanismos de control interno. No 

obstante, a diferencia de muchas HAs británicas —

que cuentan con equipos internos especializados en 

promoción y desarrollo inmobiliario— las entidades 

españolas analizadas han concentrado históricamente 

su actividad en la gestión de vivienda social, por lo 
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que la incorporación de capacidades técnicas en 

promoción y construcción se está produciendo de 

forma más reciente y progresiva.

La incorporación de sistemas de indicadores, reporting 

periódico al órgano de gobierno y, en el caso de 

Provivienda, certificación ISO 9001, evidencia una 

progresiva consolidación de prácticas organizativas 

comparables a estándares europeos. Sin embargo, 

el entorno regulatorio español no impone todavía 

un marco sectorial específico de supervisión 

independiente, ni mecanismos de escrutinio externo 

sistemático equivalentes a los existentes en Inglaterra. 

Esta diferencia no implica ausencia de control, pero sí 

una menor institucionalización sectorial.

En términos globales, el análisis sugiere que Fundació 

Hàbitat3 y LUMVRA pueden interpretarse como 

formas pioneras de HAs en el contexto español: 
organizaciones sin ánimo de lucro que combinan 

misión social, profesionalización de la gestión, 

articulación público-social y creciente sofisticación 

financiera y organizativa. 

Su desarrollo demuestra que la consolidación de 
modelos híbridos de provisión de vivienda social 
no depende exclusivamente de la existencia previa 
de una categoría jurídica específica, sino de la 
coherencia estratégica, la capacidad operativa y la 
integración institucional.

Ambas entidades evidencian que, aun en ausencia 
de un marco normativo específico para HAs en 
España, es posible desarrollar modelos sólidos, 
profesionalizados y orientados a la misión, alineados 
con estándares europeos de vivienda digna, 
sostenibilidad y responsabilidad institucional. 
Desde esta perspectiva, Fundació Hàbitat3 y LUMVRA 

no solo constituyen casos de estudio relevantes, 

sino referentes estratégicos para la evolución futura 

del sistema de provisión de vivienda social en 

España y posibles pilares sobre los que articular un 

reconocimiento formal del sector en el medio plazo.

Tabla 7. Principales factores diferenciales entre las entidades analizadas y las HAs inglesas

MODELO
FUNDACIÓ  
HÀBITAT3

LUMVRA  
(PROVIVIENDA)

HAS  
(REINO UNIDO)

ECONÓMICO-FINANCIERO

Eficiencia operativa  
y control económico

Eficiencia basada en gestión intensiva y proximidad, con limitada 
escala y menor aprovechamiento de economías de escala.

Alta eficiencia estructural 
basada en economías de 
escala, centralización operativa 
y sistemas avanzados 
de control de costes.

Ingresos operativos  
y sostenibilidad 
del modelo

Alta dependencia de financiación pública y alquiler 
social, con limitada diversificación de ingresos.

Ingresos diversificados 
(alquiler social y asequible, 
venta, servicios), que permiten 
generar excedentes recurrentes 
y sostener el crecimiento.

Crecimiento y 
consolidación del parque

Evolución hacia modelo 
mixto, incorporando 
promoción y rehabilitación.

Crecimiento basado 
en captación de 
vivienda y alianzas.

Crecimiento sostenido mediante 
promoción, adquisición y 
gestión, con alta consolidación 
de parque en propiedad.

Solidez y planificación 
financiera

Planificación prudente y a corto-medio plazo, condicionada 
por financiación pública y acceso limitado a capital.

Planificación a largo 
plazo, con acceso a 
financiación estructurada y 
mercados de capitales.
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MODELO
FUNDACIÓ  
HÀBITAT3

LUMVRA  
(PROVIVIENDA)

HAS  
(REINO UNIDO)

IMPACTO SOCIAL

Calidad, seguridad  
y estabilidad residencial

Alta capacidad de adaptación y garantía de 
estabilidad en contextos de alta vulnerabilidad.

Garantía de estándares 
homogéneos a gran escala, 
con menor capacidad 
de personalización en 
casos complejos.

Asignación y 
acompañamiento social

Acompañamiento altamente 
intensivo y personalizado.

Modelo integral con mayor 
vocación de sistematización.

Acompañamiento más 
limitado y focalizado, con 
mayor peso de criterios 
estandarizados de asignación.

Convivencia, 
participación y 
transparencia hacia 
los residentes

Gestión basada en proximidad, con alta 
interacción directa y enfoque comunitario.

Sistemas formales de 
participación (consultas, 
panels), menos basados 
en interacción directa.

GOBERNANZA

Estructura de gobierno, 
gestión de riesgos y 
cumplimiento normativo

Gobernanza propia del tercer sector, con menor grado de 
formalización en gestión de riesgos y cumplimiento normativo.

Gobernanza altamente 
profesionalizada, con 
sistemas robustos de gestión 
de riesgos, auditoría y 
cumplimiento regulatorio.

Transparencia 
institucional y 
control interno

Transparencia elevada vinculada a financiadores 
públicos, con menor estandarización formal.

Sistemas estandarizados de 
reporting, auditoría externa y 
supervisión regulatoria continua.

Participación e 
implicación de 
los residentes

Mayor peso de la relación 
directa y proximidad.

Desarrollo de mecanismos más 
estructurados de participación.

Participación institucionalizada 
(tenant engagement 
frameworks), menos 
intensiva en lo relacional.

Relaciones 
institucionales y 
orientación comunitaria

Coordinación de múltiples 
actores, más orientada a 
gestión de casos y proximidad

Coordinación de múltiples 
actores, más orientada a 
replicabilidad y escalabilidad

Relación estructural con 
administraciones y regulador, 
con menor dependencia 
de dinámicas locales.

Sistemas de mejora 
continua y digitalización

Sistemas de gestión y digitalización en desarrollo, con 
menor grado de estandarización y uso de datos.

Sistemas avanzados de gestión, 
digitalización de procesos y 
uso intensivo de datos para 
la toma de decisiones.

Fuente: Elaboración propia.
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6.	 Hacia un nuevo 
modelo de entidad 
de provisión y 
gestión de vivienda 
social en España

6.1.	 Introducción a un nuevo modelo 
de entidad de provisión y 
gestión de vivienda social

El análisis realizado a lo largo de este estudio 

evidencia que el sistema español de vivienda 

social presenta un déficit estructural de vivienda 

asequible, una elevada fragmentación institucional 

y una limitada capacidad de producción sostenida 

en el tiempo. Asimismo, la comparativa con los 

modelos europeos, muestra que los países con mayor 

proporción de vivienda social cuentan con operadores 

estables, profesionalizados y financieramente 

sofisticados —análogos a las HAs inglesas— que 

actúan como actores híbridos entre el sector público, 

el tercer sector y el mercado.

El estudio de los casos de Fundació Hàbitat3 y 

LUMVRA permite constatar que en España están 

emergiendo entidades que, aun en ausencia de un 

marco jurídico específico, incorporan ya muchos 

de los rasgos característicos de las HAs: misión 

social explícita, gestión profesionalizada del alquiler, 

articulación estable con las administraciones 

públicas, diversificación progresiva de fuentes de 

financiación y reinversión de excedentes y orientación 

a largo plazo.

Partiendo de estos aprendizajes y de los factores 

clave identificados en el capítulo 4, se propone 
un modelo de entidad de provisión y gestión de 
vivienda social para el contexto español que 

contribuya a:

	◾ Ampliar estructuralmente el parque 

de vivienda asequible

	◾ Garantizar estabilidad residencial a largo plazo

	◾ Integrar sostenibilidad económica y misión social

	◾ Operar con estándares avanzados de 

gobernanza y rendición de cuentas

Este modelo no pretende sustituir a las EPGVS, sino 

complementarlas mediante la consolidación de 

un operador social especializado, con autonomía 

operativa, escala suficiente y acceso a instrumentos 

financieros estables, alineado con la figura de 

“proveedor social de vivienda” prevista en el Proyecto 

de Plan Estatal 2026-2030.

6.2.	 Modelo económico-financiero

El modelo económico-financiero propuesto se 

construye a partir de los aprendizajes identificados 

en los casos de estudio analizados. Ambos casos 

muestran que, incluso en ausencia de un marco 

regulatorio específico como el británico, es posible 

articular organizaciones sostenibles que combinan 

misión social y rigor económico. El reto no consiste en 

replicar el modelo inglés, sino en adaptar sus principios 

estructurales al contexto institucional y financiero 

español.

En primer lugar, el modelo debe asentarse sobre 

ingresos recurrentes derivados del alquiler social 
y asequible. La estabilidad de flujos financieros 

constituye la base de cualquier estrategia de 

crecimiento responsable. Adicionalmente, tal y 

como se ha observado en los casos de estudio, la 

profesionalización de la gestión del alquiler —control 

contractual, seguimiento de impagos, protocolos 

estandarizados— no es solo una cuestión operativa, 

sino un elemento estructural de sostenibilidad 

económica. La previsibilidad de ingresos permite 

planificar inversiones, acceder a financiación y 

consolidar reservas.

En segundo lugar, el fortalecimiento del patrimonio 
propio debe constituir un objetivo estratégico explícito. 

Tanto la evolución de Fundació Hàbitat3 hacia la 

adquisición directa de viviendas, rehabilitación integral 

y promoción de obra nueva, como la consolidación 

patrimonial de Provivienda, muestran que la gestión 

de vivienda de terceros, aunque necesaria, no es 

suficiente para garantizar autonomía a medio y 

largo plazo. La propiedad directa introduce mayor 
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estabilidad, mejora la solvencia institucional y amplía 

la capacidad de planificación estratégica. Este 

proceso debe plantearse de forma gradual y prudente, 

priorizando la sostenibilidad financiera sobre el 

crecimiento acelerado. 

En tercer lugar, resulta clave incorporar mecanismos de 
financiación cruzada adaptados al contexto jurídico 
español. A diferencia del marco regulatorio inglés, 

que permite a las HAs combinar directamente alquiler 

social, alquiler asequible y actividades comerciales 

dentro de la misma entidad, el ordenamiento español 

suele requerir una separación jurídica de actividades. 

En este sentido, tal y como se ha señalado en el 

apartado 4.2.1, existen experiencias en España que 

demuestran la viabilidad de estructuras organizativas 
duales: la promoción de vivienda protegida se articula 

a través de una entidad sin ánimo de lucro, mientras 

que la promoción y gestión de vivienda en régimen de 

mercado se canaliza mediante una sociedad mercantil 

vinculada al mismo grupo. Esta configuración permite 

desarrollar mecanismos de financiación cruzada 

preservando la coherencia jurídica, fiscal y contable 

entre actividades de distinta naturaleza.

Aplicado al desarrollo de las HAs en España, este 

enfoque apunta a la conveniencia de modelos 
organizativos híbridos, en los que la entidad 

social pueda apoyarse en vehículos jurídicamente 

diferenciados —fundacionales o mercantiles— capaces 

de generar ingresos complementarios. Estos recursos 

adicionales se reinvierten y contribuyen a reforzar 

la sostenibilidad y la capacidad de crecimiento del 

parque social. El objetivo no es incorporar una lógica 
especulativa, sino utilizar instrumentos de mercado 
de forma estratégica y subordinada a la misión 
social, especialmente en un entorno con limitaciones 

estructurales de financiación pública.

Por último, la diversificación de fuentes de 
financiación constituye también un eje clave. La 

experiencia reciente de captación de financiación 

de impacto por parte de Provivienda evidencia que 

existen instrumentos financieros interesados en 

combinar rentabilidad moderada y finalidad social. 

La articulación de capital público, financiación 

institucional, fondos de impacto y aportaciones 

privadas permite reducir riesgos de concentración y 

aumentar la resiliencia organizativa. 

No obstante, cualquier modelo replicable en 

España debería incorporar una lógica de prudencia 
financiera. A diferencia del contexto británico, no 

existe un regulador sectorial específico ni un mercado 

consolidado de bonos sociales para las HAs españolas. 

Por ello, el crecimiento debe apoyarse en análisis de 
escenarios, control riguroso del endeudamiento y 
planificación financiera estructurada, tal y como ya 

practican las dos entidades estudiadas. 

Asimismo, resulta conveniente contar con una 

política explícita de gestión de riesgos sistémicos, 

contemplando escenarios de estrés macroeconómico 

tales como incrementos sostenidos de tipos de interés, 

reducción de subvenciones públicas o aumentos 

coyunturales de morosidad. En este sentido, la 

planificación financiera debería contemplar un análisis 

de sensibilidad y reservas prudenciales que refuercen 

la resiliencia anticíclica de la entidad.

En síntesis, el modelo económico-financiero 
propuesto combina los siguientes elementos:

1.	 Ingresos recurrentes por alquiler 

gestionado profesionalmente;

2.	 Incremento progresivo del patrimonio propio;

3.	 Financiación cruzada articulada mediante 

estructuras jurídicas diferenciadas; 

4.	 Diversificación de fuentes de financiación 

bajo criterios de prudencia y sostenibilidad.

Este enfoque traslada los principios fundamentales del 

modelo inglés —hibridación, reinversión y escalabilidad 

responsable— al marco normativo español.

6.3.	 Modelo de impacto social

El modelo de impacto social que se plantea 

para el contexto español parte de una premisa 

compartida: la vivienda no es un servicio aislado, 
sino una infraestructura social básica que actúa 
como condición habilitante para la inclusión y la 
autonomía personal.

Tal y como se ha evidenciado en el análisis 

comparado, la estabilidad residencial constituye el 
núcleo del impacto social. La prevención de rupturas 
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contractuales, la intervención temprana ante impagos 

y la coordinación con servicios sociales no son 

elementos accesorios, sino mecanismos que protegen 

las trayectorias vitales de los residentes y reducen 

costes sociales a largo plazo. El modelo propuesto 

debe, por tanto, integrar estructuralmente la gestión 

del contrato con una dimensión social preventiva.

El acompañamiento no debe entenderse en clave 
asistencial, sino como herramienta de estabilización 
y gestión de riesgo. En los casos analizados, la 

intervención social contribuye tanto al bienestar de las 

personas como a la sostenibilidad del propio modelo 

económico, al reducir morosidad, conflictividad y 

rotación. Esta interrelación entre impacto social y 

viabilidad financiera es una de las características 

definitorias del modelo emergente en España.

En relación con la participación de los residentes, 

conviene introducir una consideración contextual. 

El modelo británico de HAs incorpora mecanismos 

formales de representación estructurada de inquilinos 

y sistemas avanzados de escrutinio participativo. Sin 

embargo, el análisis de la realidad española sugiere 

que, al menos en el corto plazo, la implantación de 

estructuras formales de cogobernanza puede resultar 

desproporcionada respecto a la escala y cultura 

organizativa de las entidades actuales. Por ello, el 
modelo propuesto debería priorizar mecanismos 
más ajustados al contexto: sistemas accesibles 
de quejas y sugerencias, encuestas periódicas de 
satisfacción, mediación comunitaria y transparencia 
informativa. Estos instrumentos permiten incorporar 

la voz de los residentes y mejorar la calidad del 

servicio sin generar estructuras institucionales difíciles 

de gestionar y sostener.

Finalmente, el modelo debe avanzar hacia una mayor 
sistematización de la medición del impacto. La 

definición de indicadores de estabilidad residencial, 

reducción de vulnerabilidad y mejora de bienestar 

permitiría fortalecer la legitimidad institucional, 

mejorar la rendición de cuentas y facilitar el acceso a 

financiación de impacto. La progresiva incorporación 

de sistemas de información robustos —ya iniciada en 

las entidades analizadas— constituye un paso decisivo 

en esta dirección. La consolidación del modelo 

requerirá asimismo una estrategia de digitalización 
e integración de datos que permita la detección 

temprana de riesgos de impago, la evaluación continua 

del impacto social y la interoperabilidad con servicios 

sociales y administraciones públicas, reforzando la 

toma de decisiones basada en datos.

La disponibilidad de datos sobre el impacto social 

generado es un elemento clave, ya que permite 

fortalecer el diagnóstico y optimizar la toma de 

decisiones desde una perspectiva de gestión. 

Asimismo, constituye un requisito fundamental para 

aquellas entidades que deseen atraer inversores de 

impacto interesados en financiar sus proyectos.

En resumen, el modelo de impacto social propuesto 

se articula sobre cinco pilares interrelacionados:

1.	 Concepción de la vivienda como infraestructura 

social básica y eje de inclusión

2.	 Estabilidad residencial como núcleo del impacto, 

integrando gestión contractual e intervención 

preventiva ante riesgos de ruptura contractual;

3.	 Acompañamiento social orientado 

a la estabilización y sostenibilidad 

económica del modelo;

4.	 Mecanismos de participación y escucha 

adaptados a la escala y cultura organizativa 

del contexto español, priorizando sistemas 

de quejas, encuestas y mediación;

5.	 Sistematización progresiva de la medición del 

impacto mediante indicadores y sistemas de 

información que permitan fortalecer la rendición 

de cuentas y el acceso a financiación de impacto.

Este modelo no introduce elementos radicalmente 

nuevos, sino que consolida y sistematiza prácticas ya 

existentes en las experiencias estudiadas, reforzando 

su coherencia estratégica y su capacidad de medición 

del impacto social generado. 

Finalmente, el operador social de vivienda no debe 

concebirse únicamente como gestor patrimonial, sino 

como actor relevante en políticas de regeneración 

urbana, cohesión territorial y prevención de la 

segregación residencial, en coherencia con los 

instrumentos de planificación urbana y gestión de 

suelo analizados en el estudio.
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6.4.	 Modelo de gobernanza

El modelo de gobernanza propuesto para las futuras 

HAs en España se construye sobre las siguientes 

bases: separación clara entre dirección estratégica 

y gestión ejecutiva, profesionalización organizativa y 

mecanismos formales de control interno.

En primer lugar, la diferenciación entre el órgano 
de gobierno y el equipo ejecutivo constituye un 

principio esencial. La experiencia de las entidades 

analizadas muestra que la claridad en la asignación 

de responsabilidades —estrategia y supervisión, 

por un lado, ejecución operativa por otro— refuerza 

la transparencia, evita solapamientos y mejora la 

rendición de cuentas. Cualquier modelo replicable 

debería consolidar esta arquitectura institucional como 

requisito básico.

Un segundo elemento clave es la implantación de 
sistemas formales de gestión orientados a la mejora 
continua. La experiencia de certificación en estándares 

internacionales demuestra que la estandarización de 

procesos, la trazabilidad documental y las auditorías 

periódicas fortalecen la robustez organizativa. Más allá 

del valor reputacional de la certificación, lo relevante 

es la consolidación de una cultura interna basada 

en procedimientos claros, evaluación continua y 

corrección sistemática de desviaciones.

En tercer lugar, el fortalecimiento de los sistemas 
de información debe convertirse en prioridad 
estratégica. La gestión de vivienda social exige 

capacidad de seguimiento en tiempo real de contratos, 

incidencias, impagos, rotación y resultados sociales. La 

toma de decisiones basada en datos no solo mejora 

la eficiencia operativa, sino que permite anticipar 

riesgos y justificar decisiones ante financiadores y 

administraciones públicas. La digitalización progresiva 

observada en los casos analizados apunta en esta 

dirección y debería considerarse un componente 

estructural del modelo futuro.

Finalmente, la gobernanza debe integrar una 
perspectiva sistemática de gestión de riesgos y 
cumplimiento normativo. La evaluación económica 

de escenarios, el control del riesgo operativo en 

promociones y rehabilitaciones residenciales, la 

protección de datos y la seguridad digital son 

dimensiones que adquieren una relevancia creciente 

en organizaciones que gestionan información sensible 

y recursos públicos o de impacto. En el caso de las HAs 

británicas, estas funciones se refuerzan habitualmente 

mediante la creación de comités de auditoría y riesgo 

dependientes del órgano de gobierno, que reúnen 

a miembros del propio consejo y, en ocasiones, a 

expertos independientes para supervisar de forma 

especializada los sistemas de control interno, auditoría 

y gestión del riesgo.

En síntesis, el modelo de gobernanza propuesto se 

sustenta en cuatro ejes:

1.	 Arquitectura institucional clara, con 

separación efectiva entre supervisión 

estratégica y gestión ejecutiva;

2.	 Sistemas formales de gestión orientados a la 

mejora continua y la estandarización de procesos;

3.	 Fortalecimiento de los sistemas de información 

para una toma de decisiones basada en datos;

4.	 Integración estructural de la gestión de 

riesgos y del cumplimiento normativo.

El modelo propuesto no supone una ruptura respecto 

a las prácticas actuales de las entidades estudiadas, 

sino su consolidación y formalización como estándar 

sectorial emergente. La profesionalización, la 

certificación de procesos y la toma de decisiones 

basada en datos aparecen como condiciones 

necesarias para que las HAs españolas puedan 

escalar con credibilidad institucional y sostenibilidad 

a largo plazo.
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Tabla 8. Características del modelo propuesto de entidad de provisión y gestión de vivienda social

MODELO 
ECONÓMICO-FINANCIERO

MODELO  
DE IMPACTO SOCIAL

MODELO 
DE GOBERNANZA

	◾ Ingresos recurrentes por alquiler 
gestionado profesionalmente

	◾ Incremento progresivo del 
patrimonio propio

	◾ Financiación cruzada articulada 
mediante estructuras 
jurídicas diferenciadas

	◾ Diversificación de fuentes de 
financiación bajo criterios de 
prudencia y sostenibilidad

	◾ Vivienda como infraestructura 
social clave para la inclusión

	◾ Estabilidad residencial como eje 
central, con gestión contractual 
y prevención de ruptura

	◾ Acompañamiento social enfocado 
en estabilidad y sostenibilidad 
económica del modelo

	◾ Participación de los residentes 
adaptada al contexto español 
(quejas, encuestas, mediación)

	◾ Medición de impacto mediante 
indicadores y sistemas para rendición 
de cuentas y financiación

	◾ Arquitectura institucional clara, con 
separación efectiva entre supervisión 
estratégica y gestión ejecutiva

	◾ Sistemas formales de gestión 
orientados a la mejora continua y 
la estandarización de procesos

	◾ Fortalecimiento de los sistemas 
de información para una toma de 
decisiones basada en datos

	◾ Integración estructural de la gestión de 
riesgos y del cumplimiento normativo

Fuente: Elaboración propia. 

6.5.	 Encaje con el marco regulatorio

El desarrollo de un modelo de entidad de provisión y 

gestión de vivienda social en España requiere analizar 

su encaje dentro del marco jurídico e institucional 

vigente. A diferencia del contexto británico, donde las 

HAs operan bajo un régimen regulatorio específico y 

consolidado, el ordenamiento español no contempla 

actualmente una categoría homogénea equivalente. 

La actividad de provisión y gestión de vivienda social 

se articula a través de distintas figuras jurídicas —

fundaciones, asociaciones, cooperativas, sociedades 

mercantiles de capital íntegramente social o mixto— sin 

que exista un estatuto común que delimite con claridad 

derechos, obligaciones y estándares sectoriales.

En este contexto, la incorporación de la figura de 
“proveedor social de vivienda” en el proyecto de 
Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 constituye un 
avance significativo. Este reconocimiento permite 

visibilizar institucionalmente a los operadores sociales 

especializados y abre la puerta a su participación 

estructurada en programas de financiación pública, 

colaboración público-social y ampliación del parque 

asequible. No obstante, el mero reconocimiento formal 

de la figura no garantiza su integración efectiva en el 

sistema regulatorio.

La consolidación del sector requerirá la definición 

progresiva de criterios homogéneos que delimiten 

qué entidades pueden ser consideradas proveedores 

sociales de vivienda y bajo qué condiciones operan. 

Este proceso debería desarrollarse en diálogo con las 
organizaciones que actualmente operan en el ámbito 
de la vivienda social, incorporando su experiencia 

práctica y facilitando mecanismos de fortalecimiento 

institucional y desarrollo de capacidades. 

Ante la ausencia actual de un regulador sectorial 

específico, podría valorarse la implantación de un 

sistema de acreditación pública basado en estándares 

objetivos de gobernanza, sostenibilidad financiera, 

reinversión de excedentes y protección de los 

residentes, o bien el desarrollo de mecanismos de 

autorregulación sectorial reconocidos y supervisados 

por la administración competente. Este tipo de 

instrumentos permitiría reforzar la coherencia y 

credibilidad institucional del modelo, evitando al 

mismo tiempo la creación inmediata de una estructura 

regulatoria compleja en una fase aún incipiente de 

consolidación sectorial.
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La eventual acreditación no debería concebirse como 
un mecanismo de control restrictivo, sino como un 
marco de garantías mínimas que aporte seguridad 

jurídica a las administraciones colaboradoras, confianza 

a los financiadores institucionales y protección 

a las personas residentes. La homogeneidad de 

estándares facilitaría, además, la comparabilidad de 

resultados, la evaluación del impacto agregado y el 

acceso a instrumentos financieros especializados, 

especialmente en un entorno donde la financiación de 

impacto comienza a adquirir relevancia creciente.

Desde una perspectiva competencial, cualquier avance 

en esta dirección debería articularse respetando la 

distribución territorial de competencias en materia 

de vivienda. Ello podría traducirse en sistemas de 

acreditación de ámbito autonómico con criterios 

básicos comunes o en marcos de coordinación 

interterritorial que eviten fragmentaciones adicionales 

del sector. La clave no reside en la centralización 
normativa, sino en la coherencia mínima que 
permita consolidar un ecosistema reconocible y 
profesionalizado de operadores sociales. En el Reino 

Unido, donde el sector está más consolidado, dicho 

ecosistema incluye no solo a los propios proveedores 

de vivienda y a las administraciones públicas, 

sino también asociaciones sectoriales, centros de 

formación, universidades, consultoras especializadas, 

entidades de evaluación de impacto y programas 

públicos de apoyo y financiación que contribuyen al 

desarrollo de capacidades del sector.

En definitiva, el encaje regulatorio del modelo 
propuesto no exige una reforma estructural 
inmediata del ordenamiento jurídico, pero sí una 
evolución progresiva hacia el reconocimiento formal 
y la estandarización básica del sector. La experiencia 

comparada muestra que la estabilidad institucional y la 

credibilidad financiera de los operadores sociales están 

estrechamente vinculadas a la existencia de marcos 

regulatorios claros. En el caso español, la articulación 

gradual de mecanismos de reconocimiento, 

acreditación o autorregulación supervisada puede 

constituir un paso intermedio razonable entre 

la situación actual y un eventual modelo más 

estructurado a medio/largo plazo. La experiencia 

internacional sugiere que estos ecosistemas suelen 

desarrollarse de forma progresiva, a medida que los 

propios operadores sociales crecen, se profesionalizan 

y generan redes de conocimiento, formación e 

innovación alrededor del sector.
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recomendaciones

7.1.	 Conclusiones

El análisis desarrollado en este estudio permite 

identificar la emergencia en España de organizaciones 

que presentan características funcionales comparables 

a las HAs europeas, aun en ausencia de un marco 

jurídico o regulatorio específico que las reconozca 

formalmente. A través del estudio de Fundació 

Hàbitat3 y LUMVRA (Provivienda), se observa la 

consolidación progresiva de entidades sin ánimo de 

lucro que combinan misión social, profesionalización 

de la gestión, colaboración estructurada con las 

administraciones públicas y una creciente capacidad 

operativa para la provisión y gestión de vivienda social.

En primer lugar, desde la perspectiva del modelo 
económico-financiero, ambas organizaciones 

muestran rasgos característicos de los operadores 

europeos de vivienda social: gestión profesionalizada 

del alquiler, reinversión de excedentes en la ampliación 

del parque, articulación estable con políticas 

públicas y estrategias activas de crecimiento. No 

obstante, el análisis comparado pone de manifiesto 

diferencias significativas respecto al modelo británico, 

especialmente en el grado de diversificación de 

ingresos y en el acceso a instrumentos financieros 

estructurados. Mientras que las HAs inglesas operan 

en un entorno que permite combinar distintas 

formas de tenencia y desarrollar mecanismos de 

financiación cruzada entre proyectos, las entidades 

españolas analizadas dependen en mayor medida de 

subvenciones, convenios institucionales y programas 

públicos de vivienda.

En segundo lugar, en relación con el modelo de 
impacto social, se observa una convergencia 

sustantiva con la tradición europea de vivienda 

social. Tanto Fundació Hàbitat3 como LUMVRA 

sitúan la estabilidad residencial como eje central 

de intervención y conciben la vivienda como una 

infraestructura social que habilita procesos de 

inclusión, autonomía personal y cohesión comunitaria. 

La gestión preventiva de los contratos de alquiler, la 

coordinación con los servicios sociales y la orientación 

a colectivos vulnerables reflejan una lógica plenamente 

alineada con el enfoque de interés público que 

caracteriza a las HAs en Europa.

En tercer lugar, desde la perspectiva del modelo de 
gobernanza, ambas entidades muestran estructuras 

organizativas profesionalizadas, con separación entre 

funciones estratégicas y ejecutivas, mecanismos de 

control interno y prácticas crecientes de rendición 

de cuentas. Aunque el desarrollo de capacidades 

especializadas —por ejemplo, en materia de promoción 

inmobiliaria— se encuentra en fases más incipientes, 

la incorporación de sistemas de gestión, indicadores 

de desempeño y procedimientos estandarizados 

evidencia una evolución organizativa consistente con 

los estándares del sector.

El análisis institucional muestra, sin embargo, que el 

principal elemento diferenciador entre el contexto 

español y el del Reino Unido, que cuenta con un sector 

consolidado de HAs, reside en el marco regulatorio 
y en el grado de estructuración del ecosistema 
sectorial. En España no existe todavía una categoría 

jurídica homogénea ni un sistema específico de 

regulación o acreditación para operadores sociales de 

vivienda. Asimismo, el ecosistema institucional que 

rodea al sector —asociaciones sectoriales, programas 

de fortalecimiento institucional, centros de formación 

o mecanismos de financiación especializados— se 

encuentra aún en una fase incipiente de desarrollo.

A pesar de estas limitaciones estructurales, la 

experiencia de Fundació Hàbitat3 y LUMVRA 

demuestra que es posible desarrollar en España 

modelos organizativos sólidos y profesionalizados 

orientados a la provisión y gestión de vivienda social. 

Estas entidades pueden interpretarse, por tanto, 

como formas pioneras de Housing Associations en el 
contexto español, capaces de actuar como referentes 

institucionales para la evolución futura del sector.

En este sentido, la consolidación de un ecosistema 

de proveedores sociales de vivienda en España no 

depende exclusivamente de la creación inmediata 

de una nueva categoría jurídica, sino de un proceso 

progresivo de fortalecimiento organizativo, 

reconocimiento institucional y articulación de marcos 

de colaboración público-social estables. La experiencia 
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comparada sugiere que estos ecosistemas suelen 

desarrollarse de manera gradual, a medida que las 

organizaciones existentes crecen, se profesionalizan 

y generan redes de conocimiento, financiación y 

aprendizaje sectorial.

7.2.	 Recomendaciones

A partir de los resultados del análisis, se identifican una 

serie de recomendaciones orientadas a favorecer el 

desarrollo progresivo de un ecosistema de proveedores 

sociales de vivienda en España, capaz de ampliar el 

parque de vivienda asequible y reforzar la capacidad 

operativa de las políticas públicas de vivienda.

1.	 Reconocer institucionalmente a los 
proveedores sociales de vivienda

La incorporación de la figura del “proveedor 

social de vivienda” en el futuro Plan Estatal 

de Vivienda constituye un paso relevante 

para visibilizar a los operadores sociales 

especializados. Este reconocimiento debería 

consolidarse mediante la definición de 

criterios básicos que permitan identificar a las 

entidades que cumplen funciones estructurales 

de provisión y gestión de vivienda social.

2.	 Desarrollar mecanismos de acreditación 
o autorregulación sectorial

En ausencia de un regulador específico, 

podría promoverse la creación de sistemas de 

acreditación basados en estándares objetivos de 

gobernanza, sostenibilidad financiera, reinversión 

de excedentes y protección de las personas 

residentes. Estos mecanismos permitirían 

reforzar la confianza institucional, mejorar la 

comparabilidad de resultados y facilitar el acceso 

a instrumentos de financiación especializados.

De forma progresiva, este tipo de sistemas podrían 

complementarse con la creación de registros de 

proveedores sociales de vivienda —de ámbito 

autonómico, con criterios básicos comunes que 

garanticen la coherencia y comparabilidad del 

sistema— y con la implantación de prácticas de 

reporting periódico estandarizado —económico, 

operativo y social— que refuercen la transparencia, 

la rendición de cuentas y la confianza de 

administraciones públicas y financiadores, en línea 

con los modelos más consolidados a nivel europeo.

3.	 Fortalecer las capacidades 
organizativas del sector

El desarrollo de proveedores sociales de vivienda 

requiere reforzar las capacidades técnicas de 

las organizaciones, especialmente en ámbitos 

como la promoción y rehabilitación de vivienda, 

la gestión del riesgo, la digitalización de 

procesos o la evaluación del impacto social. 

Los programas de formación, la asistencia 

técnica y el fortalecimiento institucional pueden 

desempeñar un papel clave en este proceso.

4.	 Facilitar el acceso a instrumentos 
financieros adaptados al sector

La ampliación del parque de vivienda social 

gestionado por entidades sin ánimo de lucro 

requiere mejorar el acceso a financiación a medio 

y largo plazo. En este sentido, podrían explorarse 

instrumentos financieros específicos —garantías 

públicas, fondos de inversión de impacto o 

mecanismos de financiación combinada— que 

permitan movilizar capital privado hacia proyectos 

de vivienda social con criterios de sostenibilidad.

Asimismo, el desarrollo de proveedores sociales 

de vivienda debería verse favorecido mediante 

un marco fiscal que reconozca su función social y 

elimine las desventajas que actualmente afrontan 

estas entidades en relación con otros operadores 

del mercado. La introducción de incentivos fiscales 

o regímenes específicos para entidades sin ánimo 

de lucro que promueven y gestionan vivienda 

social podría facilitar la adquisición, promoción y 

gestión de viviendas destinadas a fines sociales.

5.	 Facilitar el acceso a suelo público 
y vivienda existente

La disponibilidad de activos inmobiliarios 

constituye uno de los principales condicionantes 

para el desarrollo de proveedores sociales de 

vivienda. En este sentido, resulta fundamental 

facilitar el acceso de estas entidades a suelo 
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público y a vivienda existente mediante 

mecanismos como la cesión de suelo a largo 

plazo, el derecho de adquisición preferente o 

programas de movilización de vivienda vacía.

6.	 Promover marcos estables de 
colaboración público-social

Las entidades analizadas muestran que 

la cooperación entre administraciones 

públicas y organizaciones del tercer sector 

puede constituir una herramienta eficaz para 

ampliar y gestionar el parque de vivienda 

asequible. El desarrollo de convenios estables, 

programas de movilización de vivienda vacía 

o mecanismos de cesión de vivienda pública 

puede contribuir a reforzar esta colaboración.

7.	 Impulsar el desarrollo progresivo 
de un ecosistema sectorial

La experiencia internacional muestra que los 

sistemas consolidados de HAs se apoyan 

en ecosistemas institucionales amplios que 

incluyen asociaciones sectoriales, centros 

de investigación, programas de formación y 

mecanismos especializados de financiación. 

En el contexto español, la consolidación 

de este ecosistema probablemente se 

producirá de forma gradual, a medida que 

las organizaciones existentes se fortalezcan y 

generen nuevas capacidades sectoriales.

En conjunto, estas recomendaciones apuntan a la 

necesidad de avanzar hacia un modelo en el que las 
organizaciones sociales especializadas puedan actuar 
como socios estructurales de las políticas públicas de 
vivienda, contribuyendo a ampliar el parque de vivienda 

asequible, mejorar la gestión del mismo y reforzar la 

estabilidad residencial de los hogares con mayores 

dificultades de acceso al mercado.

En un contexto de creciente presión sobre el acceso 

a la vivienda, el fortalecimiento de un ecosistema de 

proveedores sociales de vivienda puede convertirse 

en un elemento clave para ampliar de forma sostenida 

el parque de vivienda asequible en España. La 

experiencia analizada en este estudio muestra que 

ya existen organizaciones capaces de desempeñar 

este papel, combinando misión social, capacidad 

operativa y colaboración con las administraciones 

públicas. Apoyar el desarrollo de este tipo de 

entidades, facilitar su consolidación institucional 

y promover marcos de cooperación estables con 

el sector público puede contribuir a configurar, de 

forma progresiva, un modelo de provisión de vivienda 

social más robusto, diversificado y resiliente. En este 

proceso, iniciativas pioneras como Fundació Hàbitat3 

y LUMVRA constituyen no solo ejemplos de innovación 

institucional, sino también posibles pilares sobre 

los que articular el desarrollo futuro de un sector de 

proveedores sociales de vivienda en España.
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Anexos
Anexo 1.  Esquema del modelo de inspección del Regulador 
(Regulator of Social Housing) en Reino Unido

COMPONENTE   ÁREAS CLAVE DE ENFOQUE

Estrategia Consecución de las prioridades a 
corto y medio plazo del arrendador y 
su enfoque estratégico para ofrecer 
una buena relación calidad-precio en 
el cumplimiento de sus objetivos.

	◾ Pruebas de que el arrendador ha definido claramente sus objetivos 
estratégicos y prioridades para el cumplimiento de su propósito.

	◾ Grado en que la obtención de una buena relación calidad-
precio se refleja en los objetivos del arrendador.

	◾ Pruebas de que el arrendador considera los riesgos y 
beneficios, para el cumplimiento de su propósito y objetivos 
estratégicos, de cualquier actividad ajena a la vivienda social.

	◾ Pruebas que demuestren que el arrendador comprende 
los diferentes mercados y actividades y posee las 
habilidades necesarias para operar en ellos.

Estructura Estructuras corporativas, 
financieras y de gobernanza 

Interacción entre el arrendador y 
las organizaciones vinculadas 

Cómo fluye el riesgo entre ellos 

	◾ Evidencia de que el consejo de administración y la dirección 
ejecutiva comprenden y supervisan adecuadamente los 
riesgos asociados a la estructura del arrendador.

	◾ Evidencia de que el consejo de administración cuenta con 
informes sólidos sobre el desempeño de las actividades 
del arrendador en todo el grupo y que existen planes para 
mitigar el impacto de posibles eventos adversos.

	◾ Evidencia de que el rol y las responsabilidades del 
consejo de administración y sus comités están 
claramente definidos y comprendidos.

Resultados  
del servicio

Cumplimiento de los objetivos 
relacionados con la calidad 
del parque de viviendas, las 
reparaciones y el mantenimiento, 
cumplimiento de las normas de 
salud y seguridad, la cooperación 
local, los comportamientos 
antisociales y los incidentes de 
odio, la gestión de la violencia 
doméstica y el mantenimiento de 
los contratos de arrendamiento.

	◾ Pruebas de que el arrendador recopila y utiliza 
datos sobre el estado de las viviendas.

	◾ Pruebas de que los riesgos de incumplimiento de las 
normas de salud y seguridad del arrendador se gestionan 
adecuadamente mediante sistemas sólidos y eficaces.

	◾ Evaluación de la eficacia del servicio de reparaciones.

	◾ Pruebas de que las juntas directivas, los consejeros y los altos 
cargos tienen la certeza de que los incidentes de comportamiento 
antisocial y de odio se abordan de forma apropiada.

	◾ Grado en que los arrendadores pueden demostrar que comprenden 
bien su papel en la gestión de la violencia doméstica.

	◾ Pruebas de que las viviendas se alquilan de forma justa.
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COMPONENTE   ÁREAS CLAVE DE ENFOQUE

Gestión de 
riesgos

Alineación del apetito de riesgo del 
arrendador y los riesgos asociados 
con la ejecución de su estrategia

Garantía del consejo de 
administración sobre las áreas 
clave de riesgo y cumplimiento

Idoneidad general del marco de 
gestión de riesgos y controles del 
arrendador, incluyendo la calidad 
de las pruebas de estrés y las 
estrategias de mitigación asociadas

	◾ Evidencia de que la tolerancia al riesgo declarada por el 
arrendador se refleja en su toma de decisiones estratégicas.

	◾ Análisis del grado en que el arrendador identifica y considera 
adecuadamente los riesgos derivados de su entorno operativo, 
dirección estratégica, actividades propias y ajenas a la propiedad, 
situación financiera y estructura organizativa, incluidas las filiales y 
empresas conjuntas. De este modo, se garantiza que el arrendador 
no exponga indebidamente los activos de vivienda social.

	◾ Evaluación de cómo el arrendador se asegura de contar con 
la suficiente certeza de que sus controles son eficaces para 
gestionar los riesgos clave y el cumplimiento normativo.

	◾ Evidencia de pruebas de estrés detalladas y rigurosas 
frente a los riesgos identificados y combinaciones 
de riesgos en diversos escenarios, con medidas de 
mitigación creíbles identificadas e implementadas.

Transparencia, 
influencia y 
rendición de 
cuentas

El grado en que el arrendador 
trata a todos los inquilinos con 
equidad y respeto, toma medidas 
para satisfacer las diversas 
necesidades de los inquilinos, 
ofrece oportunidades significativas 
para la participación impulsada 
por los inquilinos, recopila y utiliza 
información sobre el rendimiento 
(incluidas las medidas de satisfacción 
del inquilino) y gestiona las quejas.

	◾ En qué medida el arrendador garantiza que los inquilinos tengan un 
acceso equitativo a los servicios y que se logren resultados justos.

	◾ Cómo el arrendador obtiene y mantiene la 
información de los inquilinos y cómo utiliza los datos 
y la información para mejorar los servicios.

	◾ Evidencia de que existen diversas oportunidades 
significativas para que los inquilinos influyan y supervisen 
las estrategias, políticas y servicios del arrendador.

	◾ Enfoque para recopilar, procesar y publicar las medidas de 
satisfacción de los inquilinos (Tenant Satisfaction Measures), 
definidas en el Estándar de Transparencia, Influencia y Rendición de 
Cuentas, y en qué medida cumple con los requisitos establecidos.

	◾ Evaluación de cómo la junta directiva, los consejeros y los 
altos funcionarios intentan comprender la información 
sobre el desempeño y la satisfacción, y cómo pueden 
demostrar las medidas adoptadas en consecuencia.

	◾ Evidencia de que las quejas se gestionan de manera justa y 
oportuna, incluida la autoevaluación del arrendador conforme al 
Código de Gestión de Quejas del Defensor del Pueblo de la Vivienda.
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COMPONENTE   ÁREAS CLAVE DE ENFOQUE

Resiliencia 
financiera

Rendimiento financiero (solidez 
financiera inherente)

Niveles de deuda, fuentes de liquidez, 
necesidades futuras de financiación

Costes y factores que 
influyen en los costes

	◾ Grado en que los flujos de caja operativos cubren los 
gastos por intereses, en particular los procedentes 
del alquiler de viviendas sociales.

	◾ Evidencia de que los planes financieros se basan en 
supuestos razonables y fundamentados, y en una sólida 
base de datos para las previsiones de inversión.

	◾ Análisis del desempeño de las diferentes entidades dentro de 
las estructuras del grupo y de las distintas fuentes de ingresos.

	◾ Grado en que el arrendador mantiene acceso a liquidez 
suficiente en todo momento, comprendiendo la dinámica 
de la deuda del negocio y las cláusulas del préstamo.

	◾ Comprensión de los costes del arrendador, incluyendo 
cualquier ahorro de eficiencia, reducción de costes o mejora del 
rendimiento identificada en relación con funciones específicas.

Gobernanza El papel del consejo de 
administración en la consecución 
de resultados estratégicos 
que promuevan el éxito a largo 
plazo de la organización

Alineación de la capacidad de 
liderazgo y los mecanismos de 
gobernanza con las actividades 
de la organización

Eficacia general de los acuerdos 
- riesgos y decisiones clave

	◾ Evidencia de que el consejo supervisa y controla el 
cumplimiento de su propósito, objetivos estratégicos y 
prioridades, y evidencia de que se toman medidas correctivas 
oportunas cuando el desempeño es deficiente.

	◾ Evidencia de que el arrendador cuenta con las habilidades, 
el conocimiento y la experiencia necesarios para 
gestionar eficazmente los riesgos actuales y futuros, y 
que dispone de una sólida planificación de sucesión.

	◾ Grado en que el consejo puede demostrar que cumple con 
los requisitos del Estándar de Relación Calidad-Precio (RCP), 
incluyendo que las consideraciones de RCP han influido en 
la estrategia y la estructura del arrendador en la práctica.

	◾ Evidencia de que el consejo puede demostrar que 
comprende el riesgo y el beneficio en relación con su 
disposición a emprender diferentes actividades.

	◾ Evidencia de un enfoque eficaz para el seguimiento del 
desempeño en comparación con los objetivos.

	◾ Garantía del consejo sobre la idoneidad de los controles internos.

	◾ Evidencia de que el consejo recibe información 
de buena calidad de forma constante.

Nota: El modelo de inspección del RSH aplica tanto a las HAs como a las autoridades locales, conocidas como Local Authorities, 
que son principalmente ayuntamientos, si bien en este último caso las inspecciones se centran exclusivamente en las áreas clave 
de enfoque relacionadas con los Resultados del servicio y la Transparencia, influencia y rendición de cuentas. Adicionalmente, 
el RSH puede solicitar cierta información de contexto, como, por ejemplo: la estructura de gestión operativa de la entidad y 
dónde recae la responsabilidad de la gestión de la vivienda dentro de la misma, la estructura de gobernanza de la entidad o su 
estrategia o plan a largo plazo para su parque residencial. 

Fuente: Elaboración propia basada en información de Regulator of Social Housing. (2024). Our approach to inspections. GOV.UK. 
https://www.gov.uk/guidance/our-approach-to-inspections.

http://GOV.UK
https://www.gov.uk/guidance/our-approach-to-inspections
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Anexo 2.  Factores clave y criterios de evaluación del modelo de provisión y 
gestión de vivienda social 

FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

MODELO ECONÓMICO

Gestión de  
costes y eficiencia económica

La entidad debe tener 
capacidad de controlar 
adecuadamente sus costes 
y de optimizar sus recursos.

	◾ Coste por vivienda gestionada

	◾ Existencia de políticas de eficiencia

	◾ Ahorros obtenidos o reducción de costes evitables

Ingresos  
operativos

El ingreso por alquileres 
de vivienda es la base del 
modelo económico. Debe 
ser estable y cubrir gastos 
operativos, intereses y 
gastos de mantenimiento.

	◾ Porcentaje de ingresos procedentes de 
alquileres sociales/asequibles

	◾ Estabilidad de ingresos frente a morosidad y vacantes 

	◾ Diversificación de la cartera de servicios

	◾ Capacidad para cubrir gastos operativos y financieros

Capacidad de ampliación y 
consolidación del parque

La entidad debe contar con 
capacidad para ampliar y 
consolidar su parque de vivienda. 
Esta capacidad requiere solidez 
financiera y organizativa, 
así como la integración del 
crecimiento en el modelo social 
y de gestión de la entidad.

	◾ Estrategia explícita de crecimiento 
o consolidación del parque

	◾ Capacidad de captación de nuevas viviendas 
(cesiones, compra, convenios, promociones)

	◾ Alianzas con administraciones públicas

	◾ Capacidad financiera y organizativa 
para asumir nuevas viviendas

	◾ Integración del crecimiento con el 
modelo social y de gestión

MODELO FINANCIERO

Solvencia y  
fortaleza financiera

La entidad debe contar con 
capacidad financiera suficiente 
y estabilidad a largo plazo.

	◾ Ratio de liquidez

	◾ Nivel de endeudamiento

	◾ Existencia de capital propio y reservas suficientes

	◾ Capacidad de generar superávit operativo recurrente

Gestión de  
deuda y liquidez

La entidad debe tener capacidad 
de acceder a financiación 
externa y de gestionarla 
de forma sostenible.

	◾ Diversificación de fuentes de financiación

	◾ Cumplimiento de covenants 

	◾ Acceso a liquidez inmediata y potencial

	◾ Evaluación de riesgos asociados a la estructura de deuda

Planificación financiera La planificación financiera 
rigurosa es imprescindible 
para sostener el parque 
de vivienda social.

	◾ Existencia de un plan financiero plurianual

	◾ Pruebas de estrés y escenarios adversos

	◾ Alineación entre estrategia y planificación financiera

	◾ Evaluación del impacto financiero 
de inversiones y riesgos
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FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Gestión de morosidad y 
prevención  
de impagos 
 

La entidad debe gestionar y 
reducir los impagos mediante 
sistemas de seguimiento 
y actuación temprana.

	◾ Tasa de morosidad (30/60/90 días)

	◾ Sistemas de alerta temprana y 
segmentación del riesgo de impago

	◾ Porcentaje de deuda recuperada y 
provisiones por incobrables

	◾ Protocolos de intervención escalonada 
(económica y social)

	◾ Coordinación con servicios sociales 
en casos de vulnerabilidad

	◾ Porcentaje de casos resueltos sin desahucio

MODELO DE IMPACTO SOCIAL

Calidad y  
seguridad  
del parque

La vivienda debe ser segura, 
decente y mantenida 
adecuadamente para proteger 
bienestar y estabilidad.

	◾ Porcentaje de viviendas que cumplen 
estándares de calidad y seguridad

	◾ Tiempos de respuesta y resolución de reparaciones

	◾ Satisfacción de los residentes residente 
respecto a reparaciones/mantenimiento

	◾ Prevención y tratamiento de riesgos para 
la salud y la seguridad en la vivienda

Asignación justa, transparente 
y orientada a la necesidad

Los procesos de adjudicación 
deben garantizar equidad, 
transparencia y acceso real para 
quienes más lo necesitan.

	◾ Criterios de adjudicación públicos y auditables

	◾ Tiempo medio de adjudicación

	◾ Porcentaje de viviendas asignadas 
a colectivos vulnerables

	◾ Revisión periódica de criterios de 
acceso y mantenimiento

Apoyo social y prevención 
de vulnerabilidades

La entidad debe prevenir 
vulnerabilidades y ofrecer apoyo 
integral a las personas y familias.

	◾ Número de residentes acompañados 
por servicios sociales internos

	◾ Resultados del acompañamiento 
(reducción de morosidad vinculada a 
vulnerabilidad, mejora del bienestar)

	◾ Protocolos de intervención temprana activados

	◾ Coordinación con servicios sociales 
y entidades del territorio

Cohesión comunitaria  
y gestión de la convivencia

La vivienda social requiere 
intervención activa sobre 
convivencia, seguridad y 
cohesión comunitaria.

	◾ Conflictos comunitarios registrados y resueltos

	◾ Actividades comunitarias realizadas 
y nivel de participación

	◾ Indicadores de convivencia positiva

	◾ Tiempo de reacción ante incidentes antisociales
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FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Transparencia, participación y  
rendición de cuentas a los 
residentes 

La relación de la entidad 
con los residentes debe 
basarse en transparencia, 
escucha y mecanismos 
claros de seguimiento.

	◾ Acceso a información clara sobre 
derechos, procesos y rendimiento

	◾ Participación de los residentes en paneles, 
foros, comités o encuestas de satisfacción

	◾ Consideración del feedback de los 
residentes en la toma de decisiones 

	◾ Nivel de confianza de los residentes en la entidad

Estabilidad residencial  
y gestión del contrato

La entidad debe priorizar 
la estabilidad residencial 
y utilizar el desahucio solo 
como último recurso, dentro 
de un marco preventivo.

	◾ Tasa de desahucios (solo como último recurso)

	◾ Porcentaje de renovaciones de contrato sin incidencias

	◾ Medidas preventivas activadas antes de sanciones

	◾ Seguimiento de planes de trabajo/contratos sociales

	◾ Tasa de morosidad y eficacia de los mecanismos 
preventivos para evitar impagos

MODELO DE GOBERNANZA

Transparencia y rendición 
de cuentas institucional

La transparencia constituye 
un aspecto fundamental para 
generar confianza institucional 
y actúa como catalizador 
de la calidad del servicio.

	◾ Publicación de información económica, operativa y social

	◾ Informes corporativos accesibles para 
reguladores y stakeholders

	◾ Transparencia en decisiones estratégicas 
del consejo/patronato

	◾ Sistema de quejas robusto y auditado

Supervisión y control interno La entidad debe contar con 
mecanismos robustos para llevar 
un seguimiento adecuado del 
desempeño y de los riesgos.

	◾ Auditorías internas y externas regulares

	◾ Calidad del marco de controles internos

	◾ Funcionamiento efectivo de comités de riesgo y auditoría

	◾ Calidad del reporting al consejo/patronato

Participación e implicación de  
los residentes

La entidad debe incorporar 
la voz de los residentes en 
las decisiones relevantes.

	◾ Mecanismos formales de participación 
de los residentes en la gobernanza

	◾ Evidencia de la influencia real de los 
residentes en decisiones estratégicas

	◾ Integración de la voz de los residentes en evaluaciones

Estructura de gobierno clara  
y profesional

La entidad debe contar con 
estructuras claras, roles 
definidos y profesionalización 
dentro del máximo órgano 
responsable de la toma de 
decisiones en la entidad.

	◾ Roles definidos para el consejo/patronato y comités

	◾ Competencias acreditadas en áreas clave

	◾ Planificación de sucesión

	◾ Alineación del liderazgo con misión y estrategia

Gestión de riesgos  
y cumplimiento normativo

La entidad debe identificar, 
evaluar y controlar riesgos 
de forma sistemática.

	◾ Marco integral de riesgos actualizado periódicamente

	◾ Pruebas de estrés y planes de mitigación

	◾ Cumplimiento normativo

	◾ Evaluación de riesgos financieros, operativos y sociales
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FACTOR CLAVE CRITERIOS DE EVALUACIÓN

Relación con actores externos  
y colaboración institucional

La gobernanza debe entenderse 
como una función relacional, en 
interacción con el ecosistema 
institucional del territorio.

	◾ Acuerdos formalizados con 
administraciones y servicios sociales

	◾ Participación en redes y mesas territoriales

	◾ Resultados medibles derivados de 
la colaboración institucional

	◾ Alineación con políticas públicas de vivienda

Gestión de reclamaciones 
y mecanismos de 
mejora continua

La entidad debe disponer de 
sistemas accesibles, eficaces 
y orientados a la mejora.

	◾ Tiempos de respuesta y resolución de quejas

	◾ Encuestas de satisfacción

	◾ Autoevaluaciones periódicas y análisis de tendencias 

	◾ Implantación de acciones correctoras

	◾ Evidencia de aprendizaje organizativo

Orientación a las personas 
y a la comunidad

La gobernanza de la entidad 
debe integrar bienestar, 
atención y acompañamiento.

	◾ Integración del bienestar en la estrategia y las prácticas

	◾ Coherencia entre misión, procedimientos 
y cultura institucional

	◾ Evaluación del impacto de las decisiones 
en residentes y comunidades

	◾ Enfoque relacional y preventivo

Digitalización y accesibilidad 
de  
la información

La entidad debe contar con 
sistemas de información 
modernos y accesibles.

	◾ Disponibilidad de plataformas digitales accesibles

	◾ Nivel de uso y satisfacción de los 
residentes con los canales digitales

	◾ Accesibilidad universal y usabilidad

	◾ Integración de datos para decisiones 
basadas en evidencias



Colección de estudios de la Cátedra 
de Vivienda Digna y Sostenible 

Nº.1. 

La medida del impacto 
social y medioambiental 
en la rehabilitación de 
vivienda urbana. Estado del 
arte y casos de estudio.

Nº.2.

El valor social de Bellvitge 
2030 Green: Retorn 
social d’un projecte de 
rehabilitació d’edificis.

Nº.3. 

Multipartner-to-rent: Nou 
model de finançament per 
a l’habitatge de lloguer.

Nº.4. 

Cuadro de Mando Integral 
Sostenible para el sector 
inmobiliario.  
Cátedra de vivienda digna y 
sostenible  
UPF-BSM.

Nº.5. 

Cooperativas de vivienda: 
nuevas tendencias en 
creación, gestión  
y financiación.  

Nº.6. 

Impactos de la construcción 
industrializada desde 
una triple perspectiva: 
económica, medioambiental  
y social.

Nº.7. 

Colaboración público-
privada en materia de 
vivienda asequible. 
Análisis de la situación 
actual, experiencias, 
retos y propuestas.

Estudios accesibles en:

https://www.bsm.upf.edu/es/catedra-vivienda-digna-sostenible

https://fundacionmetropolitanhouse.org/catedra-de-vivienda-digna-y-sostenible/#estudios

https://production-cms.bsm.upf.edu/sites/default/files/inline-files/CAT_estat-de-lart-bellvitge%202030-26-01-2022_1.pdf
https://production-cms.bsm.upf.edu/sites/default/files/inline-files/n15-20220914-valor-social-bellvitge-2030.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/nuevo-modelo-financiacion-vivienda-alquiler-upf-bsm-2023.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/2024-upf-bsm-quadre-comandament-integral-sostenible-sector-immobiliari-ca.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/2024-upf-bsm-catedra-habitatge-cooperatives-ca.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/2025-upf-bsm-impactes-construccio-industrialitzada-ca.pdf
https://www.bsm.upf.edu/documents/202511-estudi-catedra-habitatge-collaboracio-publicoprivada.pdf
https://www.bsm.upf.edu/es/catedra-vivienda-digna-sostenible
https://fundacionmetropolitanhouse.org/catedra-de-vivienda-digna-y-sostenible/#estudios
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